
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIALES

LA COMPETENCIA DESLEAL EN EL ECUADOR: PROCESOS ADMINISTRATIVOS Y 
JUDICIALES PARA CONOCER Y RESOLVER ACTOS DE COMPETENCIA DESLEAL 

QUE AFECTAN AL INTERÉS PARTICULAR.

Trabajo de Titulación presentado en conformidad con los requisitos establecidos 
para optar por el título de Abogado de los Tribunales y Juzgados de la República.

Profesor Guía
Dr. Pablo René Carrasco Torrontegui

Autor
Francisco Ortiz Pérez

Año
2015



ii 

 

 

 

 

 

 

DECLARACIÓN DEL PROFESOR GUÍA 

 

“Declaro haber dirigido este trabajo a través de reuniones periódicas con el 

estudiante, orientando sus conocimientos para un adecuado desarrollo del 

tema escogido, y dando cumplimiento a todas las disposiciones vigentes que 

regulan los Trabajos de Titulación.” 

 

 

---------------------------------------------------- 
Pablo René Carrasco Torrontegui 

Doctor en Jurisprudencia 
C.C.  1707255285 

 

 

 

 

 



iii 

 

 

 

 

 

 

DECLARACIÓN DE AUTORÍA DEL ESTUDIANTE 

 

Declaro que este trabajo es original de mi autoría, que se han citado las 

fuentes correspondientes y que en su ejecución se respetaron las 

disposiciones legales que protegen los derechos de autor vigentes. 

 

 

-------------------------------------------------- 
Francisco Ortiz Pérez 

CC. 1712991924 
 

 

 

 

 

 



iv 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DEDICATORIA 

 

A mis padres, ejemplo de vida y 

esfuerzo. A Belén por su apoyo 

constante durante este proceso.  



v 

 

 

RESUMEN 

El presente trabajo de titulación tiene por objetivo el analizar los procesos 

judiciales y administrativos que se utilizan en otras legislaciones para conocer y 

resolver los actos de competencia desleal que afectan exclusivamente al 

interés particular y no se encuentran relacionados con derechos de propiedad 

intelectual, y como aplicarlo en el Ecuador para que este tipo de actos puedan 

ser resueltos de una manera efectiva.  
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ABSTRACT 

The purpose of this study is to analyze the different judiciary and administrative 

processes applied in other legislations in order to acknowledge and solve unfair 

competition matters that exclusively affect to personal interests and are not 

related to intellectual property rights; and how to apply it in Ecuador with the 

attempt to effectively solve unfair competition deeds. 
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INTRODUCCIÓN 

 
El 13 de octubre de 2011 se publicó en el Registro Oficial No. 555 la Ley 

Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado (LORCPM), cuerpo 

legal que regula entre otros, los actos de competencia desleal.  

Conforme se encuentra redactada en la actualidad la normativa antes citada, la 

Ley faculta a la Superintendencia de Control de Poder de Mercado (SCPM) 

conocer y resolver únicamente actos de competencia desleal que afecten al 

mercado en general y al bienestar general de los consumidores.  

Por otra parte, se establece que el Instituto Ecuatoriano de Propiedad 

Intelectual (IEPI) conocerá y resolverá los actos de competencia desleal que se 

encuentren relacionados únicamente con propiedad intelectual y que afecten 

exclusivamente al interés particular.  

¿Qué ocurre en los casos donde un acto de competencia desleal no se deriva 

de un derecho de propiedad intelectual y no exista una afectación o posible 

afectación al interés económico general? 

Estos operadores económicos en principio se encuentran desprotegidos y se 

verían vulnerados sus derechos consagrados en la Constitución. Un ejemplo 

claro se da cuando el comerciante A realiza un acto de competencia desleal 

contra un competidor directo (comerciante B). El comerciante A pinta en la 

pared del local del B imágenes denigrantes declarando que sus productos son 

de mala calidad. El comerciante afectado (B) no podría, según la Ley, acudir a 

la SCPM o al IEPI ya que, el acto no afecta al mercado en general y no está 

relacionado con temas de propiedad intelectual. 

Por lo tanto, según la Ley, el comerciante afectado no puede acudir al IEPI o a 

la SCPM para que conozcan y resuelvan este acto de competencia desleal que 

está afectando sus derechos dentro del mercado. 
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Es necesario buscar el mecanismo más adecuado para que los actos de 

competencia desleal que no afecten al interés económico general ni se 

encuentren relacionados con la propiedad intelectual puedan ser conocidos y 

resueltos por alguna autoridad en el Ecuador, así sea por la vía administrativa 

o judicial.  

A través del presente trabajo de investigación, se analizará cómo actúan otras 

legislaciones frente a este caso, cómo actúa la legislación ecuatoriana vigente 

y que solución se puede proponer para reparar esta problemática.  
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CAPÍTULO I 

 
1. LA COMPETENCIA DESLEAL, EVOLUCIÓN Y APLICACIÓN EN EL 

ECUADOR 

 
1.1. Definición de competencia desleal 

 

Si realizamos un análisis de lo que establece la Real Academia de la Lengua 

Española sobre las palabras competencia y desleal, podemos determinar que 

la primera palabra se refiere a la “situación de empresas que rivalizan en un 

mercado ofreciendo o demandando un mismo producto o servicio”. Por otro 

lado, define a desleal como “que obra sin lealtad”. (Real Academia de la 

Lengua Española, 2011). De esta forma podemos determinar que en estricto 

sentido, la competencia desleal es el obrar sin lealtad entre empresas que 

contienden dentro de un mismo mercado. 

 

Si ampliamos dicha definición, podemos establecer que la competencia desleal 

es la actuación de las personas naturales o jurídicas que se encuentran 

compitiendo dentro de un mismo mercado ofreciendo sus productos o servicios 

mediante la utilización de métodos contrarios a la moral y las buenas 

costumbres. 

 

El Convenio de París establece en su artículo, 10bis,a los actos de 

competencia desleal como “todo acto de competencia contrario a los usos 

honestos en materia industrial o comercial”. Siguiendo el mismo sentido de ese 

convenio, la Decisión 486 de la Comunidad Andina determina en su artículo 

258 que se considera como desleal “todo acto vinculado a la propiedad 

industrial realizado en el ámbito empresarial que sea contrario a los usos y 

prácticas honestos”. 

 

Estos dos cuerpos legales siguen una línea corporativista, en el sentido que 

protege los intereses de los particulares, más no el interés general y al 

mercado. 
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Por esta razón, la competencia desleal enfocada desde el modelo social busca 

una corrección del “tráfico económico” como lo establece la profesora en 

Derecho de la Competencia, Patricia Alvear, en su libro “Derecho de corrección 

económica, defensa de la competencia y competencia desleal”. 

 

La Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal de España, establece 

en su artículo 4 de forma general que actos se consideran desleales. En los 

artículos siguientes, del 5 al 18, enuncia de forma ejemplificativa algunos de los 

actos que se consideran desleales en el mercado. 

 

En la LORCP, el legislador, utilizó la misma fórmula para definir de forma 

general los actos de competencia desleal en su artículo 25, y en el artículo 27 

mencionar ejemplificativamente los actos que se consideran en la legislación 

ecuatoriana como desleales.  

 

Sebastián Alfredo García Menéndez establece en su libro sobre Competencia 

Desleal que se puede establecer como acto de competencia desleal al “acto 

realizado directa o indirectamente por un operador de mercado, objetivamente 

contrario a los correctos usos y costumbres mercantiles y a la buena fe, el cual 

afecta o puede afectar el normal desarrollo concurrencial de otros operadores.” 

(García Menéndez, 2004, p. 70) 

 

En la sentencia de primera instancia del caso “Brown Boveri Sudamericana 

S.A. vs. Mario Ruffo” el cual fue dictado en el año de 1980 en la República de 

Argentina por la Cámara Nacional Comercial, se establece que la competencia 

desleal es “el acto que típica y objetivamente considerado se dirija a potenciar 

la propia empresa o a atraer clientes para el empresario, incluidos los clientes 

de otra empresa”. (Brown Boveri, 1980, p. 32). 

 

El jurisconsulto argentino, Jorge Otamendi, estable que la competencia en un 

mercado determinado siempre va a luchar por más clientela. La competencia 

busca ofrecer lo mismo o algún bien o servicio que se pueda reemplazar. Esta 
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pugna entre competidores debe darse dentro de ciertos parámetros para que 

pueda ser considerada como leal, si no se encuentra dentro de estos 

parámetros se convierte en un acto ilícito que es un acto de competencia 

desleal. (Otamendi, Jorge, 1998, p. 1) 

 

Tomando en cuenta las definiciones antes mencionadas, podemos concluir que 

la competencia desleal consiste en todos los actos contrarios a las buenas 

costumbres y a la moral los cuales son realizados por una persona dentro del 

mercado. Esta exteriorización debe ir en contra de los principios de no dañar, 

no abusar y actuar con transparencia frente al competidor.  

Dicha actuación puede afectar al mercado en general o afectar a los intereses 

particulares. 

1.2. Inicios de la competencia desleal junto a la revolución industrial 

 
Con la llegada de la revolución industrial a los países del hemisferio norte a 

finales del siglo XVIII e inicios del siglo XIX, inicia una pugna de poderes entre 

los grandes empresarios de dicha región, en especial en los Estados Unidos de 

Norte América (History, s.f.).  

Surgen grandes personajes como Andrew Carnegie, quién moldeó su fortuna 

con el negocio del acero y los ferrocarriles, al igual que John Pierpont Morgan 

quién fue el competidor directo de Carnegie y de varios empresarios de la 

época, entre ellos Cornelius Vanderbilt y John D. Rockefeller. (History, s.f.) 

En esa época de oro para los países industrializados, los operadores del 

mercado realizaban actos de comercio abusivos e inmorales para saciar su 

voracidad comercial. Ejecutaban actos sobre limitados que evidenciaban la 

necesidad de poner un límite legal a dicha situación. (Alvear, 2012, p. 77) 

 

El 2 de agosto de 1890, se aprueba por el Congreso de los Estados Unidos de 

Norte América el Acta denominada “Sherman Antitrust Act”, propuesta por el 

senador de Ohio, John Sherman. Dicha Ley, es considerada como la primera 
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para limitar los actos de comercio anti competitivos y deshonestos que se 

cometían a diario en esos años en los Estados Unidos. (Ourdocuments, s.f.) 

 
Es importante mencionar, que otros estados de dicho país habían emitido leyes 

similares, sin embargo su aplicación se limitaba exclusivamente a cada estado 

y no podía ser aplicada para el comercio interestatal. El presidente de la 

comisión de finanzas del senado y secretario del tesoro del presidente Hayes, 

John Sherman, logró emitir una Ley Federal en base del poder otorgado por la 

Constitución al Congreso para regular el comercio interestatal. (Ourdocuments, 

s.f.) 

 

Uno de los principales afectados por la aprobación del Congreso del “Sherman 

Antitrust Act”  fue el poderoso John D. Rockefeller. En el año de 1911, la Corte 

Suprema de los Estados Unidos ordenó la separación de la Estándar Oil 

Company, de propiedad de Rockefeller, en más de treinta compañías para 

evitar la concentración del mercado y prácticas desleales. (History, s.f.) 

 

En 1870, Rockefeller fundó la Estándar Oil Company la cual se dedicó 

principalmente a la compra de varios pozos petroleros y refinerías. En tal solo 

doce años controlaba el noventa por ciento de las refinerías y oleoductos del 

país. (History, s.f.) En 1937, el aclamado New York Times escribió que dicho 

personaje fue acusado de aplastar a la competencia mediante el espionaje a 

sus competidores, sobornos, acuerdos secretos, forzar a la competencia a 

unirse a su compañía y formar su fortuna a costa de la desgracia de otros 

hombres. (New York Times, 1937). 

 

En esta época, las denuncias en contra de los gigantes de la industria 

norteamericana eran presentadas por sus competidores o ex competidores que 

se habían visto afectados por su depredación en el mercado por la falta de una 

regulación legal.  

 

Es importante tener en cuenta que en esa época “el objeto jurídico de 

protección es el empresario afectado o posiblemente perjudicado por actos 
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deshonestos de sus pares”. La activación jurídica se da con la vulneración de 

los derechos particulares y privados de los competidores. (Alvear, 2012, p. 79) 

 

Aparte del Acta del Senador Sherman que sancionaba principalmente a los 

“trusts” en los Estados Unidos, existían jurisprudencias, que si bien en la época 

que fueron emitidas se limitaban al tema marcario, en la actualidad podemos 

señalar que se trataban de sentencias relacionadas a la competencia desleal. 

(García, 2004, p.19) 

 

En el año de 1849 el juez Duer en el caso denominado “AmoskeagMfg. Co. V. 

Spear”, mencionó una sentencia dentro del caso “Croft v. Day”, en el cual se 

trató exclusivamente sobre un conflicto relacionado a un nombre comercial. El 

juez en ese caso manifestó lo siguiente: “Mi decisión no se basa en un derecho 

de exclusiva de uso del nombre comercial „Day and Martin‟ por parte del 

demandante, sino en el hecho de que el demandado haya utilizado dicho 

nombre de forma premeditada para engañar al público y para obtener un 

beneficio que no le corresponde desde el punto de vista de la justicia y 

honestidad de los negocios”. (García, 2004, p. 19) 

 

De igual forma hay que mencionar la contribución del gobierno del Presidente 

Wilson en los Estados Unidos, en el cual se aprobó la Ley Federal de 

Comercio, mediante la cual se creó la Comisión Federal de Comercio, 

institución vigente hasta la fecha de hoy. La misión de dicha institución es el 

proteger a los consumidores y promover la competencia. (Federal Trade 

Commission, s.f.) 

 

De igual forma, en la presidencia de Wilson, se aprueba la Ley Clayton, la cual 

tuvo por objetivo el fortalecer el Sherman Act. Mediante esta nueva normativa 

Federal, se prohíben ciertas conductas anti competitivas, tales como la 

prohibición de precios discriminatorios, prohibición de adquisiciones y fusiones 

que restrinjan la competencia y permitió la organización de sindicatos. 

(Antitrustlaw, 2015) 
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No hay como dejar a un lado los orígenes de la competencia desleal en el 

continente europeo. Si bien en los Estados Unidos se enfocó la competencia 

desleal principalmente para combatir a los “trusts”, en Europa nace con 

posterioridad a la Revolución Francesa en 1789. Con dicha revolución se 

implementa paulatinamente el liberalismo económico del continente y en 

consecuencia nace la libre competencia entre los agentes de mercado. Como 

se explicará en la siguiente sección, la competencia desleal europea surge 

principalmente en Alemania, España, Francia e Italia. Esta materia se 

encuentra ligada directamente con la propiedad intelectual por lo que busca en 

sus inicios proteger el interés particular.  

 
Antes de la implementación de las leyes antitrust, existía un liberalismo 

económico y comercial sin freno de tipo legal o social. El empresario de esa 

época tenía el derecho de competir en contra de otros agentes en el mercado. 

Sin embargo, con la ejecución de las leyes para regular la competencia, el 

escenario cambia drásticamente. El empresario pierde su derecho a competir y 

es sustituido por una obligación a competir en contra de sus contendientes de 

una forma justa y apegado a las normas de competencia. (Bercovitz, 1992: p. 

14) 

1.3. Evolución de la competencia desleal 
 

García Menéndez habla de tres etapas de evolución de la competencia desleal. 

En primer lugar encontramos el modelo paleoliberal, seguido del modelo 

profesional o corporativo y finalmente nos encontramos con el modelo social. 

(García, 2004, p. 9) 

 

1.3.1. El periodo paleoliberal 

 
Se encuentra en la segunda mitad del siglo XVIII con la llegada de la revolución 

industrial al continente europeo. Dicha revolución tenía como pilar fundamental  

la libre competencia y la libertad de empresa. Por esta razón era indispensable 

proteger los derechos de propiedad industrial de estos competidores. (García, 

2004, p 10) 
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En un principio los agentes económicos tenían que acudir a la autorregulación, 

pero esta situación era insostenible. Se crearon las primeras normas 

proteccionistas, la cuales cumplían con las siguientes características: 

 
a. Normas especiales y de forma dispersa, no existía una normativa de 

carácter general. 

 
b. Sólo se sancionaban las conductas que se encontraban tipificadas. Las 

conductas eran taxativas y no ejemplificativas.  

 
c. El Estado no podía intervenir, salvo en los casos de una vulneración muy 

grave a los derechos de los agentes económicos. (García, 2004, p. 10) 

 
A inicios de 1800 podemos encontrar las primeras normas relativas a la 

competencia desleal en Francia. El Código Penal Napoleónico en su artículo 

418 manifiesta sobre las consecuencias legales que tiene una persona al  

revelar un secreto industrial. Por otro lado, en el campo civil se desarrolla la 

competencia desleal a través de la jurisprudencia en base de los artículos 

relativos a la responsabilidad civil. Los actos de competencia desleal 

sancionados eran la confusión, denigración y la violación a los secretos 

industriales. (García, 2004, p. 11) 

 
En Alemania no se desarrolla la jurisprudencia frente a la competencia desleal. 

En este país se regula la competencia a través de la Ley de Protección de 

Marcas (1874),  Ley de Protección de Signos Distintivos (1894) y en 1896 se 

publica la Ley de Competencia Desleal la cual estuvo vigente hasta 1909 

cuando fue remplazada por una nueva Ley de Competencia. (García, 2004, p. 

12) 

 
1.3.2. Modelo Profesional o Corporativo 

 
Esta segunda etapa surge a finales del siglo XIX y a inicios del siglo XX con 

afirmación del liberalismo económico. En este periodo los agentes económicos 

piden la intervención del Estado frente a los actos de competencia desleal. 

(García, 2004, p. 13) 
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Dentro de las legislaciones se prohíbe de forma general los actos de 

competencia desleal y ya no de forma fragmentada como se tutelaba en la 

época paleoliberal. Para que se configure el acto desleal no es necesario que 

exista dolo o culpa, con la simple anti juricidad se conforma el ilícito. Esta es 

una de las diferencias con la etapa anterior, donde necesariamente tenía que 

encontrarse tipificada la conducta para que al existir dolo o culpa se configure 

el delito. En cambio en el modelo corporativo no es necesaria la tipicidad ya 

que se establecen las conductas de forma ejemplificativa y no taxativa. (García, 

2004,p. 13) 

 
En el modelo profesional el bien jurídico tutelado es el daño que es causado al 

comerciante por la desviación del consumidor hacia otro operador económico. 

La ley protege principalmente al comerciante, pero el consumidor también es 

protegido de una forma indirecta. (García, 2004,p. 14) 

 

1.3.3. Modelo social 

 

Esta etapa surge una vez finalizada la segunda guerra mundial. La sociedad ve 

la necesidad de enfocar la competencia desleal al interés público y no solo 

enfocado al interés particular. Se busca proteger el orden económico del 

mercado y no solo los intereses de los particulares. (García, 2004,p. 16) 

Este periodo se basa en la teoría del estado social de derecho, en donde el 

Estado interviene directamente para sancionar y regular la competencia 

desleal. El Estado frente a la poca autorregulación de los empresarios se ve 

obligado a asumir una función reguladora y redistributiva. (García, 2004,p. 16) 

 
En España se emite la Ley de Competencia Desleal en 1990, la cual remplaza 

a la Ley General de Publicidad de 1988 la cual tenía un tinte corporativista. Con 

la entrada en vigencia del nuevo cuerpo legal, se vuelve la más social y 

progresista del continente Europeo. (García, 2004,p. 17) 
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1.4. Diferencias entre competencia desleal y derecho de la competencia 

 
Es importante resaltar que no es lo mismo referirse sobre la competencia 

desleal y el derecho de la competencia. Se comete el error de utilizar las dos 

frases como sinónimos, cuando son totalmente distintos entre sí en su 

conceptualización y su aplicación. (Robles, 2001,p. 241) 

 
En primer lugar hay que tomar en consideración que el derecho de la 

competencia es el que busca la defensa de la competencia. Esto quiere decir 

que defiende al interés público. De esta forma protege la eficiencia del mercado 

y el derecho de los consumidores. (Alvear, 2012, p. 88) 

 
Patricia Alvear Peña en su libro “Derecho de corrección económica, defensa de 

la competencia y competencia desleal” manifiesta lo siguiente sobre el derecho 

de la competencia: 

 

“La defensa de la competencia encuentra su razón de ser en la 

protección de la libre competencia, eficiencia del mercado y el 

derecho de los consumidores, con el fin de que la autonomía de los 

operadores económicos no regulada en el ámbito del tráfico mercantil 

ocasione prácticas abusivas para acaparar y atraer para sí el mercado 

logrando una ventaja competitiva ilegal, restringiendo la libertad de 

acceso al mercado y manipulando las condiciones o elementos 

organizativos de la actividad económica” (Alvear, 2012, p. 88). 

 

La legislación antitrust, en este caso de Defensa de la Competencia, se 

preocupa principalmente por la estructura del mercado, mientras que por otro 

lado la competencia desleal se enfoca en el comportamiento de los agentes 

económicos dentro del mercado (Robles, 2001,p. 241) 

 
Los bienes protegidos por la Defensa de la Competencia no son los mismos 

que los bienes protegidos por la Competencia Desleal. La Defensa de la 

Competencia contempla estos intereses desde lo público, por esta razón, el 

“remedio” a este tipo de actos es un resarcimiento al Estado que vela por todos 
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los ciudadanos teniendo una naturaleza jurídico-pública. Por otro lado, la 

Competencia Desleal protege los intereses desde una óptica privada, por esta 

razón sus “remedios” son jurídico-privados, un claro ejemplo, el resarcimiento 

por daños y perjuicios (Robles, 2001, p. 241) 

 
De esta forma podemos determinar que el derecho de la competencia 

protegerá al interés público de forma general. Debe procurar que el mercado 

funcione correctamente y no existan distorsiones por actos nocivos para los 

sujetos activos y pasivos que participan dentro del mismo. 

 
Como ya se indicó anteriormente y desde un punto de vista conceptual, la 

competencia desleal versa sobre la utilización de prácticas que contravienen la 

moral y las buenas costumbres que afectan intereses particulares y no al 

mercado en general. De esta forma lo que busca la competencia desleal, en 

principio, es proteger a los operadores de mercado, sin importar que la 

conducta realizada afecte al mercado o al interés general. 

 
Entendiendo lo que trata el derecho de la competencia y la competencia 

desleal, podemos determinar algunas diferencias muy importantes entre sí que 

servirán para determinar qué ley aplicar en la mayoría de países, que autoridad 

(administrativo o judicial) es la competente para conocer y resolver el acto y 

qué puede solicitar el afectado por dicha actuación desleal. 

 
En rasgos generales la competencia desleal tutela los intereses de particulares, 

mientras el segundo protege el interés general. De esta forma, si el daño 

causado en el primero es a los intereses privados se podrá pedir un 

resarcimiento económico por daños y perjuicios. En cambio, en los casos de 

derecho de la competencia el operador económico no podrá obtener un 

resarcimiento por daños y perjuicios. Mediante la sanción administrativa, el 

denunciado recibirá un reproche de la conducta y una sanción preestablecida 

por afectar al mercado y al interés general. (García Menéndez, 2004, p. 22). 

 

En la mayoría de países, los actos que afectan al interés general y al mercado 

son conocidos y resueltos por órganos administrativos. Los actos de 
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competencia desleal son resueltos en Colombia, Venezuela y Perú por órganos 

administrativos y en Paraguay y España, por tribunales ordinarios en materia 

comercial. (García Menéndez, 2004, p. 28.) 

 

La competencia desleal no solo se diferencia de la defensa de la competencia, 

si no también de la propiedad intelectual, por que sanciona per sé la deslealtad, 

sin importar los efectos económicos (defensa de la competencia) que acarreen 

la actuación o el origen de la deslealtad (propiedad intelectual). En cambio la 

propiedad intelectual se activa exclusivamente por la violación de los derechos 

de propiedad intelectual y la defensa de la competencia se activa únicamente 

en los casos que sobrepasen la regla de minimis que afecten a la estructura 

económica. (Alvear, 2014, p. 19) 

 

En el Ecuador, como se mencionó anteriormente, los actos desleales que 

afectan al interés general son ventilados a través de la SCPM. Por otro lado, 

los actos de competencia desleal relacionados a la propiedad intelectual son 

resueltos por el Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual (IEPI). Sin 

embargo, no existe un cuerpo legal autónomo que trate exclusivamente sobre 

la competencia desleal, en el cual se establezca un procedimiento exclusivo 

para esa materia autónoma.  

 

1.5. Dualidad entre los actos de competencia desleal y el derecho de la 

competencia. 

 
Existen dos tipos de teorías al momento de tratar un caso de competencia 

desleal y de derecho de la competencia. En primer lugar aparece la tesis 

procesalista o conocida también como monista, la cual sostiene que todos los 

actos desleales que afectan al interés general deben ser conocidos y resueltos 

exclusivamente por los tribunales de defensa de la competencia. (García 

Menéndez, 2004, p. 30). 

 

Aplicando la teoría procesalista o monista en el Ecuador, la Superintendencia 

de Control del Poder de Mercado debería ser la única autoridad que resuelva 
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sobre un acto de competencia desleal que tenga una incidencia en el interés 

general. De esta forma, el sujeto procesado, recibirá exclusivamente una 

amonestación por parte del Estado. Los particulares que se vieran afectados 

por esta actuación desleal no podrán pedir por otra vía la compensación 

económica por los daños y perjuicios ocasionados por la conducta desleal. 

 
Así mismo existe la tesis sustantivista o dualista, la cual sostiene que los 

tribunales de defensa de la competencia conocen y resuelven los actos de 

competencia desleal cuando afectan al interés común, sin embargo; se puede 

iniciar una acción paralela por parte del perjudicado de una acción desleal ante 

los tribunales civiles para reclamar los daños y perjuicios ocasionados por 

dicha conducta. (García Menéndez, 2004, p. 30). 

 

Como lo establece Sebastián Alfredo García Menéndez en su libro sobre 

“Competencia desleal actos de desorganización del competidor”, los actos 

desleales que afectan al interés público merecen un doble reproche: el del 

Estado actuando de oficio, y el del particular, persiguiendo la concreta 

protección de sus derechos. (García Menéndez, 2004, p. 31). 

 

Para evitar que ocurra esta situación, si la denuncia ante el tribunal civil se 

encuentra en firme, esta deberá ser vinculante para la sede administrativa al 

momento de tratar sobre la deslealtad. Los tratadistas consideran que si la 

acción administrativa se encuentra más avanzada que la sede judicial, la 

primera deberá ser suspendida hasta que se resuelva sobre la deslealtad en el 

campo civil. De esta forma el órgano administrativo deberá resolver 

exclusivamente si la práctica desleal, confirmada por el tribunal civil, afecta o 

no al interés general. Así, podemos concluir que el tribunal judicial tiene 

prioridad para resolver sobre la deslealtad del acto y luego el tribunal 

administrativo resolverá exclusivamente  sobre la afectación al interés 

económico general. (García Menéndez, 2004, p. 32). 

 

La Doctora Patricia Alvear en su obra “Derecho de corrección económica, 

defensa de la competencia y competencia desleal” establece que “…en el 
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Reglamento de Aplicación de la Ley Orgánica (de control de poder de mercado 

del Ecuador) se mixtifica y confunden las normas y acciones de activación 

propias de la competencia desleal con las de defensa de la competencia, al 

concebir a la regulación contra la competencia desleal como una parte de la 

defensa de la competencia; lo cual, como hemos insistido a los largo de esta 

obra, no es procedente en razón de que, pese a la conexión que existe entre 

estas dos ramas del Derecho son diferentes en el objeto, los intereses jurídicos 

tutelares; el ámbito de aplicación, sus mecanismos de ejercicio, y el criterio 

preventivo de protección que supera la activación civil”. (Alvear, 2012, p. 112). 

 

Si un acto de competencia desleal afecta o posiblemente puede afectar 

los derechos de un privado y al mismo momento afecta la estructura del 

sistema competitivo (atenta contra el bien común), se debe proteger 

inmediatamente los derechos del particular afectado. Una vez que se 

haya protegido al particular, corresponde remitir el proceso a la 

autoridad respectiva para que resuelva respecto a la afectación a la 

estructura del sistema competitivo. (Alvear, 2014, p. 20) 

 

Es un error grave el que cometió el legislador ecuatoriano al momento de 

confundir dos conceptos que protegen bienes jurídicos distintos. Como se 

mencionó anteriormente, la defensa de la competencia protege al interés 

general, mientras que la competencia desleal protege los intereses de los 

privados. De igual forma al confundir estos dos temas, el legislador deja en la 

indefensión a las personas que se vean afectadas por los actos de 

competencia desleal que afectan al interés privado y no tienen relación con la 

propiedad intelectual. 

 

“Erradamente, en la Ley Orgánica (LORCPM) no se establece el objeto, 

ámbito material, bienes jurídicos tutelados desde la competencia desleal 

de forma específica, ni refiere aquellos que nacen de la violación de 

derechos diferentes a los de propiedad intelectual y que por la falta de 

afectación económica estructural no incide en la eficiencia del mercado ni 
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el interés de los consumidores, es decir aquellos que no llegan a los 

umbrales de la regla del minimis, con lo cual deja de regular y tipificar la 

deslealtad que afecta intereses de particulares y que no tienen vinculación 

con la propiedad intelectual”. (Alvear, 2012, p. 112). 

 
1.6. Clasificación de los actos de competencia desleal 

 

A lo largo de la historia se han hecho varias clasificaciones de los actos de 

competencia desleal. Los actos de competencia desleal que se establecen en 

la actualidad en la mayoría de las legislaciones que regulan dicha materia son 

ejemplificativos. Es por esta razón que la LORCPM ha adoptado la cláusula 

general para definir qué constituye un acto de competencia desleal. De esta 

forma cualquier acto contrario a la moral y buenas costumbres puede constituir 

un acto de competencia desleal y no sólo los actos que se establece en la ley 

como ejemplo. 

 

Es imposible enumerar todos los actos de competencia desleal, puesto que los 

actos mercantiles se encuentran en un cambio constante y por esta razón los 

actos de competencia desleal mutan con dichos cambios. 

Es claro que al existir un sinnúmero de actos de competencia desleal van a 

existir varias clasificaciones que intenten de alguna forma agrupar y clasificar a 

éstos. Los tratadistas en esta materia han intentado ser lo más precisos en sus 

clasificaciones y de esta forma abarcar el mayor número de actos en las 

mismas. A continuación, algunas de las clasificaciones más importantes. 

 

1.6.1. Clasificación de Hefermehl 

 

Esta clasificación fue aplicada en Alemania y en Suiza y fue creada por 

Hefermehl. Dicho tratadista clasifica a los actos de competencia desleal en 

cinco grupos principales. (García Menéndez, 2004: p 72). 

 Actos que implican la captación desleal de la clientela: Dentro de esta 

clasificación encontramos los actos de confusión, engaño, amenaza, y 

explotación de confianza. 
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 Actos de obstaculización desleal de los competidores: Dentro de esta 

segunda clasificación se encuentran los actos de denigración, violación de 

secretos, discriminación, boicot, dumping y publicidad comparativa. 

 Actos de explotación desleal de esfuerzos ajenos: En este grupo 

podemos encontrar los actos de imitación servil, aprovechamiento de 

reputación ajena y divulgación de secretos. 

 Actos de obtención de una ventaja competitiva: Se encuentran en esta 

clasificación la violación a precios impuestos por ley, incumplimiento de 

contratos, inducir a la que se viole un contrato y la ruptura de un vínculo 

creado por la distribución. 

 Actos de perturbación del mercado: En este último grupo encontramos el 

abuso de posición dominante y la entrega gratuita de productos de 

prensa. 

El problema principal de esta clasificación es que muchos actos de 

competencia desleal que se encuentran encasillados en una categoría 

determinada pueden estar encasillados dentro de otra sin problema alguno. 

(García-Menéndez, 2004: p.73). 

No es práctico encasillar de forma taxativa un tipo de acto en una categoría 

determinada. Como hemos dicho, los actos de competencia desleal se 

encuentran en un cambio constante. Por esta razón, un acto que se 

encasille dentro de la captación desleal de la clientela puede perfectamente 

encajar dentro de otra categoría. 

 

1.6.2. Clasificación de Emmerich 

 

Una de las clasificaciones más reconocidas dentro de la competencia desleal 

es la efectuada por Emmerich, la cual ha sido adoptada por una amplia 

mayoría dentro de la doctrina europea. Esta clasificación se basa en los 

intereses afectados, y se clasifica en tres grupos. (García-Menéndez, 2004: p. 

74). 
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 Interés del consumidor: En este primer grupo encontramos los actos que 

afectan al público consumidor. Se incluye a la publicidad desleal, 

publicidad comparativa y explotación de sentimientos del consumidor. 

 Interés del competidor: En este grupo se encuentran los actos de 

competencia desleal que afectan los intereses del “empresario”. De esta 

forma se tutela la posición que ha adquirido en el mercado. Podemos 

encontrar actos como la violación de secretos, imitación que no genere 

confusión, la confusión, y apropiación ilícita de clientela. 

 Interés público: En este campo se encuentran los actos de competencia 

desleal que distorsionen el mercado, entre estos encontramos el abuso a 

la posición dominante y la obtención de ventajas mediante la violación de 

normas. 

 

Si bien en esta clasificación los criterios para ordenar cada grupo son más 

apropiados que la clasificación mencionada anteriormente (Hefermehl), existe 

la alta posibilidad que un acto de confusión pertenezca a cualquiera de las tres 

categorías. (García-Menéndez, 2004, p. 76). 

 

1.6.3. Clasificación de García Menéndez 

 

En su libro sobre “Competencia desleal: actos de desorganización del 

competidor”, el jurisconsulto Alfredo García Menéndez realiza su clasificación 

de los actos de competencia desleal a los cuales los divide de la siguiente 

forma: 

 

 Actos de desorganización del competidor: Dentro de este grupo 

encontramos los actos que desorganizan internamente a una empresa, 

como por ejemplo la violación a secretos, actos que induzcan a la 

violación de un contrato, discriminación, el boicot, e imitación que no 

genere confusión entre otros. 

 Actos contra la competencia en el mercado: En esta clasificación, García 

Menéndez coloca a los actos que puedan afectar la relación que mantiene 
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el competidor con los consumidores. Se enfoca estrictamente a los actos 

para captar consumidores y se incluyen los actos de confusión, imitación, 

engaño, publicidad comparativa, denigración, precios predatorios, y 

aprovechamiento de la reputación ajena. 

 Actos de violación de las reglas generales del mercado: En este último 

grupo, el jurisconsulto argentino sitúa a los actos que violan normas, 

precios impuestos por ley, dumping y por supuesto; el abuso de posición 

dominante.  (García-Menéndez, 2004, pg. 79-79)  

 

Al igual que las otras clasificaciones, ésta permite que un acto se encasille en 

otro grupo y no se crea una división clara y efectiva. 

 

1.6.4. Clasificación de Alvear Peña 

 

La clasificación realizada por la Doctora Patricia Alvear Peña en su libro 

“Derecho de corrección económica, defensa de la competencia y 

competencia desleal”, a mi parecer, es la más apropiada para el caso que 

nos ocupa.  

Alvear Peña, clasifica a los actos tomando en consideración el origen del 

ilícito y los intereses que son afectados por dicho ilícito. 

 Por el origen: 

 Los actos desleales que son derivados de la violación a los derechos de 

propiedad intelectual. 

 Los actos desleales derivados a la violación de otros derechos distintos a 

la propiedad intelectual. 

 Por los intereses afectados: 

 Los actos que no afectan al mercado y afectan a los particulares. 

 Los actos que afectan al mercado y al interés de los consumidores.  

 

Esta es la clasificación más versátil para encasillar un acto de competencia 

desleal. En primer lugar debemos conocer y analizar el origen del acto. Una 

vez identificado el origen, debemos analizar cuáles son los intereses que se 
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ven perjudicados. Según esta clasificación, existen actos de competencia 

desleal relacionados a la propiedad intelectual y que afectan al interés 

particular o general; y actos relacionados a otros derechos distintos a la 

propiedad intelectual que afectan al interés particular o general. 

 

Es importante tomar en cuenta dicha clasificación para analizar los actos de 

competencia desleal que pueden surgir en el Ecuador, y según la legislación 

vigente, cuáles pueden ser tutelados por la autoridad nacional competente. 

 

1.6.4.1. Actos de competencia desleal relacionados a la propiedad 

intelectual 

Dentro de este tipo de actos de competencia desleal, podemos encontrar los 

que son derivados a una violación a un derecho de propiedad intelectual. 

 

De esta forma podemos encontrar la violación de secretos industriales, 

aprovechamiento de reputación ajena, la confusión marcaria directa e indirecta, 

entre otros. 

 

1.6.4.2. Actos de competencia desleal relacionados a la violación de otros 

derechos distintos a la propiedad intelectual 

 

Dentro de estos actos de competencia desleal que violan otros derechos 

ajenos a la propiedad intelectual, podemos encontrar la incitación a la 

infracción contractual como lo establece la Ley 3/1991 de Competencia 

Desleal de España; la violación a normas; la omisión de características de 

un producto o servicio; la venta con obsequios o regalos como lo 

establece la norma española antes mencionada, entre otros actos que 

presentan actos desleales ajenos a la afectación de los derechos de 

exclusividad que otorga sobre el titular de un derecho de propiedad 

intelectual. (Alvear, 2012, p. 100). 
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1.7. Actos de competencia desleal establecidos en la LORCPM 

 

Como se mencionó en la sección anterior, los actos de competencia desleal 

que podemos encontrar son innumerables. Por esta razón, el legislador al 

tipificar los actos de competencia desleal recurrió a una cláusula general donde 

pueda encajar cualquier acto y estableció de forma ejemplificativa algunos 

actos desleales. 

 

De esta forma, el legislador ecuatoriano establece en el artículo 25, primer 

inciso de la LORCPM lo siguiente: 

 

“Se considera desleal a todo hecho, acto o práctica contrarios a los usos 

o costumbres honestos en el desarrollo de actividades económicas, 

incluyendo aquellas conductas realizadas en o a través de la actividad 

publicitaria. La expresión actividades económicas se entenderá en 

sentido amplio, que abarque actividades de comercio, profesionales, de 

servicio y otras.” (LORCPM, art. 25). 

 

En el artículo siguiente del mencionado cuerpo legal, el legislador enumera de 

forma ejemplificativa algunos actos que constituyen competencia desleal, entre 

esos encontramos los siguientes: 

 

 Actos de confusión 

 Actos de engaño 

 Actos de Imitación 

 Actos de denigración 

 Actos de comparación 

 Explotación de la reputación ajena 

 Violación de secretos empresariales 

 Inducción a la infracción contractual 

 Violación de normas 
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 Prácticas agresivas de acoso, coacción e influencia indebida contra los 

consumidores 

 

1.8. La competencia desleal relacionada con la propiedad intelectual 

 

Para algunos juristas, la competencia desleal nace conjuntamente de la 

protección de la propiedad industrial. Este es el caso de Alberto Bercovitz quien 

establece: “Quien viola un derecho exclusivo de propiedad industrial, está 

incurriendo en un acto ilícito por el solo hecho de utilizar, sin estar autorizado 

para ello, un objeto protegido a favor del titular del derecho exclusivo” 

(Bercovitz, 1992, p. 19). 

 

La competencia desleal se encuentra ligada a la propiedad industrial desde 

hace ya mucho tiempo, un claro ejemplo es el Convenio de Paris para la 

protección de la propiedad industrial el cual fue promulgado el 20 de marzo de 

1883. Pero no es hasta la revisión de Bruselas de 1900 en el cual se incluye el 

siguiente artículo: 

 

“1) Los países de la Unión están obligados a asegurar a los nacionales 

de los países de la Unión una protección eficaz contra la competencia 

desleal. 

2) Constituye acto de competencia desleal todo acto de competencia 

contrario a los usos honestos en materia industrial o comercial. 

3) En particular deberán prohibirse: 

(i) cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio 

que sea, respecto del establecimiento, los productos o la actividad 

industrial o comercial de un competidor; 

(ii) las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de 

desacreditar el establecimiento, los productos o la actividad industrial o 

comercial de un competidor; 

(iii) las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del 

comercio, pudieren inducir al público a error sobre la naturaleza, el 
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modo de fabricación, las características, la aptitud en el empleo o la 

cantidad de los productos.” 

 
De igual forma, el artículo siguiente del mismo cuerpo legal, establece que los 

países pertenecientes al convenio de Paris deben asegurar los recursos 

legales suficientes para repeler los actos establecidos en el artículo antes 

citado. (Bercovitz, 1992, p. 20). 

 

Los actos de competencia desleal y los actos de violaciones a derechos 

exclusivos de propiedad industrial no siempre son lo mismo, varían 

dependiendo del caso específico. “Puede decirse que la protección de los 

derechos exclusivos de propiedad industrial y la protección contra la 

competencia desleal forman dos círculos concéntricos. El círculo interior, el 

más pequeño, es el que protege los derechos absolutos. Y el más amplio 

representa la protección contra la competencia desleal” (Bercovitz, 1992, p. 

20). 

 

Como hemos señalado, la propiedad industrial y la competencia desleal 

cuentan con varios puntos de conexión entre sí, sin embargo, difieren en la 

actualidad de forma importante. Lo que hay que distinguir entre las dos son los 

bienes jurídicos que protegen cada una de ellas.  

 

La competencia desleal establece el comportamiento en el cual se debe 

desarrollar la actividad comercial, la propiedad industrial por otro lado, protege 

los derechos subjetivos de exclusividad de su titular que causa una suerte de 

monopolio, la cual restringe la competencia. (García-Menéndez, 2004, p. 33). 

 

1.9. Criterios delimitadores en la competencia desleal 

 

A fin de establecer qué acto es desleal, nos debemos remitir a los criterios 

delimitadores que se establecen en el modelo corporativista y en el modelo 

social.  
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En el modelo corporativista (Decisión 486 y LPI) la deslealtad se determina por 

la violación o no de la buena fe subjetiva, es decir a todos los actos que sean 

contrarios a los usos o costumbres mercantiles en protección de los intereses 

de los particulares (intereses subjetivos) que han sido afectados por la 

deslealtad cometida. (Alvear, 2012, p. 92) 

 
Por otro lado, en el modelo social el criterio delimitador es la buena fe objetiva, 

lo que significa la enmarcación del acto cometido dentro de la tipicidad que se 

establece en la cláusula general o en los supuestos concretos desleales. 

(Alvear, 2012, p. 92) 

 

Sebastián García Menéndez, establece los requisitos que debe cumplir un acto 

para que sea considerado como desleal dentro del modelo social.  

a) Exteriorización: El acto debe ser exteriorizado y que sea manifestado en 

el mercado, así sea por acción u omisión. (García-Menéndez, 2004, p. 

49) 

b) Carácter objetivo: El acto debe afectar al mercado, al competidor y/o al 

consumidor. (Alvear, 2012, p. 92) 

c) Ilícito de peligro: Cualquier acto que pueda afectar negativamente al 

mercado o a los que participan de él En este sentido no solo se 

sanciona a los actos que objetivamente han dañado al mercado o a sus 

participantes, si no los actos que amenacen con dañarlos. (Alvear, 2012, 

p. 93). En este sentido, existe una gran diferencia con los ilícitos civiles, 

donde debe existir el daño real y objetivo para que se configure la 

ilicitud. (García-Menéndez, 2004, p. 52) 

d) Naturaleza extracontractual: El acto de competencia desleal nace del 

actuar de forma leal y honestamente dentro del mercado, sin la 

necesidad de que exista una relación contractual.  

 

1.10. La competencia desleal en América Latina y en Ecuador 

 

En América Latina tenemos a Colombia como país pionero en implementar una 

normativa en relación a la competencia desleal. En la Ley 155 de 1959 
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establece una definición de competencia desleal. Pero es en el año 1971 en el 

Código de Comercio colombiano donde se establecen los hechos que 

constituyen competencia desleal y las acciones legales que se pueden iniciar 

en contra de ellas. (García-Menéndez, 2004, p. 18). 

 
Sin embargo, a mediados del siglo XX países como Perú, Paraguay y 

Venezuela emiten normas específicas sobre la competencia desleal, y a partir 

de este momento otros países de la región se suman a esa corriente. (García-

Menéndez, 2004, p. 18) 

 

En el Ecuador la Competencia Desleal no estuvo regulada hasta el año de 

1998 con la entrada en vigencia de la Ley de Propiedad Intelectual (LPI). Antes 

de 1997, en los casos de competencia desleal se tenía que acudir al Código 

Civil ecuatoriano en la sección correspondiente de los delitos y cuasi delitos. 

De esta forma los agentes económicos podían reclamar una indemnización si 

se comprobaba el cometimiento del delito o del cuasidelito aducido. (Ponce, 

2002, p. 42-52). 

La Decisión 486 de la Comunidad Andina se encuentra en vigencia como 

norma supranacional, para los asuntos de competencia desleal y de propiedad 

intelectual. Dicha Norma Andina, protege a los derechos de los particulares 

siguiendo el modelo corporativista. (Alvear, 2012, p. 84). 

 

Dicho cuerpo normativo regula los actos de competencia desleal que se 

encuentran directamente relacionados con los casos de propiedad intelectual 

(confusión, asociación, secretos industriales, entre otros). Es por esta razón, 

que dicho cuerpo legal no regula los actos de competencia desleal que nacen 

ajenos a la propiedad intelectual, como son las actuaciones comerciales 

deshonestas. (Alvear, 2012, p. 85). 

 

En el Ecuador en el año de 1998 entra en vigencia la LPI, en la cual en su 

capítulo IV, establecía desde el artículo 284 hasta el 287, la regulación sobre 

competencia desleal. Es importante mencionar que dichos artículos se 

encuentran derogados desde el año 2011 LORCPM. Los cuatro artículos 
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mencionados, mencionaban de forma breve sobre Competencia Desleal. El 

primero, artículo 284, definía a la competencia desleal como todos los actos 

que vayan en contra de los usos honestos y contra el desarrollo de actividades 

comerciales. Los artículos siguientes establecían de forma ejemplificativa los 

actos que constituían como competencia desleal. Es importante tomar en 

cuenta que dicha Ley seguía el modelo corporativista que se encontraba 

plasmado en la Decisión 486, la cual fue una guía para la LPI del Ecuador.  

 

En octubre de 2008 se publica en el registro oficial la Constitución de la 

República del Ecuador. En la Carta Magna se establecen normas del deber 

ser, a las cuales la legislación ecuatoriana debía acoplarse lo más rápido 

posible. 

 

El artículo 335 de la Carta Fundamenta impone al Estado la obligación de 

regular, controlar e intervenir, cuando sea necesario, los intercambios y 

transacciones económicas, definir una política de precios orientada a proteger 

la producción nacional y establecer los mecanismos de sanción para evitar 

cualquier práctica de monopolio u oligopolio privado o de abuso de posición de 

dominio en el mercado, así como otras prácticas de competencia desleal. 

 

De igual manera, el artículo 336 de la Constitución impone al Estado el deber 

de impulsar y velar por un comercio justo como medio de acceso a bienes y 

servicios de calidad, promoviendo la reducción de las distorsiones de la 

intermediación y promoción de su sustentabilidad, asegurando de esta manera 

la transparencia y eficiencia en los mercados, mediante el fomento de la 

competencia en igualdad de condiciones y oportunidades, lo que se definirá 

mediante Ley. (Constitución, art. 336). 
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CAPÍTULO II 

 
2. LA COMPETENCIA DESLEAL EN EL ECUADOR DESDE LA LORCPM 

 

En el año 2011 entró en vigencia la LORCPM, la cual respondió directamente 

al mandato soberano, que se expresó a través de un referéndum donde aprobó 

la nueva constitución que rige en el Ecuador desde el año 2008. 

 

El artículo primero del cuerpo legal antes mencionado establece lo siguiente: 

 

“El objeto de la presente Ley es evitar, prevenir, corregir, eliminar y 

sancionar el abuso de operadores económicos con poder de mercado; la 

prevención, prohibición y sanción de acuerdos colusorios y otras prácticas 

restrictivas; el control y regulación de las operaciones de concentración 

económica; y la prevención, prohibición y sanción de las prácticas 

desleales, buscando la eficiencia en los mercados, el comercio justo y el 

bienestar general y de los consumidores y usuarios, para el 

establecimiento de un sistema económico social, solidario y sostenible”. 

(LORCPM, art. 1) 

 

En el artículo antes mencionado, establece claramente que la Ley tiene por 

objetivo principal el evitar, prevenir, sancionar, eliminar y corregir todas las 

prácticas que afecten la eficiencia del mercado y el interés general de los 

consumidores y los usuarios. 

 

En el siguiente artículo establece quienes estarán sujetos a las disposiciones 

legales establecidas en la LORCPM: Están sujetos a la Ley todos los 

operadores económicos del mercado, así sean personas naturales o jurídicas, 

empresas públicas, nacionales o extranjeras que afecten o puedan afectar al 

mercado nacional. 

 

Con estos dos artículos, se delimita el alcance de la ley y quienes estarán 

sujetos a ella. De esta manera, podemos concluir que la LORCPM trata 
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exclusivamente los casos que afectan al interés general y están sujetos a sus 

disposiciones todas las personas que incidan o puedan incidir dentro del 

mercado nacional. 

 

2.1. Los actos de competencia desleal ejemplificados en la LORCPM 

 

Al igual que en otras legislaciones, el legislador ecuatoriano estableció una 

cláusula general sobre qué se considera como un acto de competencia desleal 

en el Ecuador. Como se explicó anteriormente, al estar el mercado en 

constante evolución, los actos de competencia desleal varian constantemente, 

por lo que no se puede establecer de forma taxativa que acto es desleal. 

 

La LORCPM, en el artículo 25 se establece que:  

 

“Se considera desleal a todo hecho, acto o práctica contrarios a los 

usos o costumbres honestos en el desarrollo de actividades 

económicas, incluyendo aquellas conductas realizadas en o a través de la 

actividad publicitaria. La expresión actividades económicas se entenderá 

en sentido amplio, que abarque actividades de comercio, profesionales, 

de servicio y otras. 

Para la definición de usos honestos se estará a los criterios del comercio 

nacional; no obstante, cuando se trate de actos o prácticas realizados en 

el contexto de operaciones internacionales, o que tengan puntos de 

conexión con más de un país, se atenderá a los criterios que sobre usos 

honestos prevalezcan en el comercio internacional. 

La determinación de la existencia de una práctica desleal no requiere 

acreditar conciencia o voluntad sobre su realización sino que se asume 

como cuasidelito de conformidad con el Código Civil. Tampoco será 

necesario acreditar que dicho acto genere un daño efectivo en perjuicio 

de otro concurrente, los consumidores o el orden público económico, 

bastando constatar que la generación de dicho daño sea potencial, de 

acuerdo a lo establecido en esta Ley. 
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Las sanciones impuestas a los infractores de la presente ley no obstan el 

derecho de los particulares de demandar la indemnización de daños y 

perjuicios que corresponda de conformidad con las normas del derecho 

común, así como la imposición de sanciones de índole penal, en caso de 

constituir delitos. 

Se aplicará las sanciones previstas en esta ley, siempre que la práctica no 

esté tipificada como infracción administrativa con una sanción mayor en 

otra norma legal, sin perjuicio de otras medidas que se puedan tomar para 

prevenir o impedir que las prácticas afecten a la competencia. 

La protesta social legítima, en el ámbito exclusivo de esta Ley, no será, en 

ningún caso considerada como boicot.” 

 
Como se había mencionado anteriormente, existen criterios delimitadores para 

que un acto sea considerado desleal o leal. En ese sentido, en el modelo 

corporativista “la deslealtad se mide en función de la violación o no de la buena 

fe subjetiva y los usos y costumbres mercantiles en protección de los intereses 

subjetivos y particulares de los competidores afectados”. (Alvear, 2012, p. 92) 

De esta forma, y al tomar parte del artículo 25 de la LORCPM, queda en 

evidencia que el legislador mantiene la buena fe subjetiva que es parte del 

modelo corporativista, el cual se aplica en la Decisión 486. La intención del 

legislador era aplicar un modelo social, sin embargo, confunde con elementos 

corporativistas.  

 

De igual forma, no se establecen los criterios delimitadores para que un acto 

sea considerado desleal, por lo que la interpretación de qué es desleal es muy 

subjetivo en la legislación ecuatoriana. P 

 

Una vez establecida la cláusula general, donde pueden encajar un sin número 

de hechos, actos o prácticas que sean contrarios a las costumbres honestas, el 

legislador de forma ejemplificativa enumera ciertos actos que son considerados 

como desleales. 
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2.1.1. Actos de engaño 

 
“Se considera desleal la utilización o difusión de indicaciones incorrectas o 

falsas la omisión de las verdaderas y cualquier otro tipo de práctica que, por 

las circunstancias en que tenga lugar, sea susceptible de inducir a error a las 

personas a las que se dirige o alcanza, sobre la naturaleza, modo de 

fabricación o distribución, características, aptitud en el empleo, calidad y 

cantidad de los productos y, en general, sobre las ventajas realmente 

ofrecidas”. (Ley de Competencia Desleal de España, art. 5). 

 

Por otro lado, el numeral segundo del artículo 27 de la LORCPM establece:  

 

“Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto, 

real o potencial, inducir a error al público, inclusive por omisión, sobre la 

naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud para 

el uso, calidad y cantidad, precio, condiciones de venta, procedencia 

geográfica y en general, las ventajas, los atributos, beneficios o condiciones 

que corresponden a los productos, servicios, establecimientos o 

transacciones que el operador económico que desarrolla tales actos pone a 

disposición en el mercado; o, inducir a error sobre los atributos que posee 

dicho operador, incluido todo aquello que representa su actividad 

empresarial. 

 

Configura acto de engaño la difusión en la publicidad de afirmaciones sobre 

productos o servicios que no fuesen veraces y exactos. La carga de 

acreditar la veracidad y exactitud de las afirmaciones en la publicidad 

corresponde a quien las haya comunicado en su calidad de anunciante. En 

particular, para la difusión de cualquier mensaje referido a características 

comprobables de un producto o servicio anunciado, el anunciante debe 

contar con las pruebas que sustenten la veracidad de dicho mensaje.” 

 

Tomando en cuenta la definición tomada de la Ley de Competencia Desleal 

de España, podemos poner como ejemplo cuando una persona ingresa a un 
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establecimiento comercial, el cual tiene en su rótulo un nombre 

extremadamente similar a un establecimiento comercial famoso. Los colores 

que componen el local son exactos a los colores de esta marca conocida 

ampliamente por los consumidores y finalmente los empleados del 

establecimiento utilizan el mismo uniforme. En ese momento se configuraría 

un acto de engaño, lo cual es considerado tanto por la legislación 

ecuatoriana como por la española un acto de competencia desleal. 

 
2.1.2. Actos de confusión 

 

“Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto, 

real o potencial, crear confusión con la actividad, las prestaciones, los 

productos o el establecimiento ajenos. 

En particular, se reputa desleal el empleo o imitación de signos distintivos 

ajenos, así como el empleo de etiquetas, envases, recipientes u otros 

medios de identificación que en el mercado se asocien a un tercero.” 

(LORCPM, art. 27, numeral 1). 

 

2.1.3. Actos de denigración 

 

“Se considera desleal la realización, utilización o difusión de aseveraciones, 

indicaciones o manifestaciones sobre la actividad, el producto, las 

prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero o 

de sus gestores, que puedan menoscabar su crédito en el mercado, a no ser 

que sean exactas, verdaderas y pertinentes…” (LORCPM, art. 27, numeral 

4). 

En este caso podemos poner de ejemplo cuando un agente económico 

realiza aseveraciones falsas sobre su competencia sin tener un sustento 

legal o real sobre lo manifestado. De esta forma la reputación del denigrado 

se verá afectada y el competidor que realizó estas declaraciones se verá 

beneficiado. 
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2.1.4. Explotación de reputación ajena 

 
“Se considera desleal el aprovechamiento indebido, en beneficio propio o 

ajeno, de las ventajas de la reputación industrial, comercial o profesional 

adquirida por otro en el mercado.” (LORCPM, art. 27, numeral 6). 

 
2.1.5. Violación de secretos empresariales 

 
“Se considerará como secreto empresarial cualquier información no 

divulgada que una persona natural o jurídica legítimamente posea, que 

pueda usarse en alguna actividad productiva, industrial o comercial, y que 

sea susceptible de transmitirse a un tercero...” (LORCPM, art. 27, numeral 

7). 

En esta clase de acto de competencia desleal, encontramos el claro ejemplo 

del ex trabajador que divulga para su beneficio lo que conoció de su trabajo 

anterior y esta divulgación se encontraba prohibida.  

 
2.2. Las reformas dentro de la competencia desleal en el Ecuador 

 

Si bien se establece una cláusula general sobre competencia desleal y se 

incluyen de forma ejemplificativa los actos de competencia desleal que pueden 

surgir entre los competidores en el mercado, hubo un retroceso en los actos de 

competencia desleal que afectan únicamente a los intereses  de particulares. 

No todo acto de competencia desleal se encuentra relacionado con derechos 

de propiedad intelectual. De esta forma podemos encontrar actos de 

competencia desleal dentro de la publicidad al ser catalogada como engañosa, 

discriminatoria, sugestiva o comparativa. Existen otros actos de esta clase, tal 

como la inducción a la violación contractual, la venta de productos o servicios 

con obsequios, entre otros.  

 

Con la legislación nacional vigente, no existe una forma adecuada para que el 

competidor que se vea perjudicado por un acto de competencia desleal de esa 

naturaleza, que no afecte al interés general, acuda a un órgano administrativo 

o judicial que resuelva dicho acto ilegal. 
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Con la vigencia del nuevo cuerpo normativo, se le otorgó al IEPI la potestad de 

conocer y resolver únicamente actos de competencia desleal relacionados a la 

propiedad intelectual. Por otro lado la SCPM se volvió competente para 

conocer y resolver actos de competencia desleal que superen la regla del 

minimis. 

 

En la disposición reformatoria décimo tercera se estableció que los siguientes 

artículos de la Ley de Propiedad Intelectual se reformarían: 

 

1. Artículo 280: Inclúyase al final del primer inciso la frase “(…) Caso 

contrario se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Regulación y 

Control del Poder de Mercado y se aplicarán las sanciones previstas en la 

misma”. 

 

2. Artículo 339: Sustituyese [sic] el artículo 339 por el siguiente: “Art. 339.- 

Concluido el proceso investigativo, el IEPI dictará resolución motivada. Si 

se determinare que existió violación de los derechos de propiedad 

intelectual, se sancionará al infractor con la clausura del establecimiento 

de 3 a 7 días y o con una multa de entre quinientos (500) dólares de los 

Estados Unidos de América y cien mil(100.000) dólares de los Estados 

Unidos de América y podrá disponerse la adopción de cualquiera de las 

medidas cautelares previstas en esta Ley o confirmarse las que se 

hubieren expedido con carácter provisional. 

 

La autoridad nacional en materia de propiedad intelectual aplicará las 

sanciones establecidas en esta Ley cuando conozca y resuelva sobre 

asuntos de competencia desleal. 

 

Si existiere la presunción de haberse cometido un delito, se enviará copia 

del proceso administrativo a la Fiscalía.” (LORCPM, disposición 

reformatoria décimo tercera) 
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La disposición reformatoria décima cuarta, eliminó de los fines del IEPI la 

prevención de los actos que atenten a la libre competencia. Lo cual es lógico, 

tomando en cuenta que la competencia desleal y el derecho de la competencia 

se encuentran en esferas distintas. La Autoridad Nacional para la Propiedad 

Intelectual no podía contar con atribuciones para velar por la libre competencia. 

Dicha atribución es exclusiva para los órganos administrativos que velan por el 

derecho de la competencia, en este caso la Superintendencia de Control y 

Poder de Mercado. 

 
De esta forma, en el Registro Oficial 697, de 7 de mayo de 2012, se publicó el 

Reglamento para la Aplicación de la Ley Orgánica de Regulación y Control del 

Poder de Mercado (RLORCPM). 

 

En su sección tercera, los artículos 30 y 31, establecen de forma clara y 

precisa el procedimiento para que el IEPI y la SCPM lleven los casos en 

materia de competencia desleal. 

 

En primer lugar, las disposiciones reformatorias y derogatorias a la LPI otorgan 

al IEPI competencia exclusivamente sobre los actos de competencia desleal 

relacionados a la propiedad intelectual que afecten únicamente a los intereses 

de los particulares y no sobrepasen la regla del minimis. Así, el IEPI se vuelve 

una institución destinada a proteger únicamente la propiedad intelectual y no 

tratar los actos de competencia en general. 

 

El artículo 30 del Reglamento antes citado, establece el procedimiento para 

que el IEPI trámite una denuncia de competencia desleal que sea presentada 

ante esta institución. Lo primero que debe realizar es una consulta a la SCPM 

para que esta institución determine si existe o no una afectación negativa al 

interés general. Si se determina que se trata de un acto desleal de forma 

exclusiva a materia de propiedad intelectual que no afecta al interés general, el 

caso deberá ser resuelto por la autoridad competente en la materia, en este 

caso el IEPI. Sin embargo; si se determina que la conducta denunciada afecta 

al interés general, la autoridad competente es la SCPM. 
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El siguiente artículo establece el procedimiento cuando una denuncia por un 

supuesto acto de competencia desleal es presentada ante la SCPM. Si dicha 

institución determina en la etapa investigativa, que la conducta es exclusiva a 

propiedad intelectual, deberá remitir el expediente a la autoridad competente 

en dicha materia. Si se determina que la conducta cometida puede afectar al 

interés general, la SCPM será el órgano competente para conocer y resolver 

sobre la denuncia presentada. 

 
Una vez que se han analizado las disposiciones reformatorias y derogatorias 

de la LORCPM, así como los artículos antes citados del Reglamento de 

aplicación de dicha ley, se puede concluir que al cometer un acto de 

competencia desleal que no esté relacionado con derechos de propiedad 

intelectual, ni afecte al interés general de los consumidores, no podrá ser 

resuelto ni por el IEPI ni por la SCPM al carecer estas dos instituciones de 

competencia para resolverlo. 

 
En este sentido, la doctrina ecuatoriana señala que: 

 
“En esta clase deben incluirse todos los actos desleales que, sin importar 

su origen y exteriorización, no afectan intereses generales como el 

bienestar social y el de los consumidores; y que solo afectan intereses 

particulares de los operadores económicos. Estos actos deben ser 

sancionados en aplicación de la cláusula general de deslealtad, al margen 

de la dimensión económica de su afectación y por una autoridad diferente 

a la competencia o de propiedad intelectual. Hecho que no regula la Ley 

Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, ni su 

Reglamento General”. (Alvear, 2012, p. 100). 

 
Los actos de competencia desleal que afectan al interés particular y no se 

encuentran relacionados con la propiedad intelectual, no están regulados por 

la LORCPM ni su reglamento de aplicación. Conforme el criterio de Alvear 

Peña expuesto en el párrafo anterior, este tipo de actos deben ser tratados y 

resueltos por una autoridad diferente a la de defensa de la competencia 

(SCPM) y propiedad intelectual (IEPI).  
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Como se mencionó anteriormente, la promulgación de la LORCPM marcó un 

hito dentro de la competencia desleal en el Ecuador. Antes de la entrada en 

vigencia de dicho cuerpo legal, la Ley de Propiedad Intelectual junto a la 

Decisión 486 eran los cuerpos legales aplicados para los temas de 

competencia desleal. De esta forma las personas afectadas por un acto de 

competencia desleal, relacionado con derechos de propiedad intelectual, 

podían presentar una tutela administrativa ante el Instituto Ecuatoriano de la 

Propiedad Intelectual.  

 

De igual manera, el afectado podía iniciar con posterioridad una acción 

principal ante el Tribunal Contencioso Administrativo, el cual es el órgano 

judicial competente para conocer todos los actos relacionados con la Propiedad 

Intelectual. 

 

En los siguientes capítulos, podremos conocer cómo se resuelven los actos de 

competencia desleal en otras legislaciones similares a la ecuatoriana y de esta 

forma determinar qué autoridad debería resolver este tipo de actos en el 

Ecuador. 

 

2.3. Determinación del Mercado Relevante 

 

Para aplicar la LORCPM se debe en primer lugar determinar el mercado 

relevante en cada caso que se presente ante la SCPM. De esta forma se podrá 

determinar si el acto denunciado, en este caso un acto de competencia desleal, 

es simple (afecta exclusivamente intereses de los particulares) o agravado 

(afecta al interés general). 

 

En el artículo 5 de la LORCPM se establecen algunos parámetros, que deben 

ser analizados por parte de la autoridad, para de esta forma establecer el 

mercado relevante en cada caso. Se deberá tomar en cuenta el mercado del 

producto o servicio, el mercado geográfico que ocupa ese producto o servicio y 

las características de los compradores y vendedores. 
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Con estas consideraciones, la SCPM podrá determinar si el acto denunciado 

efectivamente afecta al mercado general o caso contrario se trata de un tema 

que afecta a los intereses particulares. Si se da el primer caso, se trata de un 

acto que vulnera la libre competencia, por esta razón la SCPM debe conocer y 

resolver sobre dicha práctica denunciada. 

 

Al momento de analizar el mercado del producto o servicio, la ley determina 

que se debe tomar en cuenta el bien o servicio y sus posibles sustitutos. Por 

otro lado, el mercado geográfico se refiere a los lugares donde se pueden 

encontrar los productos o servicios sustitutos al bien o servicio analizado. De 

esta forma, se podrá determinar finalmente el mercado relevante y así, la 

SCPM podrá determinar si es competente para conocer y resolver el acto 

denunciado. 

 

Lo que se busca dentro de un proceso de Competencia Desleal es que la 

autoridad que se encuentre a cargo de resolver el caso, lo haga de forma 

rápida y efectiva, sin entrar en análisis que sean innecesarios para el afectado. 

Este problema se da en razón que no existe una diferenciación en la legislación 

ecuatoriana de la disciplina autónoma Competencia Desleal del demás de 

disciplinas, como ocurre en otros países, donde se separan por cuerpos 

normativos distintos la Competencia Desleal de otras disciplinas del Derecho.  
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CAPÍTULO III 

 
3. LOS ACTOS DE COMPETENCIA DESLEAL QUE NO AFECTAN AL 

INTERÉS GENERAL EN OTRAS LEGISLACIONES 

 
Como hemos podido constatar a lo largo de este estudio, los actos de 

competencia desleal que afectan exclusivamente a los intereses particulares y 

se encuentran relacionados a derechos distintos a los de la propiedad 

intelectual deben ser tratados por alguna autoridad en cada legislación. 

 
Antes de la entrada en vigencia de la LORCPM, como lo es ahora, la autoridad 

competente para conocer y resolver los actos de competencia desleal 

relacionados con la propiedad intelectual era el Instituto Ecuatoriano de la 

Propiedad Intelectual (IEPI) y en sede judicial el Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Administrativo.  

 
A partir de octubre de 2011, los Actos de Competencia Desleal que afectan al 

mercado en general y por ende al interés común, son resueltos por la 

Superintendencia de Control de Poder de Mercado. 

 

Sin embargo, queda una brecha dentro de los actos de competencia desleal 

que no afectan al interés general ni se derivan de la propiedad intelectual. En 

este caso, dichos actos ¿Podrían ser resueltos por la Superintendencia de 

Control de Poder de Mercado? No, como ya lo mencionamos anteriormente, 

dicha institución resuelve los actos de competencia desleal agravados. De esta 

forma un acto de competencia desleal simple no puede ser resuelto por ese 

órgano administrativo ya que no es competente para aquello. 

 

Si la Superintendencia de Control del Poder de Mercado no tiene la 

competencia cabe la duda de si la competencia del IEPI al respecto de actos 

de competencia desleal simples. Conforme nuestra legislación vigente, 

tampoco es competente para conocer ese tipo de actos. El IEPI solo puede 

conocer y resolver sobre actos desleales simples derivados de algún derecho 

de propiedad intelectual. 
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En el presente capítulo, conoceremos como se resuelven en otras legislaciones 

los actos de competencia desleal y particularmente aquellos actos que no 

afectan al interés general y son distintos a los derechos de la propiedad 

intelectual. De esta forma podremos conocer cuál es la autoridad competente 

para conocer y resolver dichos actos. 

 
3.1. La competencia desleal en la República del Perú 

 
En el Perú existe el órgano administrativo denominado Instituto Nacional de 

Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 

(INDECOPI). Dicha institución es la encargada de los asuntos de propiedad 

intelectual y de defensa de la competencia. Si hacemos una comparación con 

el Ecuador, el INDECOPI viene a ser la fusión del IEPI y de la SCPM. 

 
El INDECOPI fue creado mediante el Decreto Ley No. 25868 de noviembre de 

1992, y es un organismo adscrito al Consejo de Ministros, tal y como los 

establece el artículo primero del decreto ley antes mencionado. Por lo tanto, 

dicha institución al encontrarse dentro de la función ejecutiva, es un órgano 

administrativo. 

 
El segundo artículo del Decreto Ley No. 25868 establece lo siguiente:  

 

“El INDECOPI es el organismo encargado de la aplicación de las normas 

legales destinadas a proteger: 

 a) el mercado de las prácticas monopólicas que resulten controlistas 

y restrictivas de la competencia en la producción y comercialización 

de bienes y en la prestación de servicios, así como de las prácticas que 

generan competencia desleal y de aquellas que afectan a los agentes 

del mercado y a los consumidores; 

b) los derechos de propiedad intelectual en todas sus manifestaciones, 

conforme lo estipula el artículo 30 del presente Decreto Ley; 

c) la calidad de los productos, y 

d) Otros que se le asignen.”(Las negrillas y el subrayado me pertenecen). 
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De esta forma, queda claro que dicho órgano administrativo tiene potestad para 

conocer y resolver los actos de competencia desleal, actos que afectan la libre 

competencia, velar por los derechos de propiedad intelectual y la calidad de los 

productos. Es así como, a diferencia del Ecuador, en el Perú en un solo órgano 

fusionan al IEPI, a la SCPM y a la Defensoría del Pueblo (DP).  

 

Inmediatamente nos preguntamos ¿Cómo puede una institución con tantas 

atribuciones mantener su independencia y al mismo tiempo ser eficiente en sus 

resoluciones? El profesionalismo del INDECOPI, y las resoluciones que emite 

dicho órgano desde 1992 ha sentado precedentes dentro de la Comunidad 

Andina, especialmente en temas relacionados con la propiedad intelectual. 

Desde mi punto de vista el éxito de dicha institución es el alto nivel de 

institucionalidad del Perú. Como veremos a continuación, la organización 

interna del INDECOPI es muy prolija, lo que hace que las resoluciones de cada 

órgano interno sea independiente. 

 

Al INDECOPI lo podemos dividir en dos segmentos, el primero son los órganos 

administrativos, dentro de los cuales se encuentra el consejo directivo y la 

gerencia. Dichos órganos cumplen una función exclusivamente administrativa 

de la institución. 

 

Por otro lado,  están los órganos resolutivos. En primera instancia y como 

órganos de menor jerarquía nos encontramos con las oficinas y las comisiones. 

 

El Decreto Ley No. 25868 establece que el INDECOPI cuenta con tres oficinas. 

La primera es la Oficina de Signos Distintivos, donde se conocerá lo relativo a 

marcas, lemas comerciales, denominaciones de origen y derechos que deriven 

de éstos.1 

 

                                                      
1
Decreto Ley No. 25868 Artículo 33 - Corresponde a la Oficina de Signos Distintivos llevar el 

registro de marcas, nombres comerciales, lemas y denominaciones de origen o geográficas, 
así como proteger los derechos derivados de dicho registro. 
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La segunda es la oficina de invenciones y nuevas tecnologías2 y por último 

encontramos la oficina de derechos de autor.3 Las resoluciones y decisiones 

que emanen de estas tres oficinas podrán ser recurridas ante el Tribunal de 

Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual.4 

 

Por otro lado, las comisiones fueron creadas para proteger los derechos de los 

consumidores y de la competencia desleal.5 Si hacemos una comparación con 

las instituciones del Ecuador, las comisiones se asemejan a las funciones y 

potestades que tiene la SCPM y la DP. 

 

Existen siete comisiones dentro de la estructura del INDECOPI, las cuales se 

encargan de los temas de libre competencia, competencia desleal y defensa de 

los consumidores. Si bien se tratan de comisiones que se encuentran dentro de 

la misma institución, cada una se diferencia claramente de la otra.  

 

La primera comisión es la de Libre Competencia, la cual se encarga de velar 

por el cumplimiento de la Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas y la 

Ley Antimonopolio y Antioligopolio del Sector Eléctrico. La materia que nos 

interesa de esta comisión es la de Defensa de la Libre Competencia. El 

                                                      
2
Decreto Ley No. 25868 Artículo 34 - Corresponde a la Oficina de Invenciones y Nuevas 

Tecnologías llevar los registros de patentes, modelos industriales, diseños o dibujos 
industriales, variedades vegetales, biotecnología y otras nuevas tecnologías, así como proteger 
los derechos derivados de dicho registro. Asimismo, está encargada de difundir los adelantos 
tecnológicos. (Texto modificado por el Artículo 3° del Decreto Legislativo N° 788)  
 
3
Decreto Ley No. 25868 Artículo 37 - Corresponde a la Oficina de Derechos de Autor cautelar, 

proteger y registrar los derechos de autor y derechos conexos sobre obras artísticas en todas 
sus manifestaciones y sobre software, así como mantener el depósito legal intangible. 
Asimismo, lleva el registro de las asociaciones autorales. 
 
4
Decreto Ley No. 25868 Artículo 38 - Las resoluciones de las Oficinas a que se refiere el 

presente capítulo podrán ser apeladas ante el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la 
Propiedad Intelectual. El Jefe de Oficina podrá apersonarse, en los procedimientos iniciados o 
impulsados de oficio, ante el Tribunal a fin de sustentar y defender las resoluciones que 
hubiese dictado en las apelaciones que se hubieran planteado contra ellas. Dicha defensa se 
ejercerá en aquellos casos en que el Jefe de Oficina respectivo lo considere necesario y será 
ejercida por el Jefe de Oficina o por la persona que éste designe.  
 
5
Decreto Ley No. 25868 Artículo 18 -El INDECOPI tiene siete Comisiones destinadas a la 

protección de la competencia y de los derechos de los consumidores, así como a facilitar a los 
agentes económicos el acceso, permanencia y salida del mercado, que son las siguientes:  
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Decreto Legislativo No. 1034 remplazó en el 2008 al Decreto Legislativo No. 

701, el cual era el cuerpo legal vigente en el Perú hasta ese entonces en contra 

de las prácticas Monopólicas y Restrictivas de la Libre Competencia. En el 

Decreto Legislativo promulgado en el 2008 se establece al INDECOPI como la 

Autoridad competente para conocer y resolver los actos que afectan a la libre 

competencia.6Por lo tanto, el Decreto Legislativo No. 1034 tiene por objeto 

sancionar todas las conductas que afecten al mercado y al interés general.7 

 

En dicho cuerpo legal se establece el procedimiento para que el INDECOPI 

conozca y resuelva los actos que afecten a la Libre Competencia. El artículo 18 

del Decreto Legislativo No. 1034, establece que siempre se inicia la 

investigación de la conducta anticompetitiva de oficio, así sea por iniciativa de 

la Secretaria Técnica8o por la denuncia de un tercero. El titular de la acción, es 

la Secretaría Técnica. En el caso que se reciba la denuncia de un tercero, éste 

colaborará directamente con la Secretaria durante el proceso. 

 

La segunda Comisión que se encuentra dentro del INDECOPI es la de la 

Fiscalización de la Competencia Desleal. Esta comisión es la encargada de 

velar por todas las normas que sancionan los actos de competencia desleal 

que cometen los agentes económicos dentro del mercado. La norma principal 

sobre esta materia es el Decreto Legislativo No. 1044, el cual fue promulgado 

por el Congreso Nacional del Perú para sancionar los actos desleales 

cometidos por agentes económicos dentro del mercado. Dicho cuerpo legal 

                                                      
6
Decreto Legislativo No. 1034 Artículo 13- - Las autoridades de competencia.- 13.1. En primera 

instancia administrativa la autoridad de competencia es la Comisión, entendiendo por ésta a la 
Comisión de Defensa de la Libre Competencia del INDECOPI. 13.2. En segunda instancia 
administrativa la autoridad de competencia es el Tribunal, entendiendo por éste al Tribunal de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual del INDECOPI.  
 
7
Decreto Legislativo No. 1034 Artículo 1- - Finalidad de la presente Ley.- La presente Ley 

prohíbe y sanciona las conductas anticompetitivas con la finalidad de promover la eficiencia 
económica en los mercados para el bienestar de los consumidores. 
 
8
Decreto Legislativo No. 1034 Artículo 15 - La Secretaría Técnica.- 15.1. La Secretaría Técnica 

de la Comisión es el órgano con autonomía técnica que realiza la labor de instructor del 
procedimiento de investigación y sanción de conductas anticompetitivas y que emite opinión 
sobre la existencia de la conducta infractora. 
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remplazó en el año 2008 al Decreto Legislativo No. 691 y al Decreto Ley No. 

26122, los cuales por más de quince años fueron las normas aplicables para 

combatir los actos de competencia desleal. El artículo primero del Decreto Ley 

de Represión de la Competencia Desleal establece como finalidad de dicha 

Ley sancionar todo acto o conducta que tenga un efecto real o potencial en 

afectar el correcto funcionamiento de la competencia. Al igual que la legislación 

ecuatoriana y como hemos visto en general en la mayoría de legislaciones 

alrededor del mundo que versan sobre esta materia, se establece una cláusula 

general9 la cual sanciona los actos que sean contrarios a la buena fe 

empresarial. Al igual que la LORCPM, se establece un listado de forma 

ejemplificativa de los actos desleales en la legislación peruana. De esta forma 

podemos encontrar los actos de engaño10, los actos de confusión11, actos en 

contra de la adecuación social12, por mencionar algunos. 

                                                      
9
Decreto Legislativo No. 1044 Artículo 6 - 6.1.- Están prohibidos y serán sancionados los actos 

de competencia desleal, cualquiera sea la forma que adopten y cualquiera sea el medio que 
permita su realización, incluida la actividad publicitaria, sin importar el sector de la actividad 
económica en la que se manifiesten. 6.2.- Un acto de competencia desleal es aquél que resulte 
objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe empresarial que deben orientar la 
concurrencia en una economía social de mercado. 
 
10

Decreto Legislativo No. 1044 Artículo 8 - 8.1.- Consisten en la realización de actos que 
tengan como efecto, real o potencial, inducir a error a otros agentes en el mercado sobre la 
naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad, 
cantidad, precio, condiciones de venta o adquisición y, en general, sobre los atributos, 
beneficios o condiciones que corresponden a los bienes, servicios, establecimientos o 
transacciones que el agente económico que desarrolla tales actos pone a disposición en el 
mercado; o, inducir a error sobre los atributos que posee dicho agente, incluido todo aquello 
que representa su actividad empresarial. 8.2.- Configuran actos de engaño la difusión de 
publicidad testimonial no sustentada en experiencias auténticas y recientes de un testigo. 8.3.- 
La carga de acreditar la veracidad y exactitud de las afirmaciones objetivas sobre los bienes o 
servicios anunciados corresponde a quien las haya comunicado en su calidad de anunciante. 
8.4.- En particular, para la difusión de cualquier mensaje referido a características 
comprobables de un bien o un servicio anunciado, el anunciante debe contar previamente con 
las pruebas que sustenten la veracidad de dicho mensaje. 
 
11

Decreto Legislativo No. 1044 Artículo 9 - 9.1.- Consisten en la realización de actos que 
tengan como efecto, real o potencial, inducir a error a otros agentes en el mercado respecto del 
origen empresarial de la actividad, el establecimiento, las prestaciones o los productos propios, 
de manera tal que se considere que estos poseen un origen empresarial distinto al que 
realmente les corresponde. 9.2.- Los actos de confusión pueden materializarse mediante la 
utilización indebida de bienes protegidos por las normas de propiedad intelectual. 
 
12

Decreto Legislativo No. 1044 Artículo 18 - Consisten en la difusión de publicidad que tenga 
por  efecto: a) Inducir a los destinatarios del mensaje publicitario a cometer un acto ilegal o un 
acto de discriminación u ofensa por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
condición económica o de cualquier otra índole; b) Promocionar servicios de contenido erótico 
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Al igual que en los actos que afectan a la Libre Competencia, existe la 

Secretaria Técnica,13 la cual es la encargada de iniciar de oficio el proceso 

sancionador para los actos de competencia desleal. 

 

Como se puede observar de los actos de competencia desleal antes 

mencionados, y analizando el ámbito que protege el Decreto Legislativo No. 

1044, podemos determinar que los actos de competencia desleal que resuelve 

la Comisión de Represión de la Competencia Desleal pueden estar 

relacionados o no a derechos de propiedad intelectual. De esta forma conocerá 

y resolverá todos los actos de competencia desleal que afectan a los agentes 

económicos del mercado. 

 

Aparte de estas comisiones, existe la Comisión de Eliminación de Barreras 

Burocráticas,14 la cual se encarga de controlar y eliminar las barreras 

impuestas por los órganos estatales y funcionarios públicos que afectan a las 

empresas y ciudadanos. 

 

También encontramos la Comisión de Fiscalización de Dumping y Subsidios,15 

la Comisión de Protección al Consumidor,16 la cual se encarga de velar por los 

                                                                                                                                                           
a un público distinto al adulto. La difusión de este tipo de publicidad solamente está permitida 
en prensa escrita de circulación restringida para adultos y, en el caso de radio y/o televisión, 
dentro del horario de una (1:00) a cinco (5:00) horas. 
 
13

Decreto Legislativo No. 1044 Artículo 26 - - La Secretaría Técnica.- 26.1.- La Secretaría 
Técnica de la Comisión es el órgano con autonomía técnica que realiza la labor de instructor 
del procedimiento de investigación y sanción de actos de competencia desleal. Emite opinión 
sobre la existencia o no de un acto infractor objeto de procedimiento siempre que la Comisión 
lo requiera por considerarlo necesario para resolver sobre el fondo del asunto. 
 
14

 Decreto Legislativo No. 1033 Artículo 23 - Corresponde a la Comisión de Eliminación de 
Barreras Burocráticas aplicar las leyes que regulan el control posterior y eliminación de las 
barreras burocráticas ilegales o carentes de razonabilidad que afectan a los ciudadanos y 
empresas, y velar por el cumplimiento de las normas y principios que garantizan la 
simplificación administrativa, así como de aquellas que complementen o sustituyan a las 
anteriores.  
15

Decreto Legislativo No. 1033 Artículo 26 -Corresponde a la Comisión de Fiscalización de 
Dumping y Subsidios velar por el cumplimiento de las normas que persiguen evitar y corregir el 
daño en el mercado provocado por prácticas de dumping o subsidios, a través de la imposición 
de derechos antidumping o compensatorios, así como actuar como autoridad investigadora en 
procedimientos conducentes a la imposición de medidas de salvaguardia, conforme a lo 
dispuesto en los acuerdos internacionales suscritos por el Perú, las normas de la Organización 
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derechos de los consumidores y que reciban bienes y servicios de calidad. Si 

comparamos con las instituciones del Ecuador, esta Comisión se asemeja a la 

DP. 

 

Por último encontramos la Comisión de Normalización y de Fiscalización de 

Barreras Comerciales no Arancelarias17 y la Comisión de Procedimientos 

Concursales.18 

 

Las Oficinas y Comisiones antes mencionadas tienen competencia exclusiva 

en las materias señalas anteriormente. Estos organismos son los encargados 

de conocer y resolver en primera instancia los casos que sean relativos a su 

materia. 

 

Todas las resoluciones adoptadas por cualquiera de las Comisiones u Oficinas 

antes detalladas, podrán ser apeladas ante el Tribunal de Defensa de la 

Competencia y de la Propiedad Intelectual,19 el cual se encuentra conformado 

                                                                                                                                                           
Mundial del Comercio, los acuerdos de libre comercio y las normas supranacionales y 
nacionales vigentes sobre la materia. 
 
16

 Decreto Legislativo No. 1033  Artículo 27 - Corresponde a la Comisión de Protección al 
Consumidor velar por el cumplimiento de la Ley de Protección al Consumidor y de las leyes 
que, en general, protegen a los consumidores de la falta de idoneidad de los bienes y servicios 
en función de la información brindada, de las omisiones de información y de la discriminación 
en el consumo, así como de aquellas que complementen o sustituyan a las anteriores. 
 
17

 Decreto Legislativo No. 1033  Artículo 28 - Corresponde a la Comisión de Normalización y de 
Fiscalización de Barreras Comerciales No Arancelarias el desarrollo de las actividades de 
normalización nacional en todos los sectores, en su calidad de Organismo Nacional de 
Normalización, así como el control posterior y eliminación de barreras comerciales no 
arancelarias, conforme a los compromisos contraídos en el marco de la Organización Mundial 
del Comercio, los acuerdos de libre comercio, las normas supranacionales y nacionales 
correspondientes. Asimismo, administra la infraestructura oficial de firma electrónica, conforme 
a la normativa de la materia. 
 
18

 Decreto Legislativo No. 1033  Artículo 29 - Corresponde a la Comisión de Procedimientos 
Concursales la aplicación de la Ley General del Sistema Concursal y de las normas que la 
complementen o la sustituyan.  
 
19

 Decreto Ley No. 25868  Artículo 11 - El Tribunal de Defensa de la Competencia y de la 
Propiedad Intelectual está constituido por dos Salas: la Sala de Defensa de la Competencia, 
que conocerá de las apelaciones interpuestas contra las resoluciones de las Comisiones del 
INDECOPI y la Sala de la Propiedad Intelectual, que conocerá de las apelaciones interpuestas 
contra las resoluciones de las Oficinas del INDECOPI. Cada Sala contará con el apoyo de un 
Secretario Técnico, que será designado por el Directorio. 
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por dos salas. La primera, la sala de Defensa de la Competencia, conocerá y 

resolverá todas las apelaciones interpuestas en contra de las resoluciones 

emanadas de las Comisiones. La segunda, es la sala de la Propiedad 

Intelectual, la cual conocerá y resolverá todas las apelaciones interpuestas en 

contra de las resoluciones que provengan de las Oficinas. 

 

El Tribunal es el órgano que resuelve los casos de Defensa de la Competencia 

y Propiedad Intelectual por segunda y última instancia en sede administrativa. 

Si el administrado se ve afectado por la decisión administrativa, podrá 

presentar un recurso ante la justicia ordinaria. El artículo 17 del Decreto Ley 

No. 25868 establece que las resoluciones del Tribunal podrán ser apeladas 

ante las Salas Civiles del Corte Superior de Justicia de Lima. Sin embargo, es 

importante señalar que la impugnación por vía jurisdiccional ordinaria no 

suspende los efectos de la resolución adoptada por el órgano administrativo. 

 

3.1.1. Sobre la Secretaría Técnica y las medidas cautelares que se 

adoptan en los procesos administrativos del INDECOPI 

 

Dentro de esta sección, tanto en los procesos de competencia desleal, como 

en los de libre competencia que se tramiten ante sus comisiones 

correspondientes, existe la figura de la secretaría técnica. 

 

Dicho órgano es el responsable de realizar el proceso de investigación y de 

sanción de las conductas anticompetitivas y desleales y sobre todo emite su 

opinión sobre la existencia o no de la conducta denunciada. Así lo establece el 

                                                                                                                                                           
 
La Sala de Propiedad Intelectual está integrada por cuatro vocales y la Sala de Defensa de la 
Competencia por seis vocales, todos ellos designados por Resolución Suprema refrendada por 
el Ministerio de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales a 
propuesta del Directorio el que tomará en consideración la opinión del Consejo Consultivo. Los 
vocales reunidos en Sala Plena elegirán de su seno un Presidente y un  Vicepresidente por un 
período de un año. Asimismo, cada Sala elegirá a un Presidente y Vicepresidente de Sala por 
el mismo lapso. Los Vicepresidentes podrán sustituir a los Presidentes en casos de ausencia o 
impedimento. Los cargos son ejercidos por un período de un año, siendo posible la reelección. 
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artículo 1520 del Decreto Legislativo Nº 1034 y el artículo 2621 del Decreto 

Legislativo No. 1044. 

 

Es importante aclarar que existen dos Secretarías Técnicas distintas dentro del 

INDECOPI. Una se encarga de trabajar dentro de la Comisión de Defensa de la 

Libre Competencia, por lo tanto actúa exclusivamente dentro de esos casos. La 

otra, es la que trabaja dentro de la Comisión de Fiscalización de la 

Competencia Desleal. 

 

Son atribuciones de la Secretaría Técnica realizar las investigaciones 

preliminares sobre el acto denunciado. Una vez realizadas las investigaciones 

previas tiene la potestad de iniciar de oficio el procedimiento de investigación y 

sanción tanto de los actos de competencia desleal y de defensa de la 

competencia. 

 

Si se presenta una denuncia de un particular por un acto de competencia 

desleal o defensa de la libre competencia, la Secretaría Técnica será la 

encargada de decidir si se admite a trámite o no dicha denuncia. La Secretaría 

respectiva podrá declarar inadmisible o considerar como improcedente la 

denuncia presentada. 

 

Entre otras atribuciones, la Secretaría debe instruir el procedimiento 

sancionador, realizando investigaciones y actuando medios probatorios. En 

este sentido podemos concluir que dichos órganos son los titulares de la acción 

dentro del proceso administrativo que es ventilado en primera instancia ante las 

comisiones. 

                                                      
20

 Artículo 15 Decreto Legislativo No. 1034- La Secretaría Técnica de la Comisión es el órgano 
con autonomía técnica que realiza la labor de instructor del procedimiento de investigación y 
sanción de conductas anticompetitivas y que emite opinión sobre la existencia de la conducta 
infractora. 
 
21

Artículo 26 del Decreto Legislativo No. 1044 - La Secretaría Técnica de la Comisión es el 
órgano con autonomía técnica que realiza la labor de instructor del procedimiento de 
investigación y sanción de actos de competencia desleal. Emite opinión sobre la existencia o 
no de un acto infractor objeto de procedimiento siempre que la Comisión lo requiera por 
considerarlo necesario para resolver sobre el fondo del asunto. 
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Para que este órgano pueda desarrollar el proceso investigativo de una forma 

correcta y veraz, puede exigir que las personas naturales o jurídicas exhiban 

todo tipo de documentos que le sea útil dentro de su investigación. De igual 

forma podrá interrogar, junto a un funcionario que se establezca para esa 

medida, a las personas que están siendo investigadas por la denuncia de 

competencia desleal o de libre competencia. 

 

De igual forma, la Secretaría está facultada para realizar inspecciones con 

notificación previa, o sin ella, en los locales de las personas investigadas. De 

esta forma podrán revisar y examinar los libros sociales, registros, documentos 

relacionados con la investigación y de igual forma tomar el testimonio de las 

personas que se encuentren dentro del local inspeccionado. La Secretaría se 

encuentra facultada para obtener copias, grabaciones y fotografías de todos los 

materiales que se encuentren y resulten de la inspección. En caso que las 

personas que se encuentren dentro del local inspeccionado no autoricen la 

entrada de las personas designadas por la Secretaría Técnica, dicho órgano 

deberá contar con una autorización judicial para acceder al inmueble. 

 

Las atribuciones antes mencionadas de la Secretaría Técnica se encuentran 

establecidas dentro del artículo 26 del Decreto Legislativo No. 1044 así como 

del artículo 15 del Decreto Legislativo No. 1034. 

 

Una vez iniciado el proceso administrativo, en cualquier momento del mismo, la 

Comisión correspondiente podrá dictar medidas cautelares para el cese de la 

actuación desleal o el acto que afecta al mercado. Se establece que la 

Comisión puede actuar de oficio, a petición de la Secretaría Técnica o de un 

tercero con interés legítimo para ordenar una medida cautelar. 

 

Las Comisiones podrán adoptar las medidas cautelares que consideren 

necesarias, y éstas deberán ser proporcionales al daño que se está tratando 

evitar con la adopción de las mismas. Durante cualquier etapa del proceso, las 
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medidas cautelares que han sido adoptadas podrán ser revocadas, 

modificadas o suspendidas. 

 
3.1.2. Conclusiones sobre el INDECOPI y los actos de competencia 

desleal y defensa de la competencia en el Perú. 

 

Hay que destacar que el INDECOPI es un organismo adscrito a la Presidencia 

de Consejo de Ministros del Perú, tal y como lo establece el artículo primero del 

Decreto Ley No. 25868, el cual manifiesta lo siguiente: 

 

“Artículo 1.- Créase el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y 

de la Protección de la Propiedad Intelectual INDECOPI como organismo 

adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros. Tiene personería 

jurídica de derecho público y goza de autonomía técnica, económica, 

presupuestal y administrativa. Rige su funcionamiento de acuerdo a las 

disposiciones que contiene el presente Decreto Ley.” 

 

Si bien la institución se encuentra dentro de la función ejecutiva, es importante 

resaltar que cuenta con autonomía técnica y administrativa, lo que garantiza de 

cierto modo que las resoluciones sean independientes y no respondan a las 

injerencias políticas del momento. 

 

Si el nivel de institucionalidad no sería alto y bien definido en el Perú, pudiera 

traer muchos problemas al tener una sola institución tantas facultades. 

 

Existen dos diferencia principales entre la legislación ecuatoriana y peruana en 

materia de competencia. En primer lugar, en el Perú se le considera a la 

Competencia Desleal como una disciplina autónoma del derecho, ya que existe 

un cuerpo normativo específico para esta materia y no se la mezcla con otras 

disciplinas. La segunda, es que en el Perú se aplica el modelo social de 

Competencia Desleal, al establecerse en la cláusula general del Decreto 

Legislativo No. 1044, que se considera como acto de competencia desleal 

aquel que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe 
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empresarial. Como analizamos en los capítulos anteriores, dentro de la 

cláusula general de la LORCPM se establece el modelo profesional.  

 
Tomando en cuenta la problemática actual del Ecuador respecto a los actos de 

competencia desleal que no se encuentran relacionados a la propiedad 

intelectual ni afectan al interés económico general; podemos concluir que dicha 

situación no se reproduce en la República del Perú. Como analizamos 

anteriormente, dentro del mismo INDECOPI existen dos comisiones distintas, 

las cuales se encuentran facultadas para conocer y resolver cualquier acto de 

competencia desleal. 

 

De esta forma podemos reproducir el modelo que existe en el Perú y acoplarlo 

al Ecuador, lo que significaría reformar varias leyes e instituciones para que se 

pueda reproducir de la misma forma en el país.  

 

3.2. La defensa de la competencia y la competencia desleal en el Reino de 

España. 

 

En la presente sección analizaremos brevemente a la competencia desleal y la 

defensa de la competencia en España, principalmente los procesos judiciales y 

administrativos que se pueden iniciar por un acto de competencia desleal que 

afecte al mercado o tan solo afecte a los particulares. 

 

3.2.1. La defensa de la competencia 

 

La Defensa de la Competencia se encuentra normada en España desde hace 

más de cincuenta años, cuando se encontraba en vigencia la Ley de 

Represiones de las Prácticas Restrictivas de la Competencia (LRPRC) de 

1963. Dicha Ley fue derogada en 1989 cuando entra en vigencia la Ley sobre 

Defensa de la Competencia, conocida como la Ley 16/1989. 

 

Dentro del cuerpo Legal español de 1963, se estableció a través del literal d) 

del artículo 3 que “En particular, quedan prohibidas las prácticas concertadas o 
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abusivas que, incluidas en los artículos anteriores consistan en: […] d) 

Desarrollar una política comercial que tienda por competencia desleal, a la 

eliminación de competidores”. 

 
A raíz de dicho artículo, en especial del literal d) antes reproducido de la 

LRPRC, se realizaron varias interpretaciones sobre el alcance del mismo en 

materia de Defensa de la Competencia. Una empresa que no ostentara de una 

posición de dominio, aunque su actuación tuviera como finalidad la eliminación 

de competencia, quedaba fuera de la órbita de aplicación de la LRPRC 

(Robles, 2001, p. 191). 

 

El mismo Tribunal de Defensa de la Competencia de España, manifestó en 

varias ocasiones, a través de sus resoluciones, lo antes mencionado. Es así en 

su resolución de 9 de mayo de 1986 donde manifiesta que: “En el caso 

presente no hay concertación, al haber sido realizadas las prácticas por una 

sola empresa, no se atribuye a ésta una posición de dominio. Es, en suma, una 

conducta unilateral que queda fuera de la Ley 110/63 y por ello no puede ser 

objeto de un expediente”. 

 

Por lo tanto, era muy difícil el reprimir una práctica comercial realizada por 

algún agente económico que no ostente posición de dominio y elimine 

competidores.  

 

Es por esta razón que el legislador español vio la necesidad de modificar dicho 

cuerpo legal, para solucionar esta situación legal que acarreaba muchos 

problemas a los sujetos activos de una acción legal que se veían perjudicados 

por un acto desleal. 

 

En 1989 entra en vigencia la Ley sobre Defensa de la Competencia, la cual fue 

sustituida por la Ley 15/2007, mediante la cual se elimina el artículo tres del 

anterior cuerpo legal sobre la misma materia que acarreó tantos problemas. A 

su vez es remplazado por el artículo 7, el cual establecía que “El Tribunal de 

Defensa de la Competencia conocerá, en los términos que la presente Ley 
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establece para las conductas prohibidas, de los actos de competencia desleal 

que por falsear de manera sensible la libre competencia, en todo o en parte del 

mercado nacional, afectan al interés público.” 

 

Es importante mencionar que el artículo séptimo antes citado fue sustituido por 

al artículo tres de la Ley/15 2007, el cual manifiesta que “La Comisión Nacional 

de la Competencia o los órganos competentes de las Comunidades Autónomas 

conocerán en los términos que la presente Ley establece para las conductas 

prohibidas, de los actos de competencia desleal que por falsear la libre 

competencia afecten al interés público.” 

 

De esta forma se cambia en la Ley de 1989 y se mantiene con el cuerpo legal 

vigente en España, que los actos de competencia desleal que distorsionen el 

mercado no necesitaban como condición previa el hecho que sea efectuado 

por un agente económico con posición de dominio. 

 

Existe el caso de Suministros para Ventilación y Calefacción por Aire, Sociedad 

Anónima (SUVECA), que presenta una denuncia ante el Tribunal de Defensa 

de la Competencia, ahora Comisión Nacional de la Competencia, por un acto 

de competencia desleal efectuado por un ex trabajador, el cual creó una nueva 

empresa llamada TODO AIRE, la cual utilizaba un catálogo igual al de 

SUVECA, generando confusión en el público consumidor al asumir que dichas 

empresas se encontraban relacionadas. (Robles, 2001, p. 203). 

 

Si se mantenía para esa época el artículo referente a competencia desleal de 

la Ley de 1963, el TDC hubiera archivado la causa por el hecho que TODO 

AIRE no ostentaba posición de dominio en su mercado relevante (Robles, 

2001, p. 203). Sin embargo, el TDC analiza la situación planteada desde otro 

punto de vista, y manifiesta lo siguiente:  

 

“En lo que concierne al asunto planteado, hay que señalar que, si bien el 

artículo 7 de la Ley 16/1989, de Defensa de la Competencia, habilita al 
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TDC para conocer, en los términos que dicha Ley establece para las 

conductas prohibidas por atentar contra la libertad de competencia en el 

mercado, de los actos de competencia desleal, los cierto es que la 

citada habilitación queda reducida al supuesto de que dichos actos 

lesionen el interés público por falsear de manera sensible la 

competencia en el mercado nacional o en una parte sustancial del 

mismo”. (Resolución de 9 de octubre de 1991) (El subrayado y las 

negrillas me pertenecen). 

 
El TDC decide archivar la causa, por el hecho que el acto denunciado no 

afectaba al interés público protegido por la Ley de Defensa de la Competencia. 

Si hubiera distorsionado el mercado, la denuncia hubiera sido admitida a 

trámite, sin necesidad que el denunciado ostente una posición de dominio, lo 

que si se exigía con anterioridad. 

 
El órgano administrativo antes mencionado va más allá en su resolución, y 

manifiesta lo siguiente: “no excluye, claro está, que el recurrente puede 

ejercitar, si lo estima oportuna, en defensa de su interés particular, las 

correspondientes acciones civiles que se establecen en la Ley 3/1991”. Dicha 

Ley, se refiere a los actos de competencia desleal simples, los cuales veremos 

en las siguientes secciones.  

 
3.2.1.1. La Comisión Nacional de la Competencia 

 
El conocimiento de los actos de competencia desleal que afectan al mercado, 

contemplados en el artículo 7 de la Ley de Defensa de la Competencia Desleal, 

corresponde al TDC, mientras que los demás actos desleales corresponden al 

conocimiento de los Tribunales Ordinarios de España (Robles, 2001, p. 242). 

 
Una vez derogada la LDC de 1989, entra en vigencia la Ley de Defensa de la 

Competencia de 2007, la cual sustituye al TDC con la Comisión Nacional de la 

Competencia (CNC). El artículo 1922 de la Ley mencionada, establece que la 

                                                      
22

Ley 15/2007. Art 19.- La Comisión Nacional de la Competencia es una entidad de Derecho 
público con personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, adscrita al 
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CNC es un órgano administrativo autónomo, adscrito al Ministerio de Economía 

y hacienda, y tiene la potestad de conocer y resolver todos los actos de 

competencia desleal que afectan al mercado, tal y como lo dispone el artículo 

2423 del mencionado cuerpo legal. 

 
De esta forma queda plenamente facultada la CNC para conocer y resolver 

todos los actos de competencia desleal que afectan al mercado y como 

veremos a continuación, los actos de competencia desleal que afectan 

únicamente los intereses de los particulares deben ser tramitados ante una 

institución distinta. 

 
3.2.2. La competencia desleal 

Antes de 1991, en España se regulaba la competencia desleal a través de la 

Ley 32/1988 que regulaba el ámbito marcario en dicho territorio. Como hemos 

                                                                                                                                                           
Ministerio de Economía y Hacienda, que ejercerá el control de eficacia sobre su actividad. La 
Comisión Nacional de la Competencia actuará en el desarrollo de su actividad y para el 
cumplimiento de sus fines con autonomía orgánica y funcional, plena independencia de las 
Administraciones Públicas, y sometimiento a esta Ley y al resto del ordenamiento jurídico. 
 
23

Ley 15/2007. Art 24. - La Comisión Nacional de la Competencia es el órgano competente 
para instruir y resolver sobre los asuntos que tiene atribuidos por esta Ley y, en particular: 
a) Aplicar lo dispuesto en la presente Ley en materia de conductas restrictivas de la 
competencia, sin perjuicio de las competencias que correspondan a los órganos autonómicos 
de Defensa de la Competencia en su ámbito respectivo y de las propias de la jurisdicción 
competente. 
b) Aplicar lo dispuesto en la presente Ley en materia de control de concentraciones 
económicas. 
c) Aplicar en España los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea y de su 
Derecho derivado, sin perjuicio de las competencias que correspondan en el ámbito de la 
jurisdicción competente. 
d) Adoptar las medidas y decisiones para aplicar los mecanismos de cooperación y asignación 
de expedientes con la Comisión Europea y otras autoridades nacionales de competencia de los 
Estados miembros previstos en la normativa comunitaria y, en particular, en el Reglamento 
(CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas 
sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea, y 
en el Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de 
las concentraciones entre empresas y sus normas de desarrollo. 
e) Ejercer las funciones que corresponden a la Administración General del Estado en relación 
con los mecanismos de coordinación previstos en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de 
defensa de la competencia. 
f) Realizar las funciones de arbitraje, sin perjuicio de las competencias que correspondan a los 
órganos competentes de las Comunidades Autónomas en sus ámbitos respectivos, tanto de 
derecho como de equidad, que le sean sometidas por los operadores económicos en aplicación 
de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, así como aquéllas que le encomienden las 
leyes. 
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analizado en los capítulos anteriores, la competencia desleal estuvo ligada a la 

propiedad intelectual desde sus inicios. Por esta razón, el legislador español 

vio la necesidad de crear un capítulo específico en dicho cuerpo normativo 

para sancionar los actos de competencia desleal relacionados a la propiedad 

intelectual. 

 
El artículo 87 de la Ley de Marcas vigente en el año de 1988, establecía como 

competencia desleal “todo acto de competencia que sea contrario a las normas 

de corrección y buenos usos mercantiles”. De esta forma, al igual que la 

mayoría de legislaciones actuales, establecía una cláusula general de 

deslealtad y en su artículo siguiente ejemplificaba de forma escueta los actos 

que podían ser considerados como desleales.24 

 
El legislador ve la necesidad de reformar la normativa relativa a la competencia 

desleal y expide la Ley 3/1991, la cual deroga los artículos relativos a 

competencia desleal en la ley de marcas, la cual trata exclusivamente de los 

actos de competencia desleal que afectan a los intereses de los particulares. 

 
En dicho cuerpo legal se establece nuevamente una cláusula general en su 

artículo 4, el cual determina que “Se reputa desleal todo comportamiento que 

resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe.”  

 

De forma general, al igual que en la legislación ecuatoriana y peruana, se 

establece qué es considerado como desleal. A continuación de dicho artículo 

                                                      
24

Ley 32/1988. Artículo 88.- Sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación genera sobre 
la materia, se considera, en particular, desleal: 
a) Todo acto capaz de crear confusión por cualquier medio que sea respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad económica de un competidor. 
b) Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la actividad comercial de un competidor. 
c) Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo en el ejercicio del comercio pudieran inducir 
al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, la aptitud en el 
empleo o la cantidad de los productos. 
d) La utilización directa o indirecta de una indicación falsa o engañosa sobre la procedencia de 
un producto o de un servicio o sobre la identidad de un productor, fabricante o comerciante. 
e) La utilización directa o indirecta de una denominación de origen falsa o engañosa, o la 
imitación de una denominación de origen, aun cuando se indique el verdadero origen de 
producto, o si la denominación se emplea en traducción o va acompañada de expresiones tales 
como «género», «tipo», «manera», «imitación» o similares. 
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se enumera de forma ejemplificativa varios tipos de actos de competencia 

desleal, tales como: actos de confusión, actos de engaño, actos de 

denigración, obsequios, actos de comparación, violación de secretos, violación 

de normas, discriminación, entre otros. 

 

Una vez que el legislador explica brevemente cada uno de los actos 

considerados como desleales, establece las acciones que se pueden seguir en 

contra de la persona que los realice en el mercado. El afectado puede iniciar 

seis tipos de acciones en contra del sujeto pasivo de la acción, los cuales se 

encuentran establecidos en el artículo 32 de la Ley antes mencionada: 

 

“1.ª Acción declarativa de deslealtad. 

2.ª Acción de cesación de la conducta desleal o de prohibición de su 

reiteración futura. Asimismo, podrá ejercerse la acción de prohibición, si la 

conducta todavía no se ha puesto en práctica. 

3.ª Acción de remoción de los efectos producidos por la conducta desleal. 

4.ª Acción de rectificación de las informaciones engañosas, incorrectas o 

falsas. 

5.ª Acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por la 

conducta desleal, si ha intervenido dolo o culpa del agente. 

6.ª Acción de enriquecimiento injusto, que sólo procederá cuando la 

conducta desleal lesione una posición jurídica amparada por un derecho 

de exclusiva u otra de análogo contenido económico.” 

 

Las acciones antes descritas, deberán ser conocidas y resueltas por el órgano 

establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, tal y como lo dispone el artículo 

22 de la Ley de Competencia Desleal. (De Martin, 2001, p. 115). Es importante 

mencionar que el artículo 22 fue reformado, por lo que la disposición 

mencionada por De Martín se encuentra actualmente en el artículo 33 de la Ley 

de Competencia Desleal.  
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3.2.2.1. La justicia ordinaria y la competencia desleal 

 

En el caso de España, los actos de competencia desleal que afectan al interés 

particular no son resueltos por un órgano administrativo como lo es en el caso 

del Perú. Lo mismo pasa en el Ecuador, donde la legislación nacional vigente 

establece que los actos de competencia desleal que afectan al interés 

particular y se encuentran relacionados a la propiedad intelectual deben ser 

resueltos por la autoridad nacional de Propiedad Intelectual, en ese caso el 

IEPI como se mencionó con anterioridad. 

 

La Ley 1/2000 del 7 de enero de Enjuiciamiento Civil, establece en su artículo 

24925que casos se decidirá a través del Juicio Ordinario. Como se desprende 

del numeral cuarto de dicho artículo, las demandas en materia de competencia 

desleal deberán ser tramitadas a través de un juicio ordinario. 

 

La Ley Orgánica 6/1985 del 1 de julio del Poder Judicial, establece la 

competencia objetiva de los actos de competencia desleal. En el caso español, 

                                                      
25

1. Se decidirán en el juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía: 
1.º Las demandas relativas a derechos honoríficos de la persona. 
2.º Las que pretendan la tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las 
que pidan la tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental, salvo las que se refieran 
al derecho de rectificación. En estos procesos, será siempre parte el Ministerio Fiscal y su 
tramitación tendrá carácter preferente. 
3.º Las demandas sobre impugnación de acuerdos sociales adoptados por Juntas o Asambleas 
Generales o especiales de socios o de obligacionistas o por órganos colegiados de 
administración en entidades mercantiles. 
4.º Las demandas en materia de competencia desleal, propiedad industrial, propiedad 
intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de 
cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que les corresponda en función de la 
cuantía que se reclame. 
5.º Las demandas en que se ejerciten acciones relativas a condiciones generales de la 
contratación en los casos previstos en la legislación sobre esta materia. 
6.º Las que versen sobre cualesquiera asuntos relativos a arrendamientos urbanos o rústicos 
de bienes inmuebles, salvo que se trate del desahucio por falta de pago o por extinción del 
plazo de la relación arrendaticia. 
7.º Las que ejerciten una acción de retracto de cualquier tipo. 
8.º Cuando se ejerciten las acciones que otorga a las Juntas de Propietarios y a éstos la Ley de 
Propiedad Horizontal, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, 
en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que corresponda. 
2. Se decidirán también en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de quinientas 
mil pesetas y aquéllas cuyo interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de 
modo relativo. 
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las demandas de competencia desleal deben ser presentadas ante los 

juzgados de lo mercantil. Así lo dispone al artículo 86 ter del cuerpo legal antes 

mencionado que establece que:  

 

“Los juzgados de lo mercantil conocerán, asimismo, de cuantas 

cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil, 

respecto de: 

 

a) Las demandas en las que se ejerciten acciones relativas a 

competencia desleal, propiedad industrial, propiedad intelectual y 

publicidad, así como todas aquellas cuestiones que dentro de este 

orden jurisdiccional se promuevan al amparo de la normativa 

reguladora de las sociedades mercantiles y cooperativas.” (El 

subrayado y las negrillas me pertenecen). 

 

El jurisconsulto Antonio Robles Martín-Laborda, considera que 

“efectivamente los procesos en materia de competencia desleal se 

tramitan conforme el sistema jurisdiccional civil, caracterizado por ser un 

sistema de resolución de conflictos intersubjetivos en el que solamente se 

tienen en cuenta, por lo general, intereses privados.” (Robles, 2001, p. 

233). 

 

De igual forma establece que “la Ley de Competencia Desleal protege 

esos mismos intereses desde el punto de vista de los intereses privados, 

ya sean éstos de los competidores o de los consumidores; de ahí de sus 

<<remedios>> sean típicamente jurídico-privados”. (Robles, 2001, p. 241). 

 

Queda claro que los actos de competencia desleal que afectan al interés 

particular, sea derivado de un derecho de propiedad intelectual o no, deben ser 

reclamados ante los juzgados de lo mercantil y no a través de un órgano 

administrativo como ocurre en otras legislaciones. 

 



59 

 

3.2.3. La posibilidad del “doble reproche· 

 
Como hemos analizado anteriormente, en el sistema español existe la 

posibilidad de que el sujeto pasivo reciba un doble reproche por el acto de 

competencia desleal cometido. 

 
Si el acto afecta tanto al mercado como a los intereses de los particulares, se 

pueden iniciar dos acciones separadas, para que dicha actuación sea 

castigada desde la óptica de la defensa de la competencia y de la competencia 

desleal. 

 
“En cualquier caso, de acuerdo con la solución adoptada por el legislador 

(español), los actos de competencia desleal que, por distorsionar 

gravemente las condiciones de competencia en el mercado, además 

afecten el interés público, resultan merecedoras, al menos de un doble 

reproche: uno desleal y otro antitrust”. (Robles, 2001, p. 240). 

 

De esta forma, la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) será la 

encargada de resolver el acto de competencia desleal desde la óptica antitrust. 

Esto quiere decir, que la CNC no hará un juicio sobre si el acto denunciado es 

desleal o no, si no si dicho acto afecta al mercado y por ende al interés general.  

 

Por otro lado, la Justicia Ordinaria a través de los jueces mercantiles, deberá 

determinar únicamente si el acto denunciado es leal o no. La Ley, tanto de 

Defensa de la Competencia y Competencia Desleal, reconocen que tanto un 

acto de competencia desleal antitrust puede ser conocido por la justicia 

ordinaria (Robles, 2001, p. 2423). Es así, como el sujeto pasivo podrá recibir un 

doble reproche por su acto. 

 
3.2.4. Medidas cautelares en el proceso administrativo y judicial 

 

 “Resulta evidente que la práctica que las medidas cautelares, en materia de 

competencia desleal, pueden ofrecer mayor importancia que la sentencia de 

fondo”. (Sexmero, 2000, p. 107). 
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Al ser un proceso judicial, en el caso de las demandas por juicio ordinario de 

competencia desleal, se debe aplicar la Ley de Enjuiciamiento Civil del año 

2000, la cual es la encargada de regular y normar los procedimientos 

cautelares. 

 

El objeto principal de una medida cautelar es el cese de la conducta 

denunciada, de igual forma se pueden solicitar otro tipo de medidas cautelares, 

sin embargo esta medida es la más importante. Lo que busca la persona 

afectada por un acto de competencia desleal es que dicha actuación cese de 

forma inmediata, para que su negocio no se vea afectado por un tiempo mayor, 

en otras palabras, evitar con la medida cautelar que el acto de competencia 

desleal continúe en el tiempo y pueda generar un daño mayor. Por esta razón, 

se considera a la medida cautelar en muchas ocasiones más importante que la 

misma sentencia, tal y como lo establece Marcelino Sexmero Iglesias en el 

libro de Propiedad Industrial y Competencia Desleal. (Sexmero, 2000, p. 107) 

 

El numeral primero del artículo 721 de la LEC establece que: “Bajo su 

responsabilidad, todo actor, principal o reconvencional, podrá solicitar del 

tribunal, conforme a lo dispuesto en este Título, la adopción de las medidas 

cautelares que considere necesarias para asegurar la efectividad de la tutela 

judicial que pudiera otorgarse en la sentencia estimatoria que se dictare”. (LEC, 

art. 721).  

 

En el artículo 730 del mismo cuerpo legal, se establece en qué momento se 

puede solicitar las medidas cautelares, por lo general se solicitan dentro de 

la misma demanda, sin embargo hay ocasiones en las que se pueden 

solicitar las medidas antes de presentar la demanda principal. Si ese es el 

caso, se deberá presentar la demanda principal ante el mismo juzgado 

dentro de los veinte días siguientes. (LEC, art. 730) 
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El artículo 73426 de la LEC establece que en los cinco días después de 

haber recibido la solicitud de medida cautelar, el juez deberá convocar a una 

audiencia para que se lleve a cabo dentro de diez días, dentro de la cual se 

resolverá sobre la adopción de las medidas solicitadas. (LEC, art. 734). 

 

Es importante mencionar que la parte que solicite la adopción de una medida 

cautelar, deberá ofrecer una fianza para poder asegurar los daños y perjuicios 

que puedan ocasionar la medida adoptada. La contra cautela será determinada 

por el juez, quien la fijara dependiendo de cada caso. (Sexmero, 2000, p. 110). 

 

Por otro lado, en el proceso administrativo que se ventila ante la CNC por un 

acto de competencia desleal que afecta al interés general, se pueden solicitar 

medidas cautelares en cualquier momento del proceso.  

 
La Ley de Defensa de la Competencia no ahonda en el proceso de las medidas 

cautelares, de esta forma en su artículo 54 dispone lo siguiente: “Una vez 

incoado el expediente, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 

podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, a propuesta o previo informe de 

la Dirección de Investigación, las medidas cautelares necesarias tendentes a 

asegurar la eficacia de la resolución que en su momento se dicte”. (LDC, art. 

54) 

                                                      
26

1. Recibida la solicitud, el Secretario judicial, mediante diligencia, salvo los casos del párrafo 
segundo del artículo anterior, en el plazo de cinco días, contados desde la notificación de 
aquélla al demandado convocará a las partes a una vista, que se celebrará dentro de los diez 
días siguientes sin necesidad de seguir el orden de los asuntos pendientes cuando así lo exija 
la efectividad de la medida cautelar. 
2. En la vista, actor y demandado podrán exponer lo que convenga a su derecho, sirviéndose 
de cuantas pruebas dispongan, que se admitirán y practicarán si fueran pertinentes en razón 
de los presupuestos de las medidas cautelares. También podrán pedir, cuando sea necesario 
para acreditar extremos relevantes, que se practique reconocimiento judicial, que, si se 
considerare pertinente y no pudiere practicarse en el acto de la vista, se llevará a cabo en el 
plazo de cinco días. 
Asimismo, se podrán formular alegaciones relativas al tipo y cuantía de la caución. Y quien 
debiere sufrir la medida cautelar podrá pedir al tribunal que, en sustitución de ésta, acuerde 
aceptar caución sustitutoria, conforme a lo previsto en el artículo 746 de esta Ley. 
3. Contra las resoluciones del tribunal sobre el desarrollo de la comparecencia, su contenido y 
la prueba propuesta no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de que, previa la oportuna protesta, 
en su caso, puedan alegarse las infracciones que se hubieran producido en la comparecencia 
en el recurso contra el auto que resuelva sobre las medidas cautelares. 
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El Tribunal Constitucional de España, en su sentencia 218 del 18 de julio de 

1994, manifiesta que: “la finalidad constitucionalmente protegida de las 

medidas cautelares no es otra como ya se ha dicho, que la de asegurar la 

efectividad del pronunciamiento futuro del órgano jurisdiccional relativo 

precisamente a los derechos e intereses legítimos llevados ante los jueces y 

tribunales en el proceso principal en el que se resuelve la cuestión de fondo”. 

 
3.2.5. Conclusiones sobre los actos de competencia desleal y defensa de 

la competencia en España 

 

En España, como en otras legislaciones, se pueden resolver los actos de 

competencia desleal, que afectan al interés particular y al interés general, sin la 

necesidad de que en el primer caso afecten exclusivamente derechos de 

propiedad intelectual. 

 

De manera similar a la legislación peruana, en España existen dos cuerpos 

normativos independientes para Defensa de la Competencia y Competencia 

Desleal. En cada uno se establece la normativa sustantiva y adjetiva para cada 

caso. Lo cual no ocurre en el Ecuador, donde se mezcla en una sola normativa 

dos disciplinas del derecho que son autónomas.  

 

Así como en Ecuador y Perú, los actos de competencia desleal que afectan al 

interés general son conocidos y resueltos a través de un órgano administrativo 

especializado para estos casos. Sin embargo, la diferencia principal entre la 

legislación española y las antes mencionadas, radica en los actos de 

competencia desleal que afectan únicamente los intereses de los particulares. 

El legislador español entiende que en los casos que se afecte únicamente los 

intereses privados, la justicia ordinaria es la competente para conocerlos y 

resolverlos. 

 

Sin embargo, los casos de competencia desleal deben ser tramitados de una 

forma ágil, efectiva y eficiente por la institución que esté a cargo. De esta 

forma, nos preguntamos si un proceso judicial a través de un juicio ordinario es 
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el más efectivo para resolver este tipo de demandas, o se debe implementar un 

proceso administrativo que, en general, en el Ecuador son más eficientes que 

la justicia ordinaria. 

 
Finalmente, otra diferencia importante que existe entre la legislación española 

en Competencia Desleal y la ecuatoriana, es que la primera adopta un modelo 

social, aplicando la buena fe objetiva dentro de su cláusula general, mientras 

que en la legislación ecuatoriana se mantiene el modelo profesional.  

 
3.3. La defensa de la competencia y la competencia desleal en la 

República de Colombia 

 
En la República de Colombia, existe un sistema similar al de España, Perú y 

Ecuador en el sentido que un órgano administrativo es el encargado de 

conocer y resolver los actos de competencia desleal que afectan al interés 

general. 

 
La gran diferencia con las otras legislaciones es tanto la justicia ordinaria como 

un órgano administrativo pueden conocer y resolver los actos de competencia 

desleal que afectan los intereses de los particulares. Sin embargo, esta 

competencia es opcional, ya que este tipo de actos también pueden ser 

resueltos por un órgano administrativo. 

 

3.3.1. La competencia desleal 

 

La Ley 256 del 15 de enero de 1996, es el cuerpo legal aplicable para la 

materia de competencia desleal en Colombia. Al igual que en otras 

legislaciones sobre esta materia, existe una cláusula general27 donde se 

                                                      
27

Ley 256 de 1996.Artículo 7.- Quedan prohibidos los actos de competencia desleal. Los 
participantes en el mercado deben respetar en todas sus actuaciones el principio de la buena 
fe comercial. 
En concordancia con lo establecido por el numeral 2o. del artículo 10 bis del Convenio de 
París, aprobado mediante Ley 178 de 1994, se considera que constituye competencia desleal, 
todo acto o hecho que se realice en el mercado con fines concurrenciales, cuando resulte 
contrario a las sanas costumbres mercantiles, al principio de la buena fe comercial. 
En concordancia con lo establecido por el numeral 2o. del artículo 10 bis del Convenio de 
París, aprobado mediante Ley 178 de 1994, se considera que constituye competencia desleal, 
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establece, en virtud del artículo 10 bis del Convenio de Paris, qué actos se 

consideran como desleales. En los siguientes doce artículos se establecen de 

forma ejemplificativa los actos que pueden ser considerados como desleales 

cuando son cometidos en el mercado.28 

 

Contra los actos de competencia desleal existen dos tipos de acciones que 

pueden iniciar los sujetos activos, la primera es una acción de condena y la 

segunda una acción de prevención. 

 

La primera se encuentra establecida dentro del numeral primero del artículo 20 

del cuerpo legal antes mencionado. Dicho numeral establece lo siguiente: 

“Acción declarativa y de condena. El afectado por actos de competencia 

desleal tendrá acción para que se declare judicialmente la ilegalidad de los 

actos realizados y en consecuencia se le ordene al infractor remover los 

efectos producidos por dichos actos e indemnizar los perjuicios causados al 

demandante. El demandante podrá solicitar en cualquier momento del proceso, 

que se practiquen las medidas cautelares consagradas en el artículo 33 de la 

presente Ley”. 

 

Mediante este inciso se le faculta al agraviado a iniciar una acción legal para 

que la conducta denunciada sea declarada ilegal y se le condene por los daños 

y perjuicios ocasionados. Con esta acción se busca el cese del acto desleal y 

una condena por dicha actuación ilegal. 

 

                                                                                                                                                           
todo acto o hecho que se realice en el mercado con fines concurrenciales, cuando resulte 
contrario a las sanas costumbres mercantiles, al principio de la buena fe comercial, a los usos 
honestos en materia industrial o comercial, o bien cuando esté encaminado a afectar o afecte 
la libertad de decisión del comprador o consumidor, o el funcionamiento concurrencias del 
mercado. 
 
28

 Ley 256 de 1996. Artículo 3.- Esta Ley se le aplicará tanto a los comerciantes como a 
cualesquiera otros participantes en el mercado. 
La aplicación de la Ley no podrá supeditarse a la existencia de una relación de competencia 
entre el sujeto activo y el sujeto pasivo en el acto de competencia desleal. 
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“La sentencia tendrá dentro de su cuerpo: 1. La declaración de afectación a 

la competitividad; 2. La prohibición que se siga ejecutando ese acto dentro 

del mercado; y 3. La orden de pagar a título de indemnización, una suma de 

dinero”. (Velandia, 2011, p. 368). 

 

Por otro lado, en el inciso segundo del artículo antes mencionado se le faculta 

al perjudicado iniciar una acción preventiva, la cual manifiesta lo siguiente: 

“Acción preventiva o de prohibición. La persona que piense que pueda resultar 

afectada por actos de competencia desleal, tendrá acción para solicitar al juez 

que evite la realización de una conducta desleal que aún no se ha 

perfeccionado, o que la prohíba aunque aún no se haya producido daño 

alguno”. 

 

El posible perjudicado puede solicitar a la autoridad competente que evite que 

se produzca un perjuicio en su contra, por un acto que puede constituirse como 

desleal en el mercado. Este tipo de acción considero que es muy interesante, 

ya que en otras legislaciones se utiliza esto como una medida cautelar, como lo 

vimos anteriormente en España. 

 

3.3.1.1 Competencia jurisdiccional y administrativa 

 
Una vez que hemos analizado brevemente sobre la competencia desleal desde 

la Ley 256 de 1996, podemos profundizar sobre los dos caminos que existen 

en Colombia para denunciar un acto de competencia desleal. 

 
Como ya vimos anteriormente, existen dos tipos de acciones que puede 

interponer el sujeto activo en contra del sujeto pasivo por el cometimiento de un 

acto de competencia desleal. Dicha acción puede ser presentada ante la 

justicia ordinaria como también ante un órgano administrativo. 

 
Los jueces civiles de primera instancia son competentes para conocer y 

resolver los actos de competencia desleal, tal y como lo establece el artículo 
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2029 de la Ley 1564 de 2012, la cual contiene el Código General de Procesos. 

Dicho artículo establece que los jueces antes mencionados son los 

competentes para conocer los asuntos de competencia desleal sin perjuicio de 

las atribuciones jurisdiccionales que se les ha otorgado a los órganos 

administrativos. 

 

Así mismo el artículo 2830 del cuerpo legal antes mencionado, establece la 

competencia territorial para los jueces. En los asuntos de propiedad intelectual 

y de competencia desleal establece que son competentes los jueces del 

circuito donde se haya violado el derecho o se haya realizado el acto. 

 

Por otro lado se puede iniciar una acción ante la Superintendencia de Industria 

y Comercio de Colombia, quien tendrá en los casos de actos de competencia 

desleal que afecten los intereses de los particulares las potestades de un juez. 

(Velandia, 2011, p. 409). 

 

A dicha institución pública administrativa, se le otorgó facultades 

jurisdiccionales, en este caso para conocer y resolver los actos de competencia 

desleal. Así lo establece el artículo 2431 de la Ley 1564 de 2012 donde se 

establece a qué instituciones administrativas se les otorga funciones 

jurisdiccionales. Una de éstas es la Superintendencia de Industria y Comercio 

la cual resolverá los asuntos de competencia desleal. Dentro del mismo artículo 

se establecen las siguientes reglas para que la institución administrativa pueda 

conocer este tipo de actos: 

                                                      
29

Ley 1564 de 2012.- Artículo 20.-Los jueces civiles del circuito conocen en primera instancia 
de los siguientes asuntos: 3. De los de competencia desleal, sin perjuicio de las funciones 
jurisdiccionales atribuidas a las autoridades administrativas. 
30

Ley 1564 de 2012.- Artículo 20.- La competencia territorial se sujeta a las siguientes reglas: 
11. En los procesos de propiedad intelectual y de competencia desleal es también competente 
el juez del lugar donde se haya violado el derecho o realizado el acto, o donde este surta sus 
efectos si se ha realizado en el extranjero, o el del lugar donde funciona la empresa, local o 
establecimiento o donde ejerza la actividad el demandado cuando la violación o el acto esté 
vinculado con estos lugares. 
31

Ley 1564 de 2012.- Artículo 20.- Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo 
ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas: 1. La Superintendencia 
de Industria y Comercio en los procesos que versen sobre: b) Violación a las normas relativas a 
la competencia desleal. 
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“Parágrafo 1°. 

 
Las funciones jurisdiccionales a que se refiere este artículo, generan 

competencia a prevención y, por ende, no excluyen la competencia 

otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a las autoridades 

administrativas en estos determinados asuntos. 

 
Cuando las autoridades administrativas ejercen funciones 

jurisdiccionales, el principio de inmediación se cumple con la 

realización del acto por parte de los funcionarios que, de acuerdo con 

la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su 

delegado o comisionado.” 

 
En este caso, se refiere que tanto los jueces civiles como la SIC son 

competentes para resolver los actos de competencia desleal. Por lo 

tanto la atribución jurisdiccional otorgada a esta entidad administrativa 

no vuelve incompetentes a la justicia ordinaria.” 

 
“Parágrafo 3°. 

Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las 

mismas vías procesales previstas en la ley para los jueces. 

Las providencias que profieran las autoridades administrativas en 

ejercicio de funciones jurisdiccionales no son impugnables ante la 

jurisdicción contencioso administrativa. 

 

Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 

administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior funcional 

del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la 

primera instancia ante un juez y la providencia fuere apelable. 

 

Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única 

instancia, los asuntos atribuidos a las autoridades administrativas se 

tramitarán en única instancia”. 
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Es claro, mediante esta disposición, que la SIC hace las veces de un juez de 

primera instancia, por lo tanto; su actuación debe ser igual a la de un juez 

tomando en cuenta todo lo dispuestos para la justicia ordinaria en materia de 

competencia desleal. Así mismo las resoluciones que emanen de la SIC serán 

apelables ante el Tribunal Superior. 

 
“No se debe confundir esta facultad civil con la facultad 

administrativa, pues son diferentes: en la primera, la 

Superintendencia de Industria y Comercio ejerce labores de juez, en 

tanto que, en la segunda, adelanta funciones de policía 

administrativa en desarrollo de su labor de supervisión y control del 

mercado. 

 
En tal sentido, son dos los sujetos competentes en materia civil para 

juzgar asuntos de competencia desleal: por una parte todos los 

jueces civiles del circuito, de otra, la Superintendencia de Industria y 

Comercio, como un juez más de primera instancia ya que el fallo 

final siempre estará en cabeza del Tribunal Superior Civil como 

autoridad competente para conocer en segunda instancia de estos 

casos”. (Velandia, 2011, p. 409). 

 

3.3.2. La defensa de la competencia 

 

Originalmente la Superintendencia de Industria y Comercio se encontraba 

facultada para conocer y resolver únicamente los actos de competencia desleal 

que afectaban al mercado y al interés general. 

 
El Decreto 2153 de 1992 establece en su artículo 232que la SIC es el órgano 

encargado de velar por la protección de la competencia. De igual forma debe 

                                                      
32

Decreto 2153 de 1992.- Artículo 2.-  La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá las 
siguientes funciones: Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección de la 
competencia; atender las reclamaciones o quejas por hechos que pudieren implicar su 
contravención y dar trámite a aquellas que sean significativas para alcanzar en particular los 
siguientes propósitos: la libre participación de las empresas en el mercado, el bienestar de los 
consumidores y la eficiencia económica. 
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atender las reclamaciones que presenten las personas para alcanzar la 

eficiencia económica y el bienestar de los consumidores. 

 

La defensa de la competencia o protección de la competencia como la 

legislación colombiana se refiere a ella, se encuentra regulada desde hace 

varios años a través de la Ley 155 de 1959 la cual dicta algunas disposiciones 

relativas a prácticas comerciales restrictivas. El artículo primero establece que: 

“Quedan prohibidos los acuerdos o convenios que directa o indirectamente 

tengan por objeto limitar la producción, abastecimiento, distribución o consumo 

de materias primas, productos, mercancías o servicios nacionales o 

extranjeros, y en general, toda clase de prácticas, procedimientos o sistemas 

tendientes a limitar la libre competencia y a mantener o determinar precios 

inequitativos”. Siguiendo en esa mima normativa, nos encontramos con el 

artículo 11 que enumera que actos son considerados como desleales para 

legislación. 

 

La Ley antes mencionada no profundiza dentro de la materia de protección de 

la competencia, es por esta razón que se aprueba la Ley 1340 de 2009, la cual 

tiene por objeto33 actualizar la normativa en cuestiones de defensa de la 

competencia. 

 

Se establece de forma clara y precisa que la SIC es el órgano administrativo 

competente para conocer y resolver los actos que atenten contra la libre 

competencia. Así lo dictamina el artículo 6 de la Ley 1340 de 2009, el cual 

establece “La Superintendencia de Industria y Comercio conocerá en forma 

                                                                                                                                                           
 
PARÁGRAFO. La Superintendencia de Industria y Comercio tendrá en cuenta los propósitos de 
que trata el presente artículo al momento de resolver sobre la significatividad de la práctica e 
iniciar o no una investigación, sin que por este solo hecho se afecte el juicio de ilicitud de la 
conducta. 
 
33

Ley 1340 de 2009.- Artículo 1.- La presente ley tiene por objeto actualizar la normatividad en 
materia de protección de la competencia para adecuarla a las condiciones actuales de los 
mercados, facilitar a los usuarios su adecuado seguimiento y optimizar las herramientas con 
que cuentan las autoridades nacionales para el cumplimiento del deber constitucional de 
proteger la libre competencia económica en el territorio nacional. 
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privativa de las investigaciones administrativas, impondrá las multas y adoptará 

las demás decisiones administrativas por infracción a las disposiciones sobre 

protección de la competencia, así como en relación con la vigilancia 

administrativa del cumplimiento de las disposiciones sobre competencia 

desleal”. 

 
Del párrafo anterior salta a la vista el subrayado de la frase “en forma privativa”, 

el cual fue una disposición de la Corte Constitucional colombiana a través de 

su sentencia C-172 de 2014en la cual señala que la SIC de forma exclusiva es 

la encargada de conocer y resolver los actos que afecten al mercado y al 

interés general. 

 

Es claro que el proceso de investigación administrativo será efectuado a través 

de la SIC cuando la autoridad competente considere que la actuación afectó al 

interés público, en este caso el mercado. Por lo tanto, la investigación en este 

caso podrá ser iniciada de oficio o a petición de parte (Velandia, 2011, p. 408). 

 

3.3.3. Conclusiones sobre los actos de competencia desleal y defensa de 

la competencia en la República de Colombia 

 

El caso colombiano puede ser catalogado como sui géneris si lo comparamos 

con las legislaciones antes examinadas. En un principio los actos de 

competencia desleal eran resueltos de forma exclusiva por los jueces civiles de 

primera instancia. Sin embargo, como lo observamos anteriormente, se le 

otorgó una función jurisdiccional a la SIC para conocer como un juez de 

primera instancia este tipo de casos. 

 

En el Perú, el INDECOPI es la autoridad administrativa para resolver los actos 

de competencia desleal que afectan al interés particular. Sin embargo, su 

actuación sigue siendo como un órgano administrativo y no como un juez como 

lo dictamina la legislación colombiana. En España, la justicia ordinaria tiene la 

potestad exclusiva para resolver este tipo de actos y en ningún caso se le 

otorga la facultad a un ente administrativo para conocerlos. 
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Es extraño que en un caso de esta naturaleza se den este tipo de actos ya que 

la legislación sobre esta materia busca la especialización de los juzgadores 

para que sus resoluciones velen tanto por el mercado como por el interés 

particular. 

 

Considero que las personas que se vean perjudicadas por un acto de 

competencia desleal que afecte exclusivamente a sus intereses privados, 

acudirán a la entidad que mejor responda a sus necesidades. Si la justicia 

ordinaria colombiana es efectiva y más ágil que los órganos administrativos, el 

perjudicado presentará su demanda ante un juez de lo civil. Sin embargo, al 

tener una justica ineficiente, el usuario acudirá directamente a la SIC. 

 

“Entiendo, por último, que una política estatal seria y democrática de 

traslados de jurisdicción debe ser originada por evidentes problemas de 

congestión judicial y por las exigencias de conocimientos especializados 

que, analizados y evaluados en sus reales dimensiones, oriente la 

necesidad de aplicarla para obtener mayor grado de eficacia e idoneidad, 

lo cual rechaza toda idea de capricho o arbitrariedad; política que, en todo 

caso, por lo mismo, la ley que la concrete debe justificarse plenamente y 

quedar bajo control de constitucionalidad”.(Guarín, 2005, p. 516). 

 

Concuerdo con lo sostenido por Alfonso Guarín Ariza, por lo que dichas 

medidas a mi parecer fueron adoptadas por el legislador colombiano para, en 

primer lugar, descongestionar el sistema judicial el cual, al igual que en muchos 

otros países, se encuentra colapsado por varias razones que no son objeto de 

estudio en este trabajo. 

 

Otra razón importante para otorgarle a la SIC estas atribuciones, es la poca 

especialización que tienen los jueces ordinarios en este tipo de materia. Sin 

embargo, la SIC al ser un órgano administrativo encargado para velar sobre la 

propiedad intelectual, derechos del consumidor y competencia, es el idóneo 

para conocer y resolver este tipo de actos. 
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3.4. Conclusión final sobre la competencia desleal en el Ecuador, Perú, 

Colombia y España 

 

Como se analizó anteriormente, los actos de competencia desleal son 

resueltos con sus particularidades en cada legislación. Sin embargo, en Perú, 

Colombia y España los actos de competencia desleal que afectan al interés 

particular y no se encuentran relacionados con derechos relativos a la 

propiedad intelectual, pueden ser resueltos por un órgano determinado, lo cual 

no sucede en el Ecuador actualmente. 

 

En las legislaciones extranjeras antes analizadas, buscan proteger los 

intereses de los particulares, lo cual es lógico, tomando en cuenta que los 

actos de competencia desleal afecten siempre los intereses de los particulares, 

y de forma excepcional afectarían al interés general. 

 

De esta forma, al no existir una autoridad adecuada para conocer y resolver los 

actos de competencia desleal que afectan los intereses de los particulares, 

además de dejar en la indefensión a los operadores económicos, crea una 

desventaja competitiva con sus pares internacionales, los cuales sí cuentan 

con un modelo en sus legislaciones para sancionar este tipo de actuaciones en 

el mercado. 
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CAPÍTULO IV 

 
4. POSIBLES MEDIDAS PARA QUE TODOS LOS ACTOS DE 

COMPETENCIA DESLEAL PUEDAN SER RESUELTOS POR UNA 

AUTORIDAD COMPETENTE 

 

Como hemos analizado a lo largo de este trabajo, los actos de competencia 

desleal son diversos y por el constante cambio y evolución que tiene el 

mercado, varían de forma constante. 

 

En el Ecuador, existe la SCPM, autoridad competente para conocer y resolver 

todos los actos que sean efectuados dentro del mercado ecuatoriano y tengan 

una repercusión en el interés común, alterando de esta forma el 

desenvolvimiento normal del mercado. 

 

De igual forma, el IEPI es la autoridad competente en los casos de 

competencia desleal que afectan al interés particular y son derivados de una 

violación a un derecho de propiedad intelectual. 

 

Sin embargo, como se ha recalcado en este estudio, los actos de competencia 

desleal distintos a derechos de propiedad intelectual y que afecten 

exclusivamente a los intereses particulares, no pueden ser resueltos por los 

órganos administrativos antes mencionados. 

 

En el capítulo anterior, analizamos las legislaciones de Perú, Colombia y 

España, donde existen instituciones específicas que pueden resolver todo tipo 

de acto de competencia desleal, sin dejar en la indefensión a los afectados. 

 

En el siguiente capítulo, analizaremos que puede hacer, en las circunstancias 

actuales, una persona que se vea afectada por un acto de competencia desleal 

de este tipo, y a donde puede acudir. Adicionalmente, se analizará una posible 

solución para que estos actos puedan ser resueltos de forma efectiva. 
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4.1. Realidad actual en el Ecuador de los actos de competencia desleal 

que afectan al interés particular y no se derivan de un derecho de 

propiedad intelectual. 

 

Hemos revisado a lo largo de la presente investigación, que los actos de 

competencia desleal que afectan al interés general siempre son conocidos y 

resueltos por la SCPM. De igual forma, que los actos de competencia desleal 

que afectan los intereses de los particulares y se derivan de un derecho de 

propiedad intelectual, son resueltos por el IEPI. 

 

Un claro ejemplo del segundo caso, lo encontramos dentro de la resolución No. 

SCPM-IIPD-2012-002 (Anexo II), del 3 de mayo de 2013, mediante la cual la 

Intendencia de Investigación de Prácticas Desleales de la SCPM, acoge 

parcialmente el recurso de reposición interpuesto por SU MUNDO AGENCIA 

DE VIAJES CIA. LTDA. 

 

Como antecedente a dicha resolución, el 4 de febrero de 2014, la misma 

entidad resolvió sobre la denuncia presentada por SU MUNDO AGENCIA DE 

VAIJES CIA. LTDA. en contra de Susana Lorena Tello Balcázar, lo siguiente: 

 

“Al ser los intereses afectados estrictamente de carácter particular, 

pues no resultan restrictivos de la competencia y no vulneran el 

interés general del mercado en el sector de la venta de paquetes 

turísticos y boletos aéreos, esta Intendencia de Investigación de 

Prácticas Desleales considera que no existen elementos que determinen 

la necesidad de abrir una investigación formal conforme lo prevé el 

artículo 56 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de 

Mercado; y, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 57 ibídem, no 

habiendo mérito para la prosecución de la instrucción del procedimiento, 

ordena el archivo del expediente”. (El subrayado y las negrillas me 

pertenecen). 
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La Intendencia de Competencia Desleal ordena el archivo de la denuncia en un 

principio ya que el acto denunciado no afectaba al interés general, y al verse 

afectados los intereses de los particulares no era competente para conocer y 

resolver este tipo de actos. 

 

Sin embargo, el denunciante interpone un Recurso de Reposición en contra de 

dicha de resolución alegando principalmente lo siguiente: 

 

"La motivación y la fundamentación expuesta en la decisión adoptada el 

04 de febrero de 2013 es amplia únicamente en lo que se refiere a las 

atribuciones y facultades de la Superintendencia de Control del Poder de 

Mercado, sin embargo, es pobre y diminuta en lo que se refiere al fondo 

de mi denuncia, pues únicamente se limita a decir, luego de varios 

análisis del mercado general, luego de que hemos puesto de nuestra 

parte toda la infraestructura necesaria para determinar la infracción, luego 

de que se realizaron peritajes, luego de que no se nos atendió el pedido 

de que se requieran los correos electrónicos cursados entre las personas 

denunciadas pues era una prueba determinante; ...que al no haberse 

encontrado una afectación a mercado, no corresponde entrar al análisis 

específico de la conducta". 

 

Adicionalmente, el recurrente manifiesta: 

 

"Que la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado 

(LORCPM), en la Disposición Décimo Segunda deroga los artículos 183 al 

193 y 284 al 287 de la Ley de Propiedad Intelectual (...) relativos al 

juzgamiento de la competencia desleal. Siendo así, la única ley vigente 

para este juzgamiento sería la LORCPM. Según el criterio de esta 

Intendencia, no se pueden juzgar los actos de competencia desleal que 

se denuncien porque, si no afectan al interés general, no es susceptible 

de estudio y no merece ser ni siquiera investigado. ¿En que quedan 

entonces, los derechos de los usuarios? ¿De los consumidores? (...) ¿los 
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usuarios o consumidores de los productos del mercado deben ser 

suficientemente grandes para ser considerados para analizar las 

conductas? Si bien no afecta al interés general sino al particular, ¿Quién 

JUZGA AHORA LAS PRÁCTICAS DE COMPETENCIA DESLEAL?". 

 

De lo que se desprende en los argumentos expuestos por la recurrente, la 

SCPM archivó su denuncia por afectar exclusivamente a particulares, por lo 

tanto, quedaría en la indefensión por no afectar al mercado y al interés general. 

 

Sin embargo, luego de analizar la denuncia presentada por el recurrente, la 

SCPM determina en su resolución, que existen indicios del cometimiento de 

una práctica desleal por parte de la denunciada. 

 

“Que en el presente expediente efectivamente se determinó la existencia 

de indicios del cometimiento de una presunta práctica desleal, lo cual 

justificó un análisis económico que reflejó que tales prácticas denunciadas 

(presunta violación de secretos empresariales) no tendrían la posibilidad 

de una afectación al interés general, sino que únicamente incidirían en 

intereses particulares”. 

 

De esta forma, determina la Autoridad que efectivamente existe un indicio de 

un acto de competencia desleal, el cual se enmarca en una presunta violación 

de secretos empresariales, por lo tanto se deriva de un derecho de propiedad 

intelectual. 

 

Por esta razón, la Intendencia de Competencia Desleal resuelve: 

 

“Acoger parcialmente el recurso de reposición interpuesto por SU 

MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA., en el sentido de que en el 

considerando II se ha detallado la determinación de los indicios del 

cometimiento de las prácticas desleales denunciadas (presunta violación 

de secretos empresariales), y de revocar el archivo del expediente y 
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ordenar, en su lugar, que se remita el mismo a la autoridad competente 

en materia de propiedad intelectual, en este caso al Instituto Ecuatoriano 

de la Propiedad Intelectual, una vez que quede ejecutoriada la decisión de 

la Superintendencia de Control del Poder de Mercado en el presente 

caso. Previo a remitir el expediente original, corresponderá que en los 

archivos de la Secretaría General de esta Superintendencia se mantenga 

una copia íntegra certificada del mismo”. 

 
Es claro que la SCPM derivó este caso al IEPI por tratarse de un acto de 

competencia desleal relacionado con un derecho de propiedad intelectual 

(presunta violación de secretos empresariales), sin embargo, ¿qué hubiera 

ocurrido si el acto denunciado no tenía relación alguna con una derecho de 

propiedad intelectual? Es evidente, tal y como lo resolvió en un inicio, se 

hubiera declarado incompetente para conocer el caso y hubiera ordenado su 

archivo. 

 

En este sentido, la Intendencia de Competencia Desleal se ha pronunciado en 

otras ocasiones. Es así en la resolución No. SCPM-IIPD-2012-028 (Anexo III), 

del 11 de noviembre de 2012, donde la Intendencia de Competencia Desleal 

resuelve que no es una entidad para resolver disputas entre particulares y 

ordena el archivo del mismo. 

 

La Constitución de la República en su artículo 75, establece que: 

 

“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la 

tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con 

sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso 

quedará en indefensión. El incumplimiento de la resoluciones judiciales 

será sancionado por la ley”. (El subrayado y las negrillas me pertenecen). 

(Constitución, art. 75) 

 

Si tomamos este principio constitucional, una persona que se vea afectada por 

un acto de competencia desleal que no afecta al interés general ni se deriva a 
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un derecho de propiedad, quedará en la indefensión a través de la vía 

administrativa como hemos analizado anteriormente. Sin embargo, al aplicar lo 

dispuesto en el artículo antes mencionado, nos debemos preguntar si puede 

acudir a la justicia ordinaria para que se resuelva el acto de competencia 

desleal que no puede ser resuelto por la vía administrativa. 

 
Con la finalidad de ahondar en el presente estudio debemos mencionar otro 

caso denunciado ante la SCPM, el cual trata sobre actos de competencia 

desleal que afectan al interés particular y que, en unos casos se encuentran 

relacionados con derechos de propiedad intelectual y en otros, no. Se trata de 

la resolución No. SCPM-IIPD-2013-012 (Anexo IV), de 3 de febrero de 2014, la 

cual versa sobre una denuncia presentada por la compañía DITECA S.A. en 

contra de la compañía MATSUKO CIA. LTDA. y los señores Ernel Plaza 

Bajaña, Javier Alberto Berrera Blum y José Luis Cevallos Sánchez. La 

denunciante alega violación a la cláusula general de la LORCPM, actos de 

confusión, actos de explotación de reputación ajena, actos de violación de 

secretos empresariales y actos de inducción a la violación contractual, todos 

tipificados como actos de competencia desleal en la LORCPM. 

 

Dentro de la resolución, al realizar el análisis del mercado relevante, la 

Autoridad determina que no existe posibilidad que las actuaciones de los 

denunciados puedan restringir, falsear, distorsionar la competencia, atentar 

contra eficiencia económica, o el bienestar general o los derechos de los 

consumidores o usuarios. Por esta razón, la SCPM determina que no es 

competente para resolver sobre los actos denunciados, sin embargo, considera 

necesario analizar las conductas desleales. 

 

Es así como determina que existe una presunta violación a la cláusula general, 

al momento que dos de los denunciados  mantenían una relación laboral con la 

accionante y al mismo tiempo era competidor de su empleador ofreciendo los 

mismos productos y servicios en el mercado. 
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De igual manera, determina que existe un presunto acto de competencia 

desleal por violación de secretos, al utilizar los denunciados listados de clientes 

que pertenecían a la empresa denunciante. 

 

Finalmente, la SCPM determina la existencia de una supuesta práctica de 

competencia desleal por inducción a la relación contractual realizada por los 

denunciados. 

 

De los actos antes mencionados, uno se encuentra relacionado con derechos 

de propiedad intelectual y dos no se relacionan con dicha materia. Tomando 

dichas consideraciones, la Intendencia de Investigaciones de Prácticas 

Desleales resuelve en relación con la supuesta práctica desleal por violación 

de secretos, al ser un tema relacionado con Propiedad Intelectual, aplicar el 

inciso primero del artículo 31 del RLORCPM y de esta forma se remita el 

expediente al Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual. 

 

La Intendencia por otro lado se declara no competente para resolver disputas 

entre particulares, aplicando el artículo 57 de la LORCPM y el artículo 63 de la 

RLORCPM, y por esta razón ordena el archivo de las denuncias en relación a 

la supuesta violación a la cláusula general y supuesta práctica de competencia 

desleal por inducción a la relación contractual. Sin embargo, salva el derecho 

del particular de acudir a la justicia ordinaria para reclamar la existencia de 

daños y perjuicios por los supuestos actos desleales antes mencionados. 

 

Desde mi punto de vista, es muy importante esta resolución de la SCPM, ya 

que definitivamente queda en manifiesto que dicha entidad no puede resolver 

los actos de competencia desleal que no afectan al interés general ni se 

encuentran relacionados con derechos de propiedad intelectual. Pero más 

importante aúnes la solución que dan para esta problemática, la cual, a ojos de 

la institución, es acudir a la justicia ordinaria para que sus derechos sean 

tutelados. 
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David Padilla34, en su conferencia denominada “Afectación de las prácticas 

desleales a la competencia, al mercado, al bienestar del consumidor y al 

interés general”, dentro del seminario internacional organizado por la 

Superintendencia de Control de Poder de Mercado y el Instituto Ecuatoriano de 

la Propiedad Intelectual en junio de 2013;menciona que la legislación nacional 

vigente determina que los actos de competencia desleal que afectan al interés 

general deben ser resueltos por la SCPM y los actos de competencia desleal 

que afectan al interés particular y se encuentran relacionados con la propiedad 

intelectual deben ser resueltos por el IEPI. 

 

De igual manera, Padilla se pregunta qué pasa con los actos que no afectan al 

interés general ni se encuentran relacionados con derechos de propiedad 

intelectual. El conferencista menciona que la LORCPM no es clara en relación 

a este tipo de actos, por lo que los afectados no pueden acudir ni a la SCPM ni 

al IEPI. Sin embargo, David Padilla sostiene que los usuarios que se ven 

afectados por un acto de estas características no se encuentran en la 

indefensión por la legislación nacional vigente, por lo que pueden reclamar este 

tipo de actos por la vía jurisdiccional a través de un juicio verbal sumario o un 

juicio ordinario. Adicionalmente, manifiesta que los consumidores podrán 

reclamar este tipo de actos mediante la Ley Orgánica de Defensa del 

Consumidor. 

 

4.1.1. Utilización de la vía del juicio verbal sumario 

 

El artículo 828 del Código de Procedimiento Civil (CPC) establece lo siguiente: 

 

“Art. 828.-Están sujetas al trámite que esta Sección establece las 

demandas que, por disposición de la ley o por convenio de las partes, 

deban sustanciarse verbal y sumariamente; las de liquidaciones de 

                                                      
34

Abogado ecuatoriano, con un diplomado en propiedad intelectual de la Universidad de 
Buenos Aires, Magíster en Derecho Internacional Económico de la Universidad Andina Simón 
Bolívar y Mater of Advance Studies (LLM) de la Universidad de Ginebra. Es ex funcionario de la 
Superintendencia de Control de Poder de Mercado. 
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intereses, frutos, daños y perjuicios, ordenadas en sentencia ejecutoriada; 

las controversias relativas a predios urbanos entre arrendador y 

arrendatario o subarrendatario, o entre arrendatario y subarrendatario, y 

los asuntos comerciales que no tuviesen procedimiento especial”. (CPC, 

art. 828) 

 
Del artículo antes mencionado, se desprende en qué casos una persona puede 

interponer un juicio verbal sumario:  

 
a) Disposición legal 

b) Acuerdo de las partes 

c) Liquidación de intereses ordenada en sentencia ejecutoriada 

d) Frutos ordenados en sentencia ejecutoriada 

e) Daños y perjuicios ordenados en sentencia ejecutoriada 

f) Controversias sobre inmuebles entre arrendadores y arrendatarios 

g) Asuntos comerciales que no tuviesen procedimiento especial 

 
Debemos analizar si se puede presentar una demanda verbal sumaria por un 

acto de competencia desleal que no afecte al mercado y no se encuentre 

relacionados con la propiedad intelectual, aplicando los literales a, e y g. 

 
4.1.1.1. Por disposición legal 

 

Una de las formas en la que se puede interponer una demanda mediante el 

procedimiento verbal sumario, es mediante la disposición expresa de una 

norma legal. 

 

Sin embargo, en materia de competencia desleal o derecho de la competencia 

no se dispone, ni en la LORCPM ni en la LPI, que los actos de ese tipo pueden 

ser reclamados vía juicio verbal sumario. 

 

Consecuentemente, a falta de disposición legal el operador económico 

afectado, en principio no podrá acudir por esta vía a la justicia ordinaria 

aplicando esta sección del artículo 828 del CPC. 
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4.1.1.2 Por daños y perjuicios ordenados en sentencia ejecutoriada 

 
La LORCPM establece en su artículo 71 lo siguiente: 

 
“Art. 71.- Responsabilidad civil.- Las personas naturales o jurídicas que 

hubieren sufrido perjuicio por la comisión de actos o conductas 

prohibidas por esta Ley, podrán ejercer la acción de resarcimiento de 

daños y perjuicios conforme las normas del derecho común. La acción 

de indemnización de daños y perjuicios será tramitada en vía verbal 

sumaria, ante el juez de lo civil y de conformidad con las reglas 

generales y prescribirá en cinco años contados desde la ejecutoria de 

la resolución que impuso la respectiva sanción”. (LORCPM, art. 71) 

 
De esta forma, la SCPM deberá determinar la violación a un acto o una 

conducta prohibida en el cuerpo legal antes mencionado, y con dicha 

resolución en firme, el afectado podrá reclamar el resarcimiento de los daños y 

perjuicios ocasionados por el acto mediante la vía verbal sumaria ante un juez 

de lo civil. 

 
Dicha disposición legal es correcta ya que una entidad administrativa no 

debería resolver sobre los daños y perjuicios que ocasione un operador 

económico a otro, por lo que atribuye esta potestad a los jueces ordinarios tal y 

como se aplica en otras legislaciones que analizamos con anterioridad. 

 
Sin embargo, este artículo no permite que un operador económico que se ve 

afectado por un acto de competencia desleal objeto de la presente 

investigación, pueda acudir directamente a la justicia ordinaria a través de un 

juicio verbal sumario, para que el juez resuelva sobre violación a un acto o una 

conducta determinada en la LORCPM. 

 
4.1.1.3. Por asuntos comerciales que no tuviesen procedimiento especial 

 

En primer lugar, es importante determinar el significado de asuntos 

comerciales; de esta forma se podrá determinar qué tipo de actos pueden ser 

encasillados dentro de esta categoría establecida en la ley. 
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La RAE al definir la palabra comercial determina que es lo “Perteneciente o 

relativo al comercio o a los comerciantes”. Por lo tanto, nos debemos remitir al 

artículo 2 y 3 del Código de Comercio donde se establece quién es 

considerado un comerciante y cuáles son los actos de comercio. 

 

En el artículo 2 antes mencionado encontramos dos elementos principales. El 

primero, la palabra “capacidad”, con la cual nos remitimos al artículo 6 del 

mismo Código, el cual establece que: “Toda persona que, según las 

disposiciones del Código Civil, tiene capacidad para contratar, la tiene 

igualmente para ejercer el comercio”. 

 

El segundo elemento del artículo 2 del Código de Comercio es “Que hagan del 

comercio su profesión habitual”. Georges Ripert establece que: “Ejercer una 

profesión es consagrar la propia actividad de una manera principal y habitual al 

cumplimiento de una determinada labor, con la finalidad de obtener un 

provecho”. (Ripert, 1954, p. 108). Por lo tanto, cuando una persona compra un 

zapato deportivo para correr los fines de semana no se encuentra ejerciendo 

un acto de comercio, sin embargo, la persona que vende los zapatos 

deportivos si se encuentra realizando un acto de comercio al ser su profesión.  

 

Existen dos formas en que una persona alcance la particularidad de un 

comerciante. La primera conocida como formal (subjetiva), cuando se inscribe 

en un registro y la segunda conocida como sistema material (objetiva), cuando 

la persona ejerce una actividad calificada por la ley como mercantil. (Cevallos, 

2011, p. 87). 

 

Por lo tanto, los asuntos comerciales son los actos que realizan los 

comerciantes que cuenten con su respectiva matrícula de comercio 

(mercantilidad subjetiva) y/o los actos de comercio (Código de Comercio, art. 3) 

que realicen las personas como su actividad habitual. 
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Sin embargo; no hay que dejar a un lado a las compañías de responsabilidad 

limitada, sociedades anónimas y compañías unipersonales de responsabilidad 

limitada, las cuales son consideradas como comerciantes, al igual que las 

personas naturales que se dediquen como actividad habitual al comercio y no 

hayan obtenido una matrícula de comercio. Todas estas personas jurídicas y 

naturales se rigen bajo las normas que regulan las actividades de los 

comerciantes, razón por la que deben responder a los usuarios y otros 

comerciantes, por lo que ante los ojos de la LORCPM son considerados 

operadores económicos. 

 
Así mismo, hay que destacar que no todos los actos de competencia desleal 

son asuntos comerciales. Por lo tanto, no deben tener por regla general que 

todos estos actos puedan ser tramitados a través de un juico verbal sumario. 

Solo se puede tramitar los actos que son asuntos comerciales, los que no son 

deberán ser tramitados mediante un juicio ordinario, como se explicará más 

adelante. 

 

Tomando en cuenta estas consideraciones previas, al revisar los actos de 

competencia desleal que se establecen en nuestra legislación de forma 

ejemplificativa, algunos actos no pueden ser considerados como comerciales, 

así por ejemplo: la violación de normas, explotación de la reputación ajena o 

los actos de denigración. 

 

Sin embargo, al aplicar la cláusula general de la LORCPM, se puede encasillar 

cualquier otra actuación desleal que sea un asunto comercial y de esta forma 

se pueda reclamar mediante la vía verbal sumaria el acto de competencia 

desleal. 

 

4.1.1.4. Desventajas de un proceso verbal sumario 

 

Si bien dentro del Código de Procedimiento Civil se establece que un juicio 

verbal sumario debe ser resuelto dentro del término de 30 días, en la práctica, 

por varios factores no sucede así. 
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Es de conocimiento público que un juicio de esta clase es resuelto en no 

menos de un año, por lo que es incompatible con lo que busca un operador 

económico al momento de acudir al Estado para que un acto de competencia 

desleal que le está afectando sea resuelto de forma rápida y efectiva. 

 

Como se mencionó con anterioridad, una de las partes más importantes de un 

proceso administrativo o judicial de competencia desleal es la adopción de 

medidas cautelares para que el daño cese de forma inmediata y de esta forma 

precautelar los intereses del afectado. 

 
En este tipo de casos si no se toma una medida rápida para que el daño cese, 

y si el juez se demora un año en tomar una decisión en un acto de 

competencia desleal que puede causar que el afectado pierda clientes e 

incluso llegue a la quiebra, el iniciar una acción mediante un juicio verbal 

sumario, carece de todo sentido. 

 

Adicionalmente, la Ley no hace referencia expresa a esta vía para que los 

afectados puedan iniciar un juicio verbal sumario en contra del supuesto 

infractor. En este sentido, al no tener un precedente de este tipo en nuestra 

legislación, no podemos saber si el juez admitiría a trámite o no una demanda 

por un acto de competencia desleal de asuntos comerciales que no afecte al 

interés general ni se encuentre relacionado con derechos de propiedad 

intelectual. 

 

4.1.2. Utilización de la vía del juicio ordinario 

 

El artículo 25 de la LORCPM, en su inciso tercero establece lo siguiente: 

 

“La determinación de la existencia de una práctica desleal no requiere 

acreditar conciencia o voluntad sobre su realización sino que se asume 

como cuasidelito de conformidad con el Código Civil. Tampoco será 

necesario acreditar que dicho acto genere un daño efectivo en perjuicio 

de otro concurrente, los consumidores o el orden público económico, 
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bastando constatar que la generación de dicho daño sea potencial, de 

acuerdo a lo establecido en esta Ley”. 

 

Por otro lado, el Código Civil en su artículo 2184 establece que “Si el hecho es 

culpable, pero cometido sin intención de dañar, constituye un cuasidelito”. 

Si analizamos el artículo de la LORCPM y la definición que da el Código Civil 

ecuatoriano a los cuasidelitos, se podría concluir que los actos de competencia 

desleal son cometidos por los operadores económicos sin el ánimo de causar 

daño. 

 

No obstante, si bien en algunas ocasiones los actos de competencia desleal 

pueden ser cometidos por desconocimiento del infractor, la mayoría de éstos 

son cometidos con la conciencia y voluntad de generar un daño en contra de 

su competidor para de esta forma obtener un beneficio en el mercado. 

 

Por ejemplo, si un competidor realiza un acto de denigración en contra de otro 

competidor, en principio resultaría difícil que alegue que no tuvo la intención de 

causar daños a terceros (en este caso a su competidor). 

 

Por otro lado, es importante mencionar lo que determina la disposición general 

primera de la LORCPM, donde el legislador establece que lo que no se 

encuentre señalado dentro de dicha Ley se estará dispuesto, a lo establecido 

en el Código Civil y Código de Procedimiento Civil, entre otros cuerpos legales. 

 

El Código Civil en el artículo 2214 establece que: “El que ha cometido un delito 

o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a la indemnización; sin 

perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. En 

este caso, el que ha cometido un acto de competencia desleal (cuasidelito) que 

no puede ser resuelto ni por la SCPM ni por el IEPI podrá reclamar por la vía 

jurisdiccional a través de un juicio ordinario la indemnización respectiva por los 

daños ocasionados. Es importante resaltar, que el juez de lo civil no podrá 

imponer las multas (penas que establece la LORCPM) que se aplican 
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exclusivamente para los operadores económicos que atenten en contra del 

mercado, pero si podrán aplicar como norma supletoria las disposiciones 

relativas a los actos de competencia desleal, para que el juez pueda determinar 

si efectivamente se configuró un acto de esa naturaleza. 

 

4.1.2.1. Desventajas de la utilización de la vía del juicio ordinario 

 

Si bien la persona afectada no quedaría en la indefensión por este tipo de 

actos de competencia desleal, ya que puede acudir por la vía jurisdiccional 

para que se atienda su reclamo, la vía no es la apropiada en relación con la 

naturaleza de los actos de competencia desleal. 

 

Tal y como se mencionó en las desventajas de acudir por la vía jurisdiccional 

mediante un juicio verbal sumario, las mismas se repiten por esta vía, siendo 

en esta ocasión más grandes las desventajas tomando en cuenta que un juicio 

ordinario, hoy por hoy en la justicia ecuatoriana, podría tomar alrededor de diez 

años en concluir. 

 
4.1.3. Utilización de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor 

 
David Padilla en su conferencia establece que un consumidor que se encuentre 

perjudicado por un acto de competencia desleal que no afecta al mercado ni se 

encuentra relacionado con la propiedad intelectual puede aplicar la Ley 

Orgánica de Defensa del Consumidor (LODC) para reclamar la tutela de sus 

derechos. 

 
El artículo 81 de la LODC establece lo siguiente:  

 
“Es facultad de la Defensoría del Pueblo, conocer y pronunciarse 

motivadamente sobre los reclamos y las quejas, que presente cualquier 

consumidor, nacional o extranjero, que resida o esté de paso en el país y 

que considere que ha sido directa o indirectamente afectado por la 

violación o inobservancia de los derechos fundamentales del consumidor, 

establecidos en la Constitución Política de la República, los tratados o 
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convenios internacionales de los cuales forme parte nuestro país, la 

presente Ley, así como las demás leyes conexas. 

En el procedimiento señalado en el inciso anterior, la Defensoría del 

Pueblo podrá promover la utilización de mecanismos alternativos para la 

solución de conflictos, como la mediación, siempre que dicho conflicto no 

se refiera a una infracción penal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 

presente artículo, el consumidor podrá acudir, en cualquier tiempo, a la 

instancia judicial o administrativa que corresponda.” 

 

De este artículo se desprende que únicamente los consumidores podrán acudir 

a dicha entidad para presentar un reclamo que viole sus derechos, en este 

caso, un acto de competencia desleal. 

 

El proceso antes mencionado no es de cumplimiento obligatorio por las partes, 

por lo que el afectado en cualquier momento puede presentar una denuncia 

ante el Juez de Contravenciones y en segunda instancia ante el juez de lo 

penal, tal y como lo establece el artículo 8435 de la LODC.  

 

El artículo 1 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Defensa del 

Consumidor menciona lo siguiente: 

                                                      
35

Art. 84 - Son competentes para conocer y resolver sobre las infracciones a las normas 
contenidas en la presente Ley, en primera instancia, el Juez de Contravenciones de la 
respectiva jurisdicción, y, en caso de apelación, el Juez de lo Penal de la respectiva 
jurisdicción. 
 
El juzgamiento de las infracciones previstas en esta Ley se iniciará mediante denuncia, 
acusación particular o excitativa fiscal. 
 
Propuesta la denuncia y una vez citado el acusado, el Juez señalará día y hora para la 
audiencia oral de juzgamiento, la misma que deberá llevarse a cabo dentro del plazo de diez 
días contados a partir de la fecha de la notificación. Dicha audiencia iniciará con la contestación 
del acusado. A esta audiencia concurrirán las partes con todas las pruebas de las que se crean 
asistidos, previniéndoles que se procederá en rebeldía. 
 
Se dispondrá que las partes presenten sus pruebas, luego de lo cual se dictará sentencia en la 
misma audiencia, de ser posible, caso contrario, se lo hará dentro del plazo perentorio de tres 
días. 
 
Si el consumidor anexa a su denuncia el informe emitido por la Defensoría del Pueblo, se 
considerará su contenido de conformidad a lo dispuesto en la presente Ley. 
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“De conformidad con los incisos tercero y noveno del Art. 2 de la ley, 

no serán considerados consumidores aquellas personas naturales o 

jurídicas que adquieran, utilicen o reciban oferta de bienes o 

servicios para emplearlos en la explotación de actividades 

económicas con fines de lucro o, en beneficio de sus clientes o de 

terceros a quienes ofrezcan bienes o servicios”. 

 
Con este artículo, queda evidenciado que solo los consumidores que obtengan 

bienes o servicios para su consumo personal se encuentran sujetos a la LODC. 

Por lo tanto, las personas que se vean afectadas por los actos de competencia 

desleal antes mencionados, podrán acudir a la Defensoría Pública o presentar 

una denuncia ante el Juez de Contravenciones siempre y cuando sea un 

consumidor. 

 

Es importante diferenciar los derechos que busca proteger la LODC y la 

LORCPM. La primera busca proteger los derechos exclusivamente de los 

consumidores, mientras que la segunda busca una protección más amplia, a 

todos los operadores que se encuentren dentro del mercado. Sin embargo, 

como se ha manifestado a lo largo de este trabajo, algunos derechos en 

particular se encuentran desprotegidos en la LORCPM. 

 

Una vez más, se demuestra que los operadores económicos que se vean 

afectados por actos de competencia desleal distintos a los que pueden resolver 

la SCPM o el IEPI se encuentran en estado de indefensión ya que sus 

derechos no pueden ser tutelados en las condiciones adecuadas en la 

situación actual de la legislación nacional. 

 

4.2. Posibles soluciones para que se pueda reclamar un acto de 

competencia desleal que afecta exclusivamente al interés particular y no 

se encuentra relacionado con derechos de propiedad intelectual. 

 

Hemos analizado varias legislaciones en relación con los actos de competencia 

desleal. Tomando en cuenta dichas experiencias y analizando su posible 



90 

 

aplicación a la realidad del Ecuador, a continuación analizaremos las posibles 

soluciones que se pueden aplicar en el Ecuador para que los actos de 

competencia desleal que no afectan al interés general y no se encuentran 

relacionados con derechos de propiedad intelectual puedan ser resueltos de 

una forma rápida y efectiva. 

 
4.2.1. Creación de una entidad multi competente, tomando en cuenta la 

experiencia peruana y colombiana 

 

Como analizamos en otras legislaciones, en especial en la peruana y 

colombiana, los actos de competencia desleal son resueltos por organismos 

multi competentes en las materias de propiedad intelectual, competencia y 

derecho del consumidor. 

 

En el Ecuador, el hecho de unificar en una sola institución todas estas 

competencias resultaría muy complicado desde algunos puntos de vista. En 

primer lugar, se debería realizar una gran inversión por parte del Estado 

Central para unificar al Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual, a la 

Superintendencia de Control y Poder de Mercado y a la Defensoría del Pueblo 

dentro de una sola institución. Se necesita un espacio físico suficientemente 

amplio para, en instalaciones u oficinas con representación nacional, se 

albergue a todos los funcionarios de las tres instituciones, y sus bienes. Sin 

embargo, este tema logístico no es el más grave, ya que pueden existir varias 

soluciones, tomando en cuenta la construcción de las plataformas 

gubernamentales que tiene proyectado el gobierno para los próximos años. 

 

Un problema mayor se daría, en primer lugar, desde la óptica de la 

organización interna de la nueva institución fusionada. En la actualidad cada 

una de las dependencias mencionadas se encuentran organizadas de forma 

distinta unas de otras. Se deberían unificar las instituciones de tal modo que 

exista independencia entre los departamentos que la conformen pero 

manteniendo una estructura jerárquica, tal y como ocurre en el caso del 

Indecopi que está conformado por un Consejo Directivo como organismo 
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superior de la administración de la institución y el Tribunal de la Defensa de la 

Competencia y Propiedad Intelectual, como órgano superior de resolución y 

consultas. (Ver Anexo I) 

 

En segundo lugar, y no menos relevante, se deberían realizar reformas en 

todas las Leyes que rigen a cada institución, para que todas se encuentren 

sometidas al nuevo órgano administrativo, donde se establezcan nuevos 

procedimientos entre otras cuestiones netamente procesales. Por esta razón, 

un proceso legislativo de esta categoría sería muy extenso, y por lo mismo, 

muy complicado para los legisladores tomar una decisión de esta magnitud en 

el corto plazo. 

 

4.2.2. Creación de una intendencia de competencia desleal dentro de la 

SCPM que conozca los actos de competencia desleal que no afectan al 

mercado ni se relacionan con derechos de propiedad intelectual 

 

Como sucede dentro de otras legislaciones, como es en el caso de Perú y 

Colombia, dentro de la misma institución (Indecopi y SIC) se resuelven todos 

los tipos de actos de competencia desleal; sean éstos que afectan al mercado 

o a intereses de los particulares. 

 

En el Ecuador, considero necesario que el IEPI, al ser la Autoridad competente 

en materia de Propiedad Intelectual, siga resolviendo los actos de competencia 

desleal que afectan al interés particular y se encuentran relacionados con 

derechos de propiedad intelectual.  

 

Sin embargo, en los casos de actos de competencia desleal que afecten 

únicamente al interés particular y no se encuentren relacionados con derechos 

de PI, la misma SCPM pudiera resolverlos siempre y cuando se cree una 

nueva intendencia de prácticas desleales que sea competente para conocer y 

resolver este tipo de actos. 
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Al velar por el interés público, la SCPM tiene el trabajo investigativo durante el 

proceso de competencia desleal que afecta al interés general, por esta razón, 

al estar defendiendo la cosa pública, tal y como ocurre en el derecho penal 

moderno, se le atribuye la facultad de investigación al Estado. Sin embargo, si 

se otorga esta potestad a la SCPM para que pueda conocer y resolver los 

actos de competencia desleal que afectan al interés particular, no debería ser 

la misma SCPM la que investigue el caso. De esta forma, se llevaría otro tipo 

de proceso ante dicha institución, donde el denunciante sea quien tenga la 

carga de la prueba, las presente y con ellas demuestre que el denunciado ha 

cometido un acto de competencia desleal conforme a lo establecido en al 

artículo 26 y 27 de la LORCPM. 

 
Algunos detractores de esta posible solución para este tipo de acto, pueden 

argumentar que la SCPM se volvería una especie de comisaría de carácter 

administrativo, donde resolverían disputas entre particulares. Sin embargo, al 

quitar la labor de investigación a la misma entidad, dificulta más el proceso ya 

que el denunciante deberá proporcionar las pruebas suficientes para que la 

autoridad administrativa resuelva sobre el cometimiento del acto denunciado.  

 

Adicionalmente, se puede estudiar la posibilidad de implementar tasas 

oficiales, tal y como ocurre al momento de presentar una tutela administrativa 

en el IEPI o en la misma SCPM al momento de notificar sobre una 

concentración de mercado. La imposición de tasas por concepto de servicios, 

constituiría un factor que disminuiría las denuncias por supuestos actos de 

competencia desleal. 

 

Sin embargo, lo más importante es que los derechos de los operadores 

económicos puedan ser tutelados de una forma efectiva por parte de las 

autoridades. 

 

4.2.2.1 Reformas a la LORCPM y al RLORCPM  

 

El artículo 26 de la LORCPM establece lo siguiente:  
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“Quedan prohibidos y serán sancionados en los términos de la 

presente Ley, los hechos, actos o prácticas desleales, cualquiera sea la 

forma que adopten y cualquiera sea la actividad económica en que se 

manifiesten, cuando impidan, restrinjan, falseen o distorsionen la 

competencia, atenten contra la eficiencia económica, o el bienestar 

general o los derechos de los consumidores o usuarios. 

 
Los asuntos en que se discutan cuestiones relativas a la propiedad intelectual 

entre pares, públicos o privados, sin que exista afectación al interés general o 

al bienestar de los consumidores, serán conocidos y resueltos por la autoridad 

nacional competente en la materia”. 

Para poder acoplar al ordenamiento jurídico a la propuesta de restructuración 

de la SCPM es necesario incluir un inciso en dicho artículo que establezca lo 

siguiente o una disposición similar:  

 

Los asuntos que se discutan hechos, actos o prácticas desleales 

que afecten exclusivamente al interés particular y no se discutan 

cuestiones relativas a la propiedad intelectual, serán resueltos 

conforme a lo dispuesto en el reglamento de aplicación de esta 

ley. 

 

De igual forma dentro del artículo 31 del RLORCPM, donde se establece el 

procedimiento de una denuncia presentada ante la SCPM, se debería incluir un 

inciso donde se establezca lo siguiente o una disposición similar: 

 

De determinar que existen indicios de cometimiento de un acto de 

competencia desleal que no pudiere producir una afectación negativa al 

interés general, ni se discutan cuestiones relativas a la propiedad 

intelectual, el expediente será remitido para el conocimiento de la 

intendencia de actos de competencia desleal, conforme a lo dispuesto 

en el artículo precedente. 
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Consecuentemente, no se podrá utilizar las mismas normas relativas al 

proceso de investigación, ya que en este caso deberá ser el denunciado quien 

presente las pruebas que sustenten su denuncia particular. 

 

 Sin embargo, se podrá solicitar durante el proceso para que la SCPM solicite 

información o realice inspecciones de considerar necesario para contar con 

elementos suficientes para emitir su resolución respecto a la denuncia 

presentada. 

 

En el RLORCPM se deberá incluir un artículo sin número, luego del artículo 31 

que establezca lo siguiente:  

 

Artículo (S/N). – Una vez que el proceso sea recibido por la intendencia 

de actos de competencia desleal, dicha autoridad deberá avocar 

conocimiento del proceso en el término de diez días. 

 

Dentro de la providencia en la que avoque conocimiento de la 

denuncia, ordenará al denunciante el pago en el término de diez días la 

tasa correspondiente por concepto de denuncia de actos de 

competencia desleal que afectan al interés particular. Si el denunciante 

no cumpliera con dicha disposición, se ordenará el archivo de la 

denuncia.  

 

Durante cualquier etapa del proceso, se podrá solicitar a la intendencia 

de actos de competencia desleal, la implementación de medidas 

preventivas, conforme a lo dispuesto en los artículos 73, 74, 75, 76, 77, 

78 y 79 del Reglamento para la aplicación de la Ley Orgánica de 

Regulación y Control del poder de Mercado. 

 

Art (S/N 2). - Los involucrados en el proceso podrán, en cualquier 

momento del procedimiento, antes de la audiencia, aducir alegaciones 

y aportar documentos u otros elementos al proceso. Estos serán 
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tomados en cuenta por la intendencia de actos de competencia desleal 

al redactar la correspondiente resolución. 

 

De oficio o a petición de parte, se podrá solicitar la apertura de un 

periodo de prueba por un término no superior a veinte días ni inferior a 

diez, a fin de que puedan ser presentadas dentro del proceso. 

 

Cuando una de las partes solicite la apertura de un periodo de prueba, 

será obligación de la intendencia de actos de competencia desleal, 

conceder dicho período, de no hacerlo deberá motivar su decisión. 

 

Una vez concluido el término de prueba, de oficio o a petición de parte, 

se señalará el día y hora para que se lleve a cabo la audiencia ante la 

intendencia de actos de competencia desleal, la cual no podrá ser 

convocada en un término menor a diez días y en no más de veinte 

días. 

 
Una vez concluida la audiencia, se pasarán autos para resolver, donde 

la autoridad deberá resolver sobre la denuncia en un término no mayor 

a quince días. 

 

Sin perjuicio de lo mencionado en este código, el proceso de actos de 

competencia desleal tramitados ante la intendencia de actos de 

competencia desleal, deberá ser resuelto en no más de sesenta días, 

contados a partir de la fecha en que avoque conocimiento dicha 

intendencia. 

 

Finalmente, la intendencia de competencia desleal deberá resolver la denuncia 

tomando en cuenta lo dispuesto a continuación: 

 

(Art. SN 3).- La resolución deberá contener los antecedentes del 

expediente, las alegaciones aducidas por los interesados, las pruebas 

presentadas por estos y su valoración, los fundamentos de hecho y 
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derecho de la resolución, la identificación de las normas o principios 

violados y los responsables, la calificación jurídica de los hechos y la 

declaración de existencia de infracción. 

 

En caso que la autoridad determine la existencia de un acto de competencia 

desleal, podrá imponer las siguientes sanciones y medidas en contra del 

denunciado: 

 

Concluido el proceso de denuncia, la intendencia de actos de 

competencia desleal dictará resolución motivada. Si se determinare 

que existió el cometimiento de un acto de competencia desleal, se 

sancionará al infractor con la clausura del establecimiento de 3 a 7 días 

hábiles y/o con una multa de entre mil (1000) dólares de los Estados 

Unidos de América y cien mil (100.000) dólares de los Estados Unidos 

de América y, podrá disponerse la adopción de cualquiera de las 

medidas preventivas previstas en esta Ley o confirmarse las que se 

hubieren expedido con carácter temporal. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, el afectado por un acto de competencia desleal de 

esta naturaleza podrá acudir a la justicia ordinaria, para que a través de un 

juicio verbal sumario reclame los daños y perjuicios ocasionados por el acto de 

competencia desleal, tal y como lo establece el artículo 71 de la LORCPM. 

 

Si bien esta solución planteada puede desvirtuar de cierta forma el fin de la 

SCPM, al atribuirle para que conozca y resuelva los actos de competencia 

desleal que afectan exclusivamente los derechos de particulares, es más 

importante aún que todos los operadores económicos pueda acudir al Estado, 

para que este pueda tutelar sus derechos de una forma eficiente. 

 

Considero importante señalar que una autoridad administrativa no puede 

evaluar sobre los daños y perjuicios ocasionados al afectado por un acto de 

competencia desleal. Dicha atribución es exclusiva de los jueces ordinarios, por 

esta razón, debe existir una prejudicialidad donde se confirme el acto contrario 
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a la LORCPM para que el afectado pueda reclamar un resarcimiento 

económico por la afectación recibida.  

 

Es cierto que dicho proceso puede tomar mucho tiempo por la vía jurisdiccional 

a través de un juicio verbal sumario, sin embargo lo más importante es que el 

daño cese para que no se siga afectado por un acto de competencia desleal.  

 

4.2.3. Reforma total en materia de competencia desleal  

 

Si bien la reforma parcial antes mencionada pudiera solucionar la problemática 

actual que existe en el Ecuador, lo más importante fuera una reforma integral a 

la LORCPM y a su reglamento. Como lo hemos visto en las legislaciones de 

Perú, España y Colombia, existen cuerpos normativos autónomos que tratan 

exclusivamente de la competencia desleal. En dichos países consideran a la 

competencia desleal como una disciplina autónoma del Derecho.  

 
En este sentido, a fin de reforzar dicho argumento, es importante citar lo que 

establece en ese sentido Alvear Peña:  

 

“La regulación contra la competencia desleal, que aplica el modelo 

social, prevé mediante una normativa ad hoc, especializada y sui 

géneris (como en el caso español) el reconocimiento de las 

características propias de la competencia desleal; la protección de 

intereses diversos, esto es, de los operadores de mercado-

competidores y consumidores- y del correcto funcionamiento del 

sistema competitivo, mediante un procedimiento normativo que 

permite una activación de este derecho, mediante su protección 

dual.  

La Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, que 

regula la competencia desleal, pretende asumir la estructura general 

de las regulaciones contra la competencia desleal del modelo social, 

basada en la cláusula general prohibitiva y la identificación en forma 

ejemplificativa de la exteriorización de los actos desleales, sin 
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embargo, por la redacción de la Ley Orgánica y su Reglamento de 

aplicación se pierde la autonomía de esta rama disciplinaria del 

Derecho, como la protección preventiva de los derechos de los 

particulares afectados por actos desleales de sus pares, sin que 

pueda consolidarse la sanción contra la deslealtad desde el modelo 

social y la protección de intereses diversos entre los que se incluyen 

los privados de los pequeños y medianos consumidores, víctimas de 

actos desleales.” (Alvear, 2012, pg. 101, 102) 

 

Si bien en la actualidad no existe una autoridad, sea esta administrativa o 

judicial, para conocer y resolver los actos de competencia desleal simples que 

no se deriven de un derecho de propiedad intelectual, lo primordial es que se 

expida un cuerpo legal autónomo que se enmarque dentro del modelo social y 

no del corporativista, donde se establezca claramente el objeto, los intereses 

protegidos y artículos que determine claramente el proceso a seguir en este 

tipo de actos.  

 

Lo mismo que ha ocurrido en otras legislaciones donde se ha delimitado 

claramente las normas que pertenecen a la propiedad intelectual, defensa de la 

competencia y competencia desleal, debería ocurrir en el Ecuador, donde el 

legislador logró delimitar estas normativas entre la LPI y la LORCPM. 
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CAPÍTULO V 

 
5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Para finalizar esta tesis, durante este capítulo se expondrán las conclusiones y 

recomendaciones que han surgido durante la investigación y el proceso de este 

trabajo. 

 

5.1. Conclusiones 

 

Es indispensable y necesaria una reforma legal parcial o integral para que los 

actos de competencia desleal que no afectan al mercado ni se encuentra 

relacionados con derechos de propiedad intelectual puedan ser resueltos en el 

Ecuador.  

 

Tomando en cuenta la realidad jurídica del Ecuador, no se puede manifestar 

que los operadores económicos que se ven afectados por este tipo de actos, 

no se encuentran en indefensión. Por esta razón, los operadores económicos, 

deben exigir a las autoridades respectivas, una reforma legal que pueda 

satisfacer sus necesidades en este sentido.  

 

A lo largo de esta investigación, hemos analizado la realidad ecuatoriana en 

este sentido, comparando con otras legislaciones, como la española, 

colombiana y peruana, que tienen varios años de experiencia en esta materia, 

la cual de cierta forma es nueva en nuestro país. Una vez analizadas dichas 

legislaciones, pudimos abstraer las ventajas y desventajas de cada proceso 

administrativo o judicial que se aplica en dichos países para el caso en 

concreto planteado a lo largo de la tesis.  

 

Es importante resaltar instituciones cercanas al Ecuador, como lo es el 

Indecopi en el Perú y la SIC en Colombia. Estas dos instituciones se 

encuentran muy bien estructuradas, por lo que en una sola dependencia 

resuelven casos administrativos relativos a propiedad intelectual, defensa de la 
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competencia, competencia desleal y derechos de los consumidores. Como se 

mencionó en el desarrollo del trabajo, la implementación de una institución de 

esas características en el Ecuador sería importante. Sin embargo, acarrearía 

dificultades no solamente logísticas, sino, de manera especial, por las reformas 

legales integrales que debería sufrir la legislación ecuatoriana. Es por esta 

razón, que esta solución pudiera ser concebida en un largo plazo, y lo que se 

necesita es una solución rápida al problema que tiene en la actualidad la 

legislación nacional. 

 
En el caso español, los actos de competencia desleal que afectan 

exclusivamente los intereses de los particulares son resueltos por la vía 

jurisdiccional, a través de un juicio ordinario, tal y como pudiera ocurrir 

actualmente en el Ecuador. Si bien el sistema judicial español no es el más 

emblemático en el mundo por sus cualidades, sin duda alguna es superior al 

sistema judicial del Ecuador. Por esta razón es inconcebible que un operador 

económico que se vea afectado por un acto de competencia desleal deba 

esperar diez años para que su caso sea resuelto. 

 

Las experiencias que han sido analizadas durante este trabajo deben ser 

estudiadas cuidadosamente si en algún momento se decide realizar una 

reforma legal en el país en este sentido. Algo muy importante, es que se tome 

siempre en cuenta la realidad jurídica del país, que, como hemos visto, difiere 

enormemente de las otras legislaciones en estudio. 

 

Por estas razones, considero que la solución más efectiva a corto plazo, es la 

creación de una nueva intendencia dentro de la SCPM para que conozca los 

actos de competencia desleal que afectan exclusivamente a los particulares y 

que no se encuentran relacionados con derechos de propiedad intelectual.  

 

Sin embargo, lo importante es que se efectúe una reforma legal integral donde 

se otorgue autonomía disciplinaria a la competencia desleal, y en dicho cuerpo 

normativo se podrá determinar qué autoridad es la competente para conocer y 

resolver ese tipo de actos.  
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5.2. Recomendaciones 

 
Se recomienda a personas que a futuro quieran seguir ahondando en esta 

investigación, diversificar en las legislaciones comparadas. Si bien las 

legislaciones que fueron analizadas en este trabajo son similares a la 

ecuatoriana por su origen común, existen otras legislaciones que pudieran 

servir como referencia y encontrar nuevas soluciones a este problema, como 

es el caso de la legislación argentina o chilena.  

 

Por otro lado, se recomienda a las siguientes generaciones de estudiantes que 

investiguen sobre el tema, que acudan a quienes tengan experiencia en este 

tema, ya sea por experiencia propia o por un caso con el que estén 

familiarizados. De esta forma, sabremos de primera mano las experiencias de 

la gente en relación con el tema. Así se podrá analizar de una mejor forma la 

problemática estudiada en este trabajo, con casos reales.  

 

Adicionalmente, se recomienda buscar mayor información sobre este tema en 

bibliotecas de universidades en el exterior, ya que la bibliografía que uno puede 

encontrar dentro del país es muy limitada, en razón que es un tema nuevo en 

el país, donde no se han realizado las investigaciones necesarias para que las 

bibliotecas tengan información suficiente sobre la competencia desleal en el 

Ecuador. 

 

Se recomienda a la Universidad de las Américas mejore su biblioteca para que 

sea una fuente de consultas para todos los estudiantes que se encuentren 

relacionados con este tema, ya que durante el desarrollo de mi trabajo de 

titulación, no pude obtener información relevante de la bibliografía que maneja 

la universidad. Por esta razón me vi obligado acudir a bibliotecas de otras 

instituciones educativas del país.  

 

Finalmente, al haberme encontrado con varias dificultades por parte de la 

Superintendencia de Control de Poder de Mercado para acceder a información 

relevante relacionada con este tema, recomiendo un cambio de postura en la 
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política de divulgación de información que conforme las leyes vigentes es 

pública y necesaria para el estudio del derecho de la competencia en el 

Ecuador. 
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Registro Oficial No. 036, 

Lunes 15 de Julio de 2013 

 

 

Superintendencia de Control del Poder de Mercado 

 

Intendencia de Investigación de Prácticas Desleales 

 

SCPM-IIPD-2012-002: Acógese parcialmente el recurso de reposición interpuesto por 

Su Mundo Agencia de Viajes Cía. Ltda. 
 

 

SUPERINTENDENCIA DE CONTROL DEL PODER DE MERCADO 
 

INTENDENCIA DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS DESLEALES 
 

No. SCPM-IIPD-2012-002 

 

El Intendente de Investigación de Prácticas Desleales; en la ciudad de San Francisco de 

Quito, D.M., a los 03 días del mes de mayo del año 2013, las 10h00.- 

 

VISTOS.- 
 

La resolución del 04 de febrero de 2013 por la cual, la Intendencia de Investigación de 

Prácticas Desleales decidió, entre otros aspectos, lo siguiente: 

 

"Uno.- Al ser los intereses afectados estrictamente de carácter particular, pues no resultan 

restrictivos de la competencia y no vulneran el interés general del mercado en el sector de 

la venta de paquetes turísticos y boletos aéreos, esta Intendencia de Investigación de 

Prácticas Desleales considera que no existen elementos que determinen la necesidad de 

abrir una investigación formal conforme lo prevé el artículo 56 de la Ley Orgánica de 

Regulación y Control del Poder de Mercado; y, de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 57 ibídem, no habiendo mérito para la prosecución de la instrucción del 

procedimiento, ordena el archivo del expediente". 

 

El recurso de reposición interpuesto por la denunciante, SU MUNDO AGENCIA DE 

VIAJES CÍA. LTDA., el 04 de marzo de 2013, de conformidad con lo previsto en el 

artículo 66 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado (LORCPM), 

en contra de la resolución de la Intendencia de Investigación de Prácticas Desleales del 04 

de febrero de 2013. En su recurso, la recurrente sostiene lo que a continuación se detalla: 

 

"...la denunciada, Susana Lorena Tello Balcázar realizó prácticas contrarias a las buenas 

prácticas comerciales, específicamente, de deslealtad procesal al pretender beneficiarse de 

la infraestructura de quien en su momento era su empleador SU MUNDO AGENCIA DE 

VIAJES CIA. LTDA., para provecho personal." 



 

"Se hicieron inspecciones a mi representada y a los locales comerciales donde la 

denunciada tiene relación directa y que aparecen beneficiándose de ventas, dinero y los 

clientes de mi representada. Estos elementos son ampliamente recogidos en múltiples 

documentos que NO se pueden devolver de manera inmediata si son parte de una 

investigación que aún no termina." 

 

"La motivación y la fundamentación expuesta en la decisión adoptada el 04 de febrero de 

2013 es amplia únicamente en lo que se refiere a las atribuciones y facultades de la 

Superintendencia de Control del Poder de Mercado, sin embargo, es pobre y diminuta en 

lo que se refiere al fondo de mi denuncia, pues únicamente se limita a decir, luego de 

varios análisis del mercado general, luego de que hemos puesto de nuestra parte toda la 

infraestructura necesaria para determinar la infracción, luego de que se realizaron 

peritajes, luego de que no se nos atendió el pedido de que se requieran los correos 

electrónicos cursados entre las personas denunciadas pues era una prueba determinante; 

... ?que al no haberse encontrado una afectación a mercado, no corresponde entrar al 

análisis específico de la conducta?". 

 

"Que la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado (LORCPM), en la 

Disposición Décimo Segunda deroga los artículos 183 al 193 y 284 al 287 de la Ley de 

Propiedad Intelectual (...) relativos al juzgamiento de la competencia desleal. Siendo así, 

la única ley vigente para este juzgamiento sería la LORCPM. Según el criterio de esta 

Intendencia, no se pueden juzgar los actos de competencia desleal que se denuncien 

porque, si no afectan al interés general, no es susceptible de estudio y no merece ser ni 

siquiera investigado. ¿En que quedan entonces, los derechos de los usuarios? ¿De los 

consumidores? (...) ¿los usuarios o consumidores de los productos del mercado deben ser 

suficientemente ?grandes? para ser considerados para analizar las conductas? Si bien no 

afecta al interés general sino al particular, ¿Quién JUZGA AHORA LAS PRÁCTICAS DE 

COMPETENCIA DESLEAL?". 

 

"La Intendencia de Investigación Prácticas Desleales, tiene la competencia y la obligación 

de establecer si existen indicios de la realización de este tipo de prácticas, sin perjuicio del 

análisis posterior de si afectan al interés general o a los consumidores y usuarios o solo se 

trata, como dice en su motivación, de una afectación entre pares públicos o privados... Este 

mandato consta en el artículo 31 del Reglamento a la ley orgánica de Regulación y Control 

del Poder de Mercado..." 

 

"solicito que en resolución se revoque la decisión adoptada por e/ señor Intendente (...), se 

revoque el Archivo del expediente y se disponga se inicie la investigación de mi denuncia, 

se determine la existencia de la conducta denunciada, la responsabilidad de quienes 

participaron en estas acciones que lesionan a mi representada y, hecho lo indicado, se 

remita el expediente a la autoridad competente en materia de propiedad intelectual (...) 

Cabe mencionar que ya se determinó preliminarmente el daño ocasionado no afecta al 

interés general, pero que éste se habría ocasionado. Sin embargo, no se ha establecido con 

claridad la existencia de los indicios que llevan a la determinación de la existencia de las 

prácticas desleales ni la responsabilidad de los denunciados, por lo que - insisto-deben ser 

establecidas para luego remitirlas a la autoridad competente". 



 

Se invoca la Constitución de la República en sus artículos 52; 66 numerales 15, 25 y 26; 

283; 335; 336; 76 numeral 7, letra i); 11 numerales 2 y 5. También invoca las siguientes 

disposiciones de la LORCPM: 

sección 5, Disposición Derogatoria Décima Segunda, artículo 66; y, del Reglamento para la 

Aplicación de la LORCPM, invoca el artículo 31, inciso primero. 

 

Que mediante memorando No. SCPM-CGAJ-2013-0097, del 01 de abril de 2013, el señor 

Coordinador General de Asesoría Jurídica de esta Superintendencia de Control del Poder de 

Mercado (SCPM), emite un criterio institucional en el sentido que: 

 

"Al existir un término establecido por la Ley para la presentación de recursos contra actos 

administrativos de la Superintendencia, es obligación de sus órganos observar el 

cumplimiento de dicho término, es decir, no se puede remitir el expediente a la autoridad 

competente en materia de propiedad intelectual, mientras no se cumpla el término para la 

presentación de recursos"; y que "esta Coordinación General Jurídica considera que es 

improcedente remitir el expediente a la autoridad competente en materia de propiedad 

intelectual, mientras no se cumpla el término para la presentación de recursos y, de 

haberse presentado, exista un pronunciamiento sobre los mismos. Solo (sic) cuando se 

agote la vía administrativa, y si la decisión inicial no ha cambiado, se podrá remitir el 

expediente a la autoridad nacional en materia de propiedad intelectual". 

 

La providencia de fecha 05 de abril de 2013, por la cual la Intendencia de Investigación de 

Prácticas Desleales dispuso "Admitir a trámite el recurso y correr traslado a los 

interesados en la interposición del recurso, esto es: 1.1. A la señora Sonia Lorena Guerra 

Lomas, por sus propios derechos y en su calidad de Gerente General, y por tanto 

representante legal, de la compañía S&L LORENS AGENCIA DE VIAJES CIA. LTDA.; y, 

1.2. A la señora Susana Lorena Tello Balcázar, por sus propios derechos y en su calidad 

de propietaria del ALMACEN FAMILIAR?; para que en el término de cinco días presenten 

cualquier documentación que consideren pertinente". 

 

El escrito conjunto presentado por las denunciadas, Susana Lorena Tello Balcázar y Sonia 

Lorena Guerra Lomas, en fecha 17 de abril de 2013, en el que manifiestan lo siguiente: 

 

"Para interponer el recurso de Reposición se le cumplía el 1 de Marzo del 2013, las 16h30, 

por las siguientes consideraciones, contando con el feriado 11 y 12 de Febrero del 2013, 

que se declaro (sic) vacaciones por el Gobierno Nacional, y descontó los días 11 y 12 de 

Febrero los días 16 y 23 de Febrero del 2013, conforme lo dispuso el Gobierno Nacional. 

 

Señor Intendente solicito se deseche el Absurdo Recurso de Reposición interpuesto por la 

señora TATIANA PASTOR BARZALLO, por extemporáneo." 

 

CONSIDERANDO.- 

 

I. De la tramitación del presente recurso 
 

Que el artículo 66 de la LORCPM prevé que el recurso de reposición deberá ser presentado 



dentro del término de veinte (20) días posteriores a la notificación del acto administrativo 

respectivo; y que deberá ser tramitado en un plazo no superior a sesenta (60) días de haber 

sido interpuesto. 

 

Que, en el presente caso, la resolución de la IIPD recurrida por la denunciante, SU 

MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA., fue notificado el día 04 de febrero de 

2013; y el recurso de reposición fue interpuesto el 04 de marzo de 2013. Para el cómputo 

del término de 20 días que fija la ley para que se pueda interponer el recurso, se debe tomar 

en consideración que los días 11 y 12 de febrero de 2013 fueron declarados como feriado 

de carnaval, y luego fue declarada su recuperación incorporando una hora adicional a la 

jornada diaria laboral, a partir del 13 de febrero hasta el 22, para recuperar el día 11; y, la 

recuperación del día 12 se la realizó el 23 de febrero.
1
 

 

1. Decisión adoptada mediante Director Ejecutivo No. 1418 (R.O. No. 891 del 14 de 

febrero de 2013), que modificó parte del Decreto Ejecutivo No.1162 (R.O. No. 709 de 23 

de mayo de 2012). 

 

Que, por tanto, la fecha límite para interponer el recurso vencía el 04 de marzo de 2013, día 

en el cual la recurrente presentó su escrito contentivo del recurso de reposición. De tal 

forma que el único argumento esgrimido por las denunciadas debe ser desestimado por 

improcedente. 

 

Que, asimismo y de conformidad con lo previsto en el artículo 66 de la LORCPM, el plazo 

máximo para tramitar, dictar y notificar la resolución del presente recurso de resposición es 

de sesenta días, lo que aplicado al presente caso da como fecha hasta este 03 de mayo de 

2013. 

 

II.- De la determinación de la existencia de indicios del cometimiento de prácticas 

desleales 
 

Que la recurrente alega que "la motivación y la fundamentación expuesta en la decisión 

recurrida es pobre y diminuta en lo que se refiere al fondo de la denuncia (no entra al 

análisis especifico de la conducta)"; que "se determine la existencia de la conducta 

denunciada, la responsabilidad de quienes participaron en estas acciones que lesionan a 

mi representada"; y que "no se ha establecido con claridad la existencia de los indicios 

que llevan a la determinación de la existencia de las prácticas desleales ni la 

responsabilidad de los denunciados". 

 

Que la resolución adoptada por esta Intendencia de Investigación de Prácticas Desleales 

(IIPD) es lo suficientemente amplia en lo que respecta a fundamentar la diferenciación 

entre las prácticas desleales que tienen una afectación a los intereses particulares, y la 

defensa de la competencia que vela por el correcto funcionamiento del mercado desde una 

perspectiva de proteger el interés general. 

 

Que, en el presente caso se determinó la existencia de indicios del cometimiento de 

prácticas desleales, que permitió realizar el correspondiente estudio económico que reflejó 

que las prácticas denunciadas no producían una afectación negativa al interés general. De 



no haberse determinado la existencia de tales indicios, no se hubiera procedido a realizar 

examen alguno respecto a la afectación que tales presuntas conductas estarían provocando. 

 

Que, en el presente caso tenemos que SU MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA. 

tiene una amplia base de datos de sus clientes, generada tras varios años de operación; tiene 

una infraestructura operacional que le permiten brindar los servicios comerciales de venta 

de pasajes aéreos y paquetes turísticos, infraestructura que incluye programas informáticos, 

personal capacitado, contactos con otras agencias, lo que se conoce comúnmente como 

know-how; esa información puede ser conocida por terceros, como sus empleados, pero no 

está al libre acceso de todo individuo; tiene un valor comercial para su propietaria; y se 

entiende ha sido cautelosamente guardada. Asimismo, las propias denunciadas alegan en el 

escrito de presentación de sus explicaciones, que "los clientes a los cuales se pretende 

involucrar siempre estuvieron en perfecto conocimiento de que sus boletos y tickets se 

están emitiendo en otra agencia porque son CLIENTES PERSONALES Y EXCLUSIVOS de 

Susana Tello Balcázar y nada tienen que ver con la cartera de clientes de la compañía SU 

MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA. ... desde que salí de la compañía esos clientes 

decidieron de forma libre comprar en otra Agencia, entre otros son los señores...." (foja 

486). 

 

Que lo anterior permitió determinar la existencia de indicios suficientes de un presunto 

desvío de clientela que habría operado, conforme al examen pericial obrante del expediente, 

al haberse utilizado las instalaciones, infraestructura, base de datos y programas de 

computación pertenecientes a SU MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA LTDA., 

presuntamente por parte de la señora Tello Balcázar; pues de dicho examen aparecen 

indicios de clientes reenviados a la agencia de viajes S&L LORENS CÍA. LTDA., cuya 

representante legal es la señora Sonia Lorena Guerra Lomas. Asimismo, existen indicios de 

clientes reenviados a un "Almacén Familiar" de propiedad de la señora Tello Balcázar, al 

encontrarse facturas por conceptos de reembolsos de tickets aéreos emitidas por dicho 

almacén. Estos indicios justificarían avanzar en una investigación por parte de la autoridad 

competente, que conforme lo prevé el artículo 31 del Reglamento para la Aplicación de la 

LORCPM (RALORCPM), sería la autoridad nacional competente en materia de propiedad 

intelectual. 

 

Que el RALORCPM, en sus artículos 30 (incisos quinto, sexto y séptimo) y 31 (incisos 

primero, segundo y tercero), dispone que primero cabe determinar la existencia o no de 

indicios del cometimiento de las prácticas denunciadas para luego proceder con lo 

siguiente: de no existir tales indicios se dispone el archivo del expediente; de existir tales 

indicios se examina si las presuntas prácticas desleales podrían o no producir una 

afectación negativa al interés general o al bienestar de los consumidores o usuarios; o, de 

determinarse que únicamente se discuten cuestiones relativas a la propiedad intelectual y 

que las prácticas desleales denunciadas no producirían una afectación al interés general, se 

remite el expediente a la autoridad competente en materia de propiedad intelectual. 

 

Que en el presente expediente efectivamente se determinó la existencia de indicios del 

cometimiento de una presunta práctica desleal, lo cual justificó un análisis económico que 

reflejó que tales prácticas denunciadas (presunta violación de secretos empresariales) no 

tendrían la posibilidad de una afectación al interés general, sino que únicamente incidirían 



en una afectación a intereses particulares. 

 

Que, por tanto, cabe considerar que la Autoridad realizó de modo amplio y suficiente la 

determinación expresa de la existencia de indicios del cometimiento de una presunta 

violación de secretos empresariales, sin que sea necesario, por cuanto la norma no lo exige 

-como erróneamente manifiesta la recurrente-, que "se determine la existencia de la 

conducta denunciada". Una cosa es determinar que existan indicios de que se hayan 

cometido las prácticas desleales denunciadas, otra cosa distinta es determinar la existencia 

de la conducta denunciada que corresponde a una fase posterior de la investigación, en caso 

que la misma prospere. En efecto, el artículo 71 del RALORCPM, en su inciso cuarto, 

establece que una vez recibido el informe final de una investigación, la resolución del 

órgano de sustanciación y resolución de la SCPM deberá contener: 

 

"La resolución deberá contener los antecedentes del expediente, las alegaciones aducidas 

por los interesados, las pruebas presentadas por estos y su valoración, los fundamentos de 

hecho y derecho de la resolución, la identificación de las normas o principios violados y 

los responsables, la calificación jurídica de los hechos, la declaración de existencia de 

infracción y, en su caso, los efectos producidos en el mercado, la responsabilidad que 

corresponda a sus autores, las circunstancias agravantes y atenuantes concurrentes y la 

decisión sobre la aplicación, exención o reducción del importe de la multa." (El resaltado 

me corresponde). 

 

Que, por todo lo expuesto, el argumento de la recurrente sobre este punto debe ser 

desestimado parcialmente, en el sentido de que si bien no procede realizar una 

determinación de la conducta, si es procedente ampliar la resolución en el sentido de que se 

enuncien expresamente los indicios de la presunta existencia de una práctica desleal. 

 

III.- Del momento procesal para remitir el expediente a la autoridad competente en 

materia de propiedad intelectual 
 

Que la recurrente señala que "se revoque la decisión adoptada por el señor Intendente (...), 

se revoque el archivo del expediente y se disponga se inicie la investigación de mi 

denuncia, se determine la existencia de la conducta denunciada, la responsabilidad de 

quienes participaron en estas acciones que lesionan a mi representada y, hecho lo 

indicado, se remita el expediente a la autoridad competente en materia de propiedad 

intelectual". 

 

Que, tal como ha sido manifestado, el artículo 31 del RALORCPM, en su inciso primero 

establece que en los asuntos en los que se discuten únicamente cuestiones relativas a la 

propiedad intelectual, y en que las prácticas desleales presuntamente cometidas solamente 

afectarían asuntos particulares, se deberá remitir el expediente a la autoridad nacional 

competente en materia de propiedad intelectual. Si bien las normas de la Ley de Propiedad 

Intelectual relativas a la "Competencia Desleal" y a la "Información No Divulgada", fueron 

derogadas por la Disposición Derogatoria Décimo Segunda de la Ley Orgánica de 

Regulación y Control del Poder de Mercado, el inciso segundo del artículo 339 de la Ley de 

Propiedad Intelectual, reformado mediante la disposición reformatoria Décima Tercera de 

la LORCPM, establece que "(...) La autoridad nacional en materia de propiedad 



intelectual aplicará las sanciones establecidas en esta Ley cuando conozca y resuelva 

sobre asuntos de competencia desleal (...)"; esto a la luz de las normas de la referida 

LORCPM, y de la Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad Andina (artículos 260 a 

266), norma de carácter supranacional y de aplicación directa que rige en el Ecuador, y que 

se refiere al régimen común sobre propiedad industrial. 

 

Que, por tanto, en el presente caso, al presentarse los presupuestos establecidos en el inciso 

primero del artículo 31 del RALORCPM, esto es que se discuten asuntos relativos a 

propiedad intelectual, y que las presuntas prácticas desleales denunciadas no producen una 

afectación negativa al interés general o al bienestar de los consumidores o usuarios, es 

procedente que se remita el expediente a la autoridad competente en materia de propiedad 

intelectual, esto es al Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual (IEPI). 

 

Que, por tal razón, cabría aceptar en este punto la posición de la recurrente, y revocar 

parcialmente la resolución de esta IIPD del 04 de febrero de 2013, en el sentido de no 

procede el archivo del expediente sino, al contrario, ordenar su remisión al IEPI. 

Adicionalmente, cabe señalar que el momento procesal oportuno para que se realice dicha 

remisión debe ser cuando el pronunciamiento de la Superintendencia de Control del Poder 

de Mercado quede en firme y no sea susceptible de modificación por la posible 

interposición de un nuevo recurso. 

 

Que, en efecto, por motivos prácticos no es dable remitir en forma inmediata el expediente 

a la autoridad competente en materia de propiedad intelectual, si todavía está pendiente la 

posibilidad de interposición de recursos para ante esta Superintendencia de Control del 

Poder de Mercado, cuya ocurrencia implicaría que se deba tener el expediente a la vista, 

con la posibilidad incluso de que se modifique, total o parcialmente, la decisión recurrida. 

 

Que, en el presente caso, una vez resuelto el recurso de reposición, y sólo cuando el acto 

quede en firme, se podría remitir el expediente a la autoridad competente en materia de 

propiedad intelectual. Caso contrario, procede resolver todo incidente que se presente, 

previo a la remisión del expediente a la autoridad competente en materia de propiedad 

intelectual. 

 

IV.- De los demás aspectos invocados por la recurrente 
 

Que también ha manifestado la recurrente que "no procede devolver de manera inmediata 

múltiples documentos que todavía son parte de una investigación que aún no termina". Al 

respecto, cabe reiterar lo manifestado en el aparte quinto de la parte considerativa de la 

resolución del pasado 04 de febrero de 2013, en el sentido que: 

 

"[E]n la diligencia de inspección realizada a la empresa denunciante, SU MUNDO 

AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA., adicionalmente a lo ya citado, se recabó cierta 

documentación relacionada con la señora Tello Balcázar en ciento dieciséis (116) fojas, 

relativa a lo siguiente: facturas generadas por ALMA CEN FAMILIAR; facturación 

relacionada con la compañía S&L LORENS AGENCIA DE VIAJES; factura generada por 

SOL & LUNA MAYORISTA DE TURISMO; original del RUC del "Almacén Familiar"; 

boletas del Tribunal de Garantías Penales de Pichincha; cotización de una empresa 



gráfica; entre otros. 

 

Que, si bien tal documentación ha sido recabada en aplicación a lo previsto en el artículo 

49, numeral 3 inciso tercero, citado ut supra, relativo a que cualquier otra información no 

relevante o ajena a la investigación será mantenida hasta su devolución, y al ser tales 

documentos ajenos a la materia de la investigación en curso, cabe ordenar su entrega en 

originales a la señora Tello Balcázar". 

 

Que, en efecto, tales documentos han sido ajenos a la investigación, conforme lo pudo 

verificar y evaluar esta IIPD, pues se trataba de facturas del Almacén Familiar relativas a 

ventas ocurridas en dicho local respecto de bienes que allí se expenden; ciertas 

declaraciones de Impuesto al Valor Agregado efectuadas por dicho almacén; el documento 

original del RUC de dicho almacén; facturación de S&L LORENS AGENCIA DE VIAJES 

no relacionada con los clientes y/o indicios objeto del presente expediente; facturación de 

un tercero ajeno a los involucrados en el presente proceso (SOL & LUNA MAYORISTA 

DE TURISMO); copias de unas boletas de un Tribunal Penal que nada tienen que ver con 

el expediente de esta Superintendencia; y cotización de una empresa gráfica irrelevante 

para el presente caso. Por lo expuesto, no procedería aceptar el argumento de la recurrente 

en este punto. 

 

Que, finalmente, SU MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA. manifiesta que se ha 

vulnerado el artículo 76 numeral 7, letra I) de la Constitución de la República, que refiere al 

deber de motivación de las resoluciones de los poderes públicos; señalando incluso que de 

no existir la motivación debida, puede provocarse la nulidad del acto; y que los servidores 

responsables pueden ser sancionados. 

 

Que, al respecto, cabe manifestar lo siguiente: 

 

"La motivación de un acto dependerá muchas veces de su propia naturaleza o de su 

materia y de los efectos que el acto pueda producir en el administrado, por lo que en unos 

actos tal motivación puede tener una extensión mayor que en otros, pero en todo caso 

deberá contener los antecedentes necesarios mínimos para la resolución, lo que en otras 

palabras significa que en la motivación deben aparecer de ?manera clara y no equivoca 

las razones sobre las cuales se basa el acto? (Sentencia del Tribunal de las Comunidades 

Europeas 9.7, 1969, Italia c/ Comisión, as 1/69. Rec. 277). 

 

El objeto de la motivación es el ‘...de proporcionar al interesado una indicación suficiente 

sobre si la Decisión está bien fundada o si eventualmente está afectada por algún vicio que 

permita impugnar su validez? (‘Recopilación de la Jurisprudencia del Tribunal de Justicia 

de las Comunidades Europeas 1994-6, pág. 2572 asunto C292193 Norbert Lieben contra 

Willi S. Gobel y Siegrid Gobel)".
2
 

 

2. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (TJCAN) emitida en el 

proceso 01-AN-97, del 26 de febrero de 1998. Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena 

(GOAC) No. 340 del 13 mayo 1998. 

 

"Sin embargo, la motivación no ha de pretender recoger todas y cada una de las 



condiciones o de las circunstancia o supuestos de hecho que hayan servido de base o de 

fundamento para la expedición del acto. Basta con que la motivación se reduzca a la 

esencia del razonamiento, interpretada ésta como la correspondencia jurídica y real entre 

la parte motiva y la parte declarativa del mismo, vale decir, entre el procedimiento 

constitutivo y la expresión de la voluntad del administrador. Será suficiente que el acto en 

cuestión destaque lo esencial de los objetivos perseguidos por la institución y que los 

elementos de hecho y de derecho? que constituyen su objetivo ?estén en armonía con el 

sistema normativo del que forma parte? (Rec...1987- 9 Pág. 4153, caso: Reino de España 

contra el Consejo y la Comisión de las Comunidades Europeas). En el acto debe 

proporcionarse a los interesados las indicaciones necesarias acerca de si la Decisión o la 

Resolución se encuentran o no fundadas, de manera que éstos puedan ejercer con 

conocimiento de causa el derecho a la defensa".
3
 

 

3. Sentencia del TJCAN emitida en el proceso 04-AN-97, del 17 agosto de 1998. GOAC 

No. 373 del 21 septiembre de 1998. 

 

"Entendiéndose causa como motivo, y motivación como ?acción y efecto de motivar?, los 

términos tienen un contenido único, aunque se diferencien desde el punto gramatical. El 

motivo o la causa es la circunstancia o antecedente de hecho aceptado o impuesto por la 

ley para justificar la emisión del acto; ?motivación? es la expresión o constancia de que el 

motivo existe o concurre en el caso concreto? (Cita de Marienhoff, por Canasi, obra 

mencionada pág. 181). El motivo está constituido por los procesos intelectivos que realice 

el funcionario para tomar una resolución en forma abstracta, y que concretados ya al caso 

específico se transforma en realidad a través de la motivación, es decir, de la traslación de 

lo abstracto a lo concreto".
4
 

 

4. Sentencia del TJCAN emitida en el proceso 05-AN-97, del 8 junio de 1998. GOAC No. 

361 del 7 de agosto de 1998. 

 

Que en el presente caso es evidente, a todas luces, que la resolución recurrida se encuentra 

amplia y suficientemente motivada, por lo que, salvo el aparte de revocar el archivo del 

expediente y resolver su remisión a la autoridad competente en materia de propiedad 

intelectual, así como el detallar en la presente resolución la determinación de los indicios 

del cometimiento de las prácticas desleales denunciadas (presunta violación de secretos 

empresariales), que no tendrían una afectación al interés general o de los consumidores o 

usuarios, no es procedente acoger ningún otro planteamiento de SU MUNDO AGENCIA 

DE VIAJES CÍA. LTDA. 

 

RESUELVE.- 
 

Uno.- Acoger parcialmente el recurso de reposición interpuesto por SU MUNDO 

AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA., en el sentido de que en el considerando II se ha 

detallado la determinación de los indicios del cometimiento de las prácticas desleales 

denunciadas (presunta violación de secretos empresariales), y de revocar el archivo del 

expediente y ordenar, en su lugar, que se remita el mismo a la autoridad competente en 

materia de propiedad intelectual, en este caso al Instituto Ecuatoriano de la Propiedad 

Intelectual, una vez que quede ejecutoriada la decisión de la Superintendencia de Control 



del Poder de Mercado en el presente caso. Previo a remitir el expediente original, 

corresponderá que en los archivos de la Secretaría General de esta Superintendencia se 

mantenga una copia íntegra certificada del mismo. 

 

Dos.- Declarar no procedentes los demás planteamientos formulados tanto por SU 

MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA. en su recurso, como el único manifestado 

por las denunciadas, señoras Susana Lorena Tello Balcázar y Sonia Lorena Guerra Lomas, 

en la tramitación del recurso. 

 

Tres.- Siga actuando en calidad de Secretario Ad-Hoc el abogado Sebastián Páez 

Vásconez. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

f.) Ab. David Enrique Echeverría Pinto, Intendente de Investigación de Prácticas Desleales. 

 

f.) Ab. Sebastián Páez Vásconez, Secretario Ad-Hoc. 

 

RAZÓN: Siento por tal que en esta fecha, 03 de mayo de 2013, se procedió a notificar, por 

una parte, a SU MUNDO AGENCIA DE VIAJES CÍA. LTDA., en el Casillero Judicial 

No. 612, del Palacio de Justicia de esta ciudad de Quito. D.M.; y, por otra parte, a la señora 

Sonia Lorena Guerra Lomas, por sus propios derechos y en su calidad de Gerente General, 

y por tanto representante legal, de la compañía S&L LORENS AGENCIA DE VIAJES 

CÍA. LTDA. y, a la señora Susana Lorena Tello Balcázar, por sus propios derechos y en su 

calidad de propietaria del "ALMACÉN FAMILIAR", en el Casillero Judicial No. 5335, del 

Palacio de Justicia de esta ciudad de Quito. D.M. 

 

NOTIFÍQUESE.- 
 

f.) Ab. Sebastián Páez Vásconez, Secretario Ad-Hoc. 

 

SUPERINTENDENCIA DE CONTROL DEL PODER DE MERCADO.- Secretaría 

General.- Es fiel copia del documento que reposa en el Archivo General de la 

Superintendencia de Control del Poder del Mercado.- Lo certifico.- Fecha: 2-07-2013.- f.) 

Ilegible. 
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Registro Oficial No. 157, 

Miércoles 08 de Enero de 2014 

 

 

 

Función de Transparencia y Control Social 

 

Superintendencia de Control del Poder de Mercado 

 

Intendencia de Investigación de Prácticas Desleales  

 

SCPM-IIPD-2012-028: Resuélvese que la SCPM no es competente para resolver 

disputas entre particulares, y ordénase el archivo del expediente 
 

 

SUPERINTENDENCIA DE CONTROL DEL PODER DE MERCADO 
 

No. SCPM-IIPD-2012-028 
 

INTENDENCIA DE INVESTIGACIÓN DE PRÁCTICAS DESLEALES  

 

El Intendente de Investigación de Prácticas Desleales; en San Francisco de Quito, D.M., a 

los 11 días del mes de noviembre del año 2013, las 12h00.- 

 

VISTOS.- 
 

La denuncia por presuntas prácticas desleales presentada el 18 de octubre de 2013, las 

16h00, por el abogado Juan Carlos Merizalde, en su calidad de procurador judicial de Adela 

Esperanza Espinosa Flores. 

 

La providencia de esta Intendencia de fecha 1 de noviembre de 2013, las 9h30, mediante la 

cual, se solicita al denunciante que aclare y complete la denuncia, para esto se le concede el 

término de tres días. 

 

El escrito de aclaración presentado el 06 de noviembre de 2013, por el Dr. Juan Carlos 

Merizalde, en su calidad de procurador judicial de Adela Esperanza Espinosa Flores. 

 

CONSIDERANDO.- 
 

Que, el artículo 1 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado 

(LORCPM) fija como su objeto, en lo que respecta a prácticas desleales, el prevenirlas, 

prohibirlas y sancionarlas, “buscando la eficiencia en los mercados, el comercio justo y el 

bienestar general y de los consumidores y usuarios”. En concordancia con el artículo 4 del 

Reglamento Para la Aplicación de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de 

Mercado (RALORCPM), que establece el criterio general de evaluación que debe tener la 



Superintendencia para determinar el carácter restrictivo de las conductas, “evaluando si 

tales conductas y actuaciones, tienen por objeto actual o potencialmente, impedir, 

restringir, falsear o distorsionar la competencia, o atentar contra la eficiencia económica, 

el bienestar general o los derechos de los consumidores o usuarios”. De la misma manera, 

los artículos 25 y 26 de la ley, definen dichas prácticas y establecen lo que se encuentra 

prohibido en esta materia, respectivamente. De tales disposiciones se desprende que su 

aplicación se dirige a las relaciones entre operadores económicos en el mercado, por actos 

que inciden en el sistema económico. 

 

Que, respecto a este tema el Tribunal de Defensa de la Competencia de España ha 

manifestado que “lo que importa a efectos de la aplicación de la Ley de Defensa de la 

Competencia es la defensa del interés público consistente en proteger las condiciones de 

funcionamiento de la libre competencia en el mercado, no defender los intereses de una 

empresa frente a otra, para lo que es necesario acudir a los Tribunales ordinarios”.
1
 

 

1 FONT GALÁN, Juan Ignacio; Miranda Serrano, Luis María: “Competencia desleal y 

antitrust, Sistemas de ilícitos”; Marcial Pons, Madrid, 2005, p. 129. 

 

Que, es de competencia de la Superintendencia de Control del Poder de Mercado (SCPM), 

de conformidad con lo previsto en el artículo 37 de la LORCPM, el asegurar la 

transparencia y eficiencia en los mercados y fomentar la competencia; la prevención, 

investigación, conocimiento, corrección, sanción y eliminación del abuso de poder de 

mercado, de los acuerdos y prácticas restrictivas, de las conductas desleales contrarias a lo 

previsto en la Ley, y el control, la autorización, y de ser el caso la sanción de la 

concentración económica; sin ser de competencia de la SCPM el entrar a analizar aspectos 

meramente de cumplimiento o incumplimiento contractual. 

 

Que una vez revisado el escrito de aclaración antes referido, esta Intendencia no ha podido 

verificar el cumplimiento de ciertos elementos que fueron solicitados para que se aclare y 

complete de la denuncia. 

 

Que, asimismo, fue solicitado al denunciante que cumpla con los requisitos establecidos en 

el Artículo 54, literales c), d) y f) de la Ley Orgánica de Regulación de Control del Poder 

de Mercado (LORCPM), en donde se solicita que la denuncia contenga los siguientes: 

 

c) Una descripción detallada de la conducta denunciada, indicando el periodo 

aproximado de su duración o inminencia; 
 

Del escrito de aclaración se desprende: 

 

“1. PRÁCTICA DESLEAL DENUNCIADA: 

 

Específicamente la práctica denunciada en el Art. 27 núm. 2 en cuento (sic) a las 

condiciones del servicio ofrecido. 

 

(…)3. PERIOD (sic) DE DURACIÓN DE LA CONDUCTA DENUNCIADA: 

 



Aproximadamente 6 años.” 

 

d) La relación de los involucrados con la conducta denunciada; 
 

En su escrito de aclaración, el denunciante explica la relación de los involucrados con la 

conducta denunciada exponiendo que: “Se trata de una afectación contra los derechos de 

los consumidores o usuarios”. 

 

Más allá de que no se ha podido probar la existencia de las aludidas conductas, cabe señalar 

que el incumplimiento de un contrato, no genera una práctica desleal de acto de engaño, ya 

que dicha violación, de ser el caso, afectaría únicamente a los derechos exclusivos de las 

partes del contrato. Al respecto doctrina especializada ha indicado: 

 

“Finalmente, no se incluyen en el concepto de normas jurídicas a los fines del artículo 15 

LCD aquellas que reconozcan derechos de propiedad ordinaria y de propiedad industrial e 

intelectual y derechos de la personalidad (derecho de la propia imagen), ya que su 

violación afecta exclusivamente a la esfera individual del titular del derecho, que dispone 

de medios de tutela adecuados en su defensa (Alfaro Águila-Real, J., “Competencia 

Desleal por Infracción de Normas”, ob.cit., pgs. 694-695; Massager Fuentes, J., 

Comentario a la ley de Competencia Desleal, cit., pgs. 436-437); según reiterada 

jurisprudencia del TS, en caso de infracción de derechos de exclusiva resulta de preferente 

aplicación la normativa relativa al derecho exclusivo en cuestión (legislación de marcas, 

de patentes, de propiedad intelectual, de diseño industrial…), por lo que la normativa de 

competencia desleal sólo podrá aplicarse al margen de aquélla o con carácter 

complementario, esto es, para comportamientos que además de suponer la violación de un 

derecho exclusivo afecten al correcto funcionamiento del mercado.”
2
 

 

2 Bercovitz Rodríguez-Cano, Alberto, “Comentarios a la Ley de Competencia Desleal”, 

pág. 410, editorial ARANZADI, Navarra, Madrid, 2011. 

 

Sin perjuicio de lo expresado en el párrafo anterior, los consumidores que se sientan 

engañados o afectados en sus derechos particulares podrán utilizar las vías determinadas en 

la Ley Orgánica de Defensa al Consumidor. 

 

f) Las características de los bienes o servicios objeto de la conducta denunciada, así 

como de los bienes o servicios afectados; 
 

En el escrito de aclaración, el denunciante nuevamente no es claro, esta vez respecto de lo 

que son las características de los bienes o servicios objeto de la conducta y los bienes o 

servicios afectados, al señalar que las características del servicio objeto de la conducta 

denunciada son “Recibir un vehículo como parte de pago de otros nuevo, y proceder con la 

transferencia de dominio del vehículo que se entrega”. 

 

El denunciante confunde las características de los bienes o servicios afectados con el 

incumplimiento contractual por parte de una empresa. Asimismo, se limita en mencionar un 

caso en particular con afectación a particulares. 

 



Lo previsto en el Artículo 55 de la LORCPM, y en el Artículo 60 de su Reglamento de 

Aplicación. 

 

RESUELVE.- 

 

Uno.- En aplicación a lo previsto en el artículo 55 de la LORCPM, al considerarse que la 

SCPM no es competente para resolver disputas entre particulares, y no habiendo mérito 

para la prosecución de la investigación, ordenar el archivo del expediente. 

 

Dos.- Actúe en calidad de Secretario Ad-Hoc el abogado Sebastián Páez Vásconez. 

 

NOTIFÍQUESE. 
 

f.) Ab. David Enrique Echeverría Pinto, Intendente de Investigación de Prácticas Desleales. 
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